Google 



This is a digital copy of a book that was prcscrvod for gcncrations on library shclvcs bcforc it was carcfully scannod by Google as pan of a projcct 

to make the world's books discoverablc onlinc. 

It has survived long enough for the copyright to expire and the book to enter the public domain. A public domain book is one that was never subject 

to copyright or whose legal copyright term has expired. Whether a book is in the public domain may vary country to country. Public domain books 

are our gateways to the past, representing a wealth of history, culture and knowledge that's often difficult to discover. 

Marks, notations and other maiginalia present in the original volume will appear in this file - a reminder of this book's long journcy from the 

publisher to a library and finally to you. 

Usage guidelines 

Google is proud to partner with libraries to digitize public domain materials and make them widely accessible. Public domain books belong to the 
public and we are merely their custodians. Nevertheless, this work is expensive, so in order to keep providing this resource, we have taken steps to 
prcvcnt abuse by commcrcial parties, including placing technical restrictions on automatcd qucrying. 
We also ask that you: 

+ Make non-commercial use of the files We designed Google Book Search for use by individuáis, and we request that you use these files for 
personal, non-commercial purposes. 

+ Refrainfivm automated querying Do nol send aulomated queries of any sort to Google's system: If you are conducting research on machine 
translation, optical character recognition or other áreas where access to a laige amount of text is helpful, picase contact us. We encouragc the 
use of public domain materials for these purposes and may be able to help. 

+ A/íJí/iííJí/i íJíírí&Hííon The Google "watermark" you see on each file is essential for informingpcoplcabout this projcct andhclping them find 
additional materials through Google Book Search. Please do not remove it. 

+ Keep it legal Whatever your use, remember that you are lesponsible for ensuring that what you are doing is legal. Do not assume that just 
because we believe a book is in the public domain for users in the United States, that the work is also in the public domain for users in other 
countries. Whether a book is still in copyright varies from country to country, and we can'l offer guidance on whether any speciflc use of 
any speciflc book is allowed. Please do not assume that a book's appearance in Google Book Search means it can be used in any manner 
anywhere in the world. Copyright infringement liabili^ can be quite seveie. 

About Google Book Search 

Google's mission is to organizc the world's information and to make it univcrsally accessible and uscful. Google Book Search hclps rcadcrs 
discover the world's books while helping authors and publishers reach new audiences. You can search through the full icxi of this book on the web 

at jhttp : //books . google . com/| 



Google 



Acerca de este libro 

Esta es una copia digital de un libro que, durante generaciones, se ha conservado en las estanterías de una biblioteca, hasta que Google ha decidido 

cscancarlo como parte de un proyecto que pretende que sea posible descubrir en línea libros de todo el mundo. 

Ha sobrevivido tantos años como para que los derechos de autor hayan expirado y el libro pase a ser de dominio público. El que un libro sea de 

dominio público significa que nunca ha estado protegido por derechos de autor, o bien que el período legal de estos derechos ya ha expirado. Es 

posible que una misma obra sea de dominio público en unos países y, sin embaigo, no lo sea en otros. Los libros de dominio público son nuestras 

puertas hacia el pasado, suponen un patrimonio histórico, cultural y de conocimientos que, a menudo, resulta difícil de descubrir 

Todas las anotaciones, marcas y otras señales en los márgenes que estén presentes en el volumen original aparecerán también en este archivo como 

tesdmonio del laigo viaje que el libro ha recorrido desde el editor hasta la biblioteca y, finalmente, hasta usted. 

Normas de uso 

Google se enorgullece de poder colaborar con distintas bibliotecas para digitalizar los materiales de dominio público a fin de hacerlos accesibles 
a todo el mundo. Los libros de dominio público son patrimonio de todos, nosotros somos sus humildes guardianes. No obstante, se trata de un 
trabajo caro. Por este motivo, y para poder ofrecer este recurso, hemos tomado medidas para evitar que se produzca un abuso por parte de terceros 
con fines comerciales, y hemos incluido restricciones técnicas sobre las solicitudes automatizadas. 
Asimismo, le pedimos que: 

+ Haga un uso exclusivamente no comercial de estos archivos Hemos diseñado la Búsqueda de libros de Google para el uso de particulares; 
como tal, le pedimos que utilice estos archivos con fines personales, y no comerciales. 

+ No envíe solicitudes automatizadas Por favor, no envíe solicitudes automatizadas de ningún tipo al sistema de Google. Si está llevando a 
cabo una investigación sobre traducción automática, reconocimiento óptico de caracteres u otros campos para los que resulte útil disfrutar 
de acceso a una gran cantidad de texto, por favor, envíenos un mensaje. Fomentamos el uso de materiales de dominio público con estos 
propósitos y seguro que podremos ayudarle. 

+ Conserve la atribución La filigrana de Google que verá en todos los archivos es fundamental para informar a los usuarios sobre este proyecto 
y ayudarles a encontrar materiales adicionales en la Búsqueda de libros de Google. Por favor, no la elimine. 

+ Manténgase siempre dentro de la legalidad Sea cual sea el uso que haga de estos materiales, recuerde que es responsable de asegurarse de 
que todo lo que hace es legal. No dé por sentado que, por el hecho de que una obra se considere de dominio público para los usuarios de 
los Estados Unidos, lo será también para los usuarios de otros países. La l^islación sobre derechos de autor varía de un país a otro, y no 
podemos facilitar información sobre si está permitido un uso específico de algún libro. Por favor, no suponga que la aparición de un libro en 
nuestro programa significa que se puede utilizar de igual manera en todo el mundo. La responsabilidad ante la infracción de los derechos de 
autor puede ser muy grave. 

Acerca de la Búsqueda de libros de Google 



El objetivo de Google consiste en organizar información procedente de todo el mundo y hacerla accesible y útil de forma universal. El programa de 
Búsqueda de libros de Google ayuda a los lectores a descubrir los libros de todo el mundo a la vez que ayuda a autores y editores a llegar a nuevas 
audiencias. Podrá realizar búsquedas en el texto completo de este libro en la web, en la página |http://books .google .comí 



TRATADO 



DERECHO INTERNACIONAL PUBLICO 




>. — Madrid: 1894. 



DIVISIÓN PRIMERA, LIBRO I 

SECCIÓN SEGUNDA 

DE LOS DEBERES INTERNACIONALES DE LOS ESTADOS 

&&I. Oltjata de esta Mcc¡ún.--An9. Divíaióo de lamiami. 

&&1* Expueetoa ya loe derechos fundamentales de los Ewta- 
iví que viven en la sociedad internacional, me propongo exponer 
<■•.) la presente sección loa deberes de los mismos. 

He dicho repetidas veces que el deber ea condición del dere- 
■ iin; de aqui que la doctrina de los dereclioB no podría ir separada 
'!t: la de los deberes sin que esto produjera una confusión peligto- 
-iíima. 

Sin el equilibrio de todas las fuerzan, no sería posible la socie- 
■há de loB iadividuos ni la de los Estados, y aquél no podría con- 
íf-guirse sin mantener una cierta proporción entre las acciones y 
\a¡- abstenciones. En la vida social están Intimamente ligadas to- 
'las las funciones. Cada cual tiene la facultad de exigir; pero á 
'Miidición de dar á los demás lo que les es debido. Sin esto queda- 
ría destmido el organismo que resulta de las relaciones entre líis 
¡icrsonas que viven en sociedad. Se ve, pue.s, claramente que es 
Qi!a regla inmutable de derecho la que admite que cada Estado 
Ijiiede ejercitar los que le eorrespoiideu, sin otra condición que la 
'le no lesionar los que son idénticos ó análogos á los suyos. Por 
'Consiguiente, el ejercicio de los derechos no puede separarse del 
'iiraptimiento de los deberes (1\ 

;i) iTodo derecho, dice Ahrkns, tiene sus Hmites en loa derechos atiá 
lugos de loa demás miembros de una sociedad.! Coms de droit nalwrel, 
rMg. 296 (edic. de 1844}. 



CAPITULO I 



Del deber de no Interveneldn y ^^^ ^^ Inter^rención* 



553. Bl deber de no intervención da origen á muehas dispuUs.— 5ft4* Defíni- 
ción de la intervención según los publicistas italianos.— ftftft* Nuestra opinión. 
— &S^tt. Es distinta de la mediación. ^AAV. Algunos consideran como absolu- 
to el deber de no intervención.— ft&S. Otros hacen muchas excepciones.— &&•• 
ííucstras observaciones.— ft^O. Estúdianse mejor los argumentos.- ftSl. Má- 
xima generaL — &lt/9* Los actos arbitrarios no son derechos de soberanía inter- 
na.— ftItS* Ejemplos.— 504. Regla.— 5S5« Aplicaciones. Excepciones al de- 
recho de no intervención según Phillimore.— &••• Heffter.— i^Sf . Rossi.— 
5#9. Chateaubriand.- JMI9. Arntz.— 570. Observaciones críticas.— 5TI. Se 
confirma de nuevo que el asunto se ha estudiado mejor.— &T/i* Se prueba con 
ejemplos la contradicción de la teoría contraria.— ftlí3« No era otro el pensa- 
miento de las potencias aliadas.- ftY4« Máximas generales.— 5'fA. Si el ser 
autorizada por el Estado-puede hacer licítala intervención.— ftlH. Si los trata- 
dos concordados pueden legitimar la intervención.— ftllí. Son contrarios los 
precedentes históricos. — AIS. Teoría inglesa del Ministerio Kanning. — 
^t^m Observaciones.— 580. Si es lícito intervenir para apaciguar la guerra 
civil — 5M« Conclusiones.— 59tt« Cuándo podrá ser lícita la intervención. — 
5S3« Máximas generales.— &S4« Se confirma la teoría con la autoridad de 
Cobden, — dSd» Teoría de Grocio sobre el derecho de castigar las infracciones 
del derecho natural.— *»•• Opinión de Vattel.— 5df . Nuestra opinión.— 588. 
El derecho internacional debería estar bajo la garantía colectiva de los Estados 
civilizados. — 589. Máximas generales para arreglar la intervención colectiva. 
590. Aplicaciones.— 591. Casos en que podría ser lícito intervenir por viola- 
ción del derecho internacional en el interior del Estado.— 5©^. Conclusiones.- 
593* De la intervención para poner á salvo los intereses católicos.— 5S4. So- 
fismas de aquellos que querrían aplicar á estas cuestiones principios especiales. 
—595. Nuestras observaciones. 



El complemento necesario del derecho de autonomía 
y de independencia de cada Estado es el deber que tienen todos 
los demás de no ingerirse directa ni indirectamente en los asun- 
tos particulares del mismo. 

Este deber es reconocido generalmente por todos; pero en la 
práctica surgen varias dudas: 



ó Gobierno á variar de conducta política, á cambiar las institucio- 
uee propias, á desistir de una revolución; i>or último, á vincular 
toda tendencia natural al progreso: es, en resumen, el ataque & la 
autonomía nacional» (1), 

Carnazza-Amari sigue este mismo criterio: «Intervenir, según el 
derecho internacional, es ingerirse en loa asuntos políticos inte- 
riores de un Estado extranjero. La intervención implica el empleo 
de la fuerza para hacer que prevalezca una voluntad extraña á la 
de la nación. Por consecuencia de este acto sustituye la soberanía 
extraña á la del Estado indígena, y decide á su antojo de los des- 
tintffi de la nación en donde la intervención se verifica» (2). 

Conformes con esta opinión están Gasanova, Sandoná y Ferré - 
ro-Gola (8). 

S&ft. Entiendo que el carácter jurídico de la intervención no 
puede depender del motivo ni del fin del mismo, como oportuna- 
mente hace notar Holzendorff (4). 

El motivo de la ingerencia puede evaluarse bajo el punto de 
vista de su legitimidad y de su excusabilidad; pero el significado 
jurídico de la palabra intervención denota en derecho internacional 
la ingerencia de uno ó más Estados en loa asuntos de otro ó de 
otros Estados (5). 

(1) PiBRunoni, Sforia degli studii del diritto internazionale in Italia, pá- 
gina 245 (quinta época), 

(2) En la Revue de droit inteniational, tSio 1873, pág. 363. 

(3) VéaDse bus obras: Leiioni di diritto internaiionalf, lee. V, y las 
notas de Bavaii — Trattato di dtritfo internazionale moderno, tomo I, p^i- 
na 85; Elemenii di diritto internazionale. 

(4) Mernte de droit itUertiational, afio 1870, pág. 103. 

(5) Coní.VBiu.ivoaK,lntemationaiLaK, tomo I, §39 y sigte,— HErt-rE», 
Derecho ifUemacional. § 45. — Sldntschli, Derecho internacional en forma 
de Código, % iSl y aigaieatee.—CAhvo, Derecho intemaáonal, § 92 y si- 



gan á convertir aqnéllas ea regla general; otros admiten un nú- 
mero de motivos más ó'menos limitado, pero con miras completn- 
mente divereas y á veces opuestas y contradictorias. 

SKB. En mi sentir, no se han establecido aún exactamente 
los términos de la cuestión de un modo científico, atendido que 
el juicio recto y sereno es turbado muchas veces por justas apren- 
siones, hasta el punto que, admitiendo algunas excepciones al 
axioma óprincipiode no intervención, es difícil evitar el abuso y 
dejar de comprometer la completa independencia y autonomía de 
los Estados. 

Es verdad que, si se atiende á la historia política de Europa, 
hay razón para decir que no ha ganado nada la humanidad con 
las intervenciones armadas; pero los publicistas contemporáneos, 
con la idea de asegurar el celoso respeto y la religiosa observancia 
de la libertad de los pueblos, han caido en el extremo opuesto, 
elevando á axioma científico la política egoísta, enseñando que Io& 
Estados deben vivir absolutamente indiferentes los unos respecto 
de loa otros, y hacer el papel de espectadores que no se cuidan de 
lo que suceder pueda, sino cuando están seria y directamente 
amenazados BUS intereses. 

&BO. No puede negarse que, aunque extensamente discutida 
en cada caso particular, no ha llegado A. concretarse aún la materia 
en los supremos cánones científicos aplicables con seguridad á to- 
dos los casos {2). 

(1) Principes de droit piiblic, segunda parte, pág. 14. 

(2) Dice Eiii.ii'-Jabijubmtns: «La materia del derecho de intervención 
es una de las más graves, 8Í es que no la máa grave de todo el derecha in- 
ternacional, porque toca Á la vez á lo que podría llamar loa polos de la so- 
ciedad de las nacioncB: por una parte á la independencia esencial de los 



&0 1 . Nadie pone en duda que pertenezca al Estado el pleuo 
goce de los derechos de soberanía, ni que sólo á él correBponda el 
proveer con libertad completa á en organización política, civil j' 
religiosa. Debe admitirse ad'emás como miixima indiscutible, 
i^ue es un deber que no eiifre excepción algnna el de no entrome- 
terse en los asuntos interiores de otro pais, el de no discutir ni 
combatir BUS inBtituciones políticas con ningún fin ni bajo pre- 
texto alguno. 

Puede, pues, considerarse como regla cierta la siguientei 
a) Cada Estado tiene el deber pleno y absoluto de no ingerirse 
en lo que concierne á los asuntos constitucionales de otro pala 
ni al ejercicio de ios derechos de soberanía interno. 

&OC Esta misma regla podría dar, sin embargo, lugar á 
equivocaciones si no se determina bien lo que debe entenderse por 
derecho de soberanía interna. Si se partiese del erróneo concepto 
de que todo lo que el príncipe haga en el interior del Estado con 
un poder arbitrario, se debe considerar como un derecho de !a re- 
ferida soberanía, yse quisiera elevar á máxima, que á todo aquello 
que un soberano haga en su propio país deben permanecer los de- 
más indiferentes, se establecería un principio contrario á los dere- 
chos de humanidad y á las leyes supremas de la asociación de los 
Estados. Sin entrar aquí en argumentos de derecho constitucional, 
me limito á recordar que á la soberanía pertenece el poder supre- 
mo, no el poder absoluto, y que sobre la autoridad del príncipe se 
halla la autoridad de Ir ley natural. 

9S3. Si se admitiese que en el caso de que las pasiones ó el 
furor de las contiendas civiles obcecase la mente y el ánimo del 
soberano, y lo condujese á cometer toda clase de maldades, como 

IDst^os, por otra á su BoliJaridaJ.» Rcviie de droít intern., 1876, piíg. 7Tfi 
V aigaieatea. 
I (I) Droit intírn., % 3», pág. 1B8 (2." eUiüióii). 



ae consiaeraree como una cuesiion ae aerecoo conEuiucionai y un 
ejercicio de los derechos de sol)eranía, con arreglo á loe principios 
del derecho común y del derecho natural internacional. 

Diré en seguiíla cómo se debía proceder para prevenir las apli- 
cacioneB de esta regla. Rs fácil comprender que estando fundado 
en el derecho puede ponerse la limitación hecha por mí como base 
de un sistema jurídico, al paso que entiendo no podrá decirse lo 
mismo de las excepciones que algunos respetables publicistas 
querrían hacer a! deber absoluto de no intervención, porque en 
vez de evitar la mala inteligencia no hacen más que aumentarla. 

SO&. Phillimore, por ejemplo, sostiene: cque puede ser licito 
intervenir por razón de la propia defensa, cuando las instituciones 
interiores de un Estado sean ini-ompaübles con la paz y la seguridad 
de los otros» (1). 

¿Quién no comprende que esta máxima es de interpreta- 
ción dudosa, y que prestándose al equívoco abre fácil acceso al 
abuso? 

&00. Aun más errónea es la regla que establece Heffter cuan- 
do dice: aPuede apelarse á las medidas de intervención cuando los 
cambios interiores ocurridos en un Estado sean de tal naturaleza 
que puedan perjudicar loe legítimos derechos del Estado vecino. 
Cuando, por ejemplo, los cambios den por resultado despojar á 
un soberano extranjero de sus derechos de sucesión eventuales ó 



(I) International Law, t. I, § 393. Eb casi la miema regla que establece 
GuizoT: 'Ningún Estada tiene derecho á intervenir en la Bitusción ni en el 
Gobierno interior de otro Estado, sino cuando el interés de su propia se- 
guridad haga que esta intervención sea indispeneable.— ilfetnoires jjour 
servir á Vhistoire de mon temps,, t. IV, págs. 4 y 5. 



miento y extensión este argumento. 

Una de las coaaa que interesa establecer bien es la de que, refi- 
riéndose á la ofensa, á la amenaza, á la violación por parte de un 
Efitado que modifica eos instituciones políticas, se entendía antee 
que ae trataba sobre el ataque directo é inmediato á loe derechos 
de un tercero d !a paz, á la seguridad y á los intereses del vecinOf 
ó bien á la acción indirecta y mediata que podía ser efecto de los 
hechos rea!izad(« en el interior de un Estado. No se hizo, sin em- 
bargo, esta difjtinción, que no es de poca importancia, en una 
cuestión tan grave. 

¡ni*. Supongamos el caso en que un Estado, al variar sus 
instituciones interiores, viole los derechos de un tercero, y como 
esto no podría suceder sin acción externa, debe reconocerse en- 
tonces llegado el caso de la legítima defensa y de la guerra, y no 
debe denominarse intervención. Nótese bien que la diferencia no 
es cosa de poca monta; la intervención individual entre dos par- 
tidos de un pueblo, ó entre dos pueblos, es siempre, como demos- 
traré inmediatamente, una ingerencia sin derecho legal, y puede 
dar origen por parte de loa otros Estados, al derecho de oponerse 
ó de destruir los malos efectos ciertos é inmediatos que aquella 
hubiese causado, mientras que la guerra defensiva, siendo un de- 
recho legítimo de los Estados, como en su lugar veremos, cuando 
llegue el caso de-»pelar á las armas para la propia defensa, c 
rán aplicarse á este hecho las reglas que estableceremos acerca del 
derechode declarar la guerra y no las referentes al caso de inter^ 
vención. 

Si se concediese que debía ser suficiente motivo de interven- 
ción el ser incompatible con la paz y la seguridad de un Estado e] 
orden social y las instituciones civiles de otro pueblo, deberla ad- 



c jiara iiiipeuir la l-uiisluuiíioii ubi iiiipenij ger- 
mánico, BÍeado asi que las aspiraciones ¿ la patria alemana, cau- 
íiíib&n un daño mediato, excitando en lae provincias alemanas que 
íniiiella poseía, el sentimiento de unirse á dicho imperio; y aun 
Austria habría tenido un derecho legitimo á intervenir para im- 
pedir la constitución del reino de Italia, siendo asi que no había 
de tener, como no ha tenido en efecto, paz ni seguridad haeta que 
las proviociaB italianas que poseía, se han unido al mencionado 
rtino. 

KVa. ¿Qué otra cosa querían las potencias aliadas el 20 de 
Soviembre de 1815, sino sentar como regla que se tenia derecho 
a intervenir para atender d la í<eguridad y á la paz, y para defen- 
der lo que ellos llamaban los legítimos derechos de las casas rei- 
nantes? (1). 

Cuando en Troppau se decidió intervenir en Ñapóles para 
eciiar abajo la Constitución del 6 de Julio de 1820, se dijo que es- 
to era necesario para apaciguar la revolución triunfante, que ha- 
bía obligado por fuerza al rey á sancionar aquella Constitución 
que Austria consideraba como una amenaza á sus intereses. He 
aqui to que en aquella ocasión escribía el conde de Nesselrode par- 
ticipando al rey de Kápoles las deliberaciones de las potencias 
aliadas: «La revolución de Ñapóles tiene un carácter demasiado 
alarmante para no llamar la atención de los soberanos. Estos de- 
l>en tomar sus medidas con arreglo á los males con que esta revo- 
lución amenaza los Estados vecinos* (2). 

(I) Acerca de las particulandailes históricas de las intervenciones sr- 
uadas. véase Cauto, ob. cit-, § 93, t. I, l¡b. III. — Lawkbnck, Comment., 
i. n, pág. 191 á 471.— Whbíton, Hntoria. 

(3) Anuario ds ambo» mttndoe, 1820, S&2. 

Es digno de mención el hecho de qtie la conferencia reunida en Trop- 
pau delibenwe sobre la ocnpacíón armada del territorio napolitano para 
i«priiiiir aquella que eltoa llamaban rebelión, y que impusiese bus deciaio- 
nei al mismo re; de Ñapóles. Su Ministro fué invitado por Metternich á 
lí conferencia, pero con el único objeto de que comunicaae al rey las de- 
(jsionefl de loa soberanos aliados, no para diacutir. Obrando de este modo 
u^ban afirmar que «la ocupación armada no seria otra cosa más que una 
medida transitoria, ni podía en manera alguna inferir ataque alguno á la 



EBta es tambiéa la opinión de HeEfter, el cuai dice: «Una iu- 
terrenciÓD propiamente dicha, por la que una potencia bb mezcla 
como parte principal en los aBuntos interiores de constitución ó 
de gobierno de un Estado independiente, no puede justificarse si- 
no en el caso siguiente: 

Cuando la intervención se verifica con el couEcntimiento for- 
mal de dicho Estado» (2). 

Beta excepción entiendo que no debe admitirse. 

Cuando en el interior de un Eiítado pe agita una lucha entre un 
¡>artido y el poder constituido, si éste, cuando fuese ya impotente 
para dominar la revolución tuviese derecho á invocar el apoyo de 
las armas extranjeras, ¿á qué quedarla reducida la autonomía in- 
terior de las asociaciones políticas? ¿Podría decirse que, si el par- 
tido de loa separatistas en América, hubiese tomado mayores pro- 
porciones, habrían podido los Estados Unidos aumentar bus fuerzas 
para sujetarlo pidiendo una intervención por parte de las naeionoB 
extranjeras, ó que Inglaterra habría tenido derecho á llamar en 
su auxilio los ejércitos extranjeros para cambiar el éxito de la 
suerra contra sus colonias americanas, cuando éstas luchaban pa- 
ra conquistar su independencia? 

Debo hacer aquí la advertencia de que Bluntachli completa la 
regla 475 con la del § 476 (3). Pero si se considera que el poder 
constituido es aquel que representa al Estado durante la guerra 
civil ó la. anarquía; si se confrontan las reglas fíjadas por el emi- 
nente piibliciata en los artículos 19, 24 y 63 de su Código, se verá 



(i) Dr. int. Codif., § 475. 

(2) J?r. int., g 46, p^. 98. 

(8) Cuando un Gobierno amenazado pide á una potencia extranjera 
'¡»e intervenga, depende la validez de ese llamamiento de saber ai el Go- 
bierao en cuestión debe ser considerado como el órgano y representante 
<3d Estado . 

Derecho int. püUico.— Tono II. 2 



del Estado manifiesten eolemnemente au simpatía por ano ó por otro de 
loa combatientes. Así, pues, está juzgada la deliberación de la Cámara de 
representantes de Washington votada en 5 de Abril de 1868 para ma- 
nifestar las HÍmpatlaa del pueblo de los EstadoK Unidos hacia los patrióti- 
cos esfuerzos de loa iusurrectoa cubanos. Aceptando aquella Asamblea la 
niocióu de Enrique Cía;, la votó en loa términos aiguientea: <E1 pueblo de 
los Estados Unidos slmpaliza con el pueblo cubano en los patrióticos es- 
fuerzos que hace para asegurar su independencia ; establecer la forma de 
gobierno republicano que garantice la libertad individual y la igualdad 
política de todos los ciudadanos, y el Congreso concederá su concnreo 
ronstitucional al Presidente de los Estados Unidoa cuando éste juzgue 
oportuno reconocer la independencia y laa'>beranía de dicbo Gobierno re- 
publicano.' Talee actos deben considerarse como una verdadera interven- 
ción moral y son censurables. 
(2) £h: ¡ni., § 45, pág. 96. 



nntemacloDale», como de«pué» demoílraremos (3). 

'!l'"ii°""'°''°''"°'"''*°'"' '" Woloria no faltan ejem- 
;.*ae ello, y no es neceeario renaontamoe mas allá de este sislo 
n encontrarlos. Anstria fundaba sn derecho de ingerirse en los 
■:ml<» de Ñapóles, j obligaba .1 mismo rey í no hacer innova. 
...BS constitucionales inconciliables con los principios adoptado» 
-■■!« majestad imperial para el gobierno de las provincias ita- 
-». sujeta, i éste, aduciendo en apoyo de sn. pretensiones un 
ando hecho con el rey de Mpoles en 18 de Julio de 1815, para 
.=mlirse reciprocamente la integridad de bub Estados respec 
■¡^'» (4). '^ 

5M. Mas. en honor de la verdad, «e encuentran precedente» 
i. •mt.ío contrario en la historia del gobierno inglés, y es lamen- 
. <í que el eminente publicista Phillimore haya querido eslable- 
■iespué, una teoría contraria á las tradiciones liberales de m 
i Cuando Portugal hizo repetidas instancias al Gobierno inglés 
■a que se le garantijaso su constitución política á finos de 1822 
11» (oncluir un tratado de garantía con este objeto Mr Can- 
>«, que era entonces Ministro, respondió á nombre del Gobier- 
-: -a Inglaterra hubieee tenido empeño en garontáar las insti. 

1) MZaw. §399. tomo I, pAg. 474. 
-', Conf, FiEtD, Int. Ood., <j 961 

,^5S!r,^sr:i'!;s^TSd:tSr^r£Ef 



derechos de la aiitonomía. y que no basta para justificar tan grave- 
ofensa disfrazar la cosa con los eentimientos de humanidad. 

Mientras la lucha continúe en el interior del Estado y los iino^ 
combatan contra los otros respetando las leyes de la guerra, roí* 
más órnenos larga la lucha, ningún Estado tiene derecho á inter- 
ponerse con las armas para Bostener á uno ú otro partido, ni lo 
tendrían tampoco aquellos Estados que se creyeran perjudicado.s 
por hallarse interrumpido el comercio y ser poco seguro el tráfico- 
Tal estado de cosas había de sugerir necesariamente á uno ó máí- 
Estados la idea de emplear toda clase de medios y de buenos ofi- 
cios para aplacar las sanguinarias iras é interponer pacíficos rae- 
diadores entre los hijos de la misma patria; pero el interponerse 
como arbitros armados y traerlos al orden con la fuerza de las ar- 
mas, no es seguramente lícito, si se quiere respetar la libertad y 
la independencia de los pueblos (2). ' 

(1) An. RegUter, 1821, pág. 210; 1822, pág. 266.— Stapletoh, Politic/d 
Ufe of M. Cankino, tomo I, pág. 435.— Lavrllé, Canning, sti vida y gu doe 

(2) Con motivo de la insurrección <te Orecis adoptó el Senado americano 
la siguiente declaración propuesta por ^umner en Julio de 1868: <La reü ■ 
gión, ta civilización y la tiumgnidad, exigen que la lucha que actualmente 
fioatiene Grecia terniine, y que para obtener eate resultado debe unirse el 
mundo civilizado parn influir amistosamente aobre el Gobierno turco. > r 



No seria poeible la sociedad de los individuos si no fuesen res- 
{«tados y observados la ley y el derecho, reparadas las ofensas y 
lestablecida la antoridad de Ins leyes. Asi se jiistiiica el poder 
coercitiTO que pertenece á la soberanía; todo se resume en la tu- 
tela del derecho. 

Ni aun la sociedad de los Estado» podria existir sin la obser- 
vancia de la ley y del derecho internacional. Entiendo que látate- 
la jurídica de éste sólo podrá realizarse colocándolo bajo la garan- 
íi<i colectiva de lodos los Estados que viven en Fociedad. E^tos 
tienen interés en que el derecho internacional no sea violado, y 
ileben tener, por tanto, el poder de restaurar su autoridad, caso 
■ le que fuese desconocida. 

La intervención sólo puede ser legítima cuando tenga por funda- 
iiiento la tutela jurídica. Entiendo que, así como sin la escrupulosa 
observancia del deber de no intervención en los asuntos interiores 
iJe los Estados, según antes hemos establecido, no podria conce- 
birse la autonomía, así sin el deber moral de la intervención colec- 
liía para reprimir las violaciones del derecho de gentes, faltaría la 
I4ela jurídica en la sociedad internacional, y asi estaría menos 
-eguro el orden y la sociedad misma. 

5S3> Reconozco que para organizar un sistema que quitase 
iodo pretexto á, la arbitrariedad y que pudiera conseguir asegurar 
d respeto á la ley, convendría estudiar el argumento propuesto 
'■(in mucha más extensión. Me limitaré, pues, á establecer algu- 
nas reglas á las que me parece menos difícil acomodarse. 

a) La violación de un principio aceptado por el común consen- 
timiento como regla positiva del derecho internacional, puede le- 
'--itiiiiar la intervención colectiva de todos los Estados que convi- 
itieron en establecer dieha regla. 

eeráo nunca bastante alabadas las hnmanltariaa iniciativas como esla, 
-|iic debería «er imitada y practicada. 



laB poienciae ejgnaianae, y poara iegiuinar ta iDLerreticion si nch 
66 ciimple todo lo prometido. 

Esta regla podrá aplicaree pata legitimat la intervención en 
Turquia, si habiendo contraído aquel Gobierno la obligación de 
realizar ciertas reformas y mejorar el sistema general de adminis- 
tración y de gobierno, no cumple sue comproraisos (1). Lo mismo 
sucedería si no fuese respetada la neutralidad de Lnsemburgo, 
establecida por el tratado de Jjondrea el H de Mayo de 1867, y en 
otros casos semejantes. 

KS4. Los principios establecidos en las dos reglas anterioreí?.. 
se hallan confirmados por la autoridad de Ricardo Cobden, el 
cual ha llegado á la misma consecuencia, esto es, que para obte- 
ner una panción seria del derecho internacional, deberá estable- 
cerse en lo sucesivo como regla que un Estado que violase una ley 
atraería contra ai el poder coaligado de todos los Gobiernos aeocia- 
dos. He aquí cómo se expresaba defendiendo las reglas estableci- 
das en la declaración de Paria de 1856, relativas á los principios 
del libre cambio: 

«Nosotros tenemos la garantía de que serán respetadas las re- 
glas de derecho público que defendemos: no se consideran éstas 
como un tratado entre dos potencias, sino como leyes fundanienla- 
les que regulan las relaciones de los pueblos y quo tienen ya el 
asentimiento de la mayoría, si es que no de todas las potencias 
marítimas del mundo. 



(1) Conf. Martbns, Rev. de Dr. tnt.. 1877, pág. 63 y Rolih-Jagqdehyks, 
ibid., 1876, pág. 327. El derecho reciproco de intervención por parte de los 
signatarioB de un traUdo, á fin de obligar á las otras partes á observar lo 
estipulado, fuá defendido por Inglaterra y por Francia en las negociado 
nes relativas á los tratados de Viena. Austria, Prusia y Rusia no quisieron 
reconocerlo cuando se trató de loe asuntos de Cracovia, y esta riltima se 
negó Á reconocer la máxima cuando se trata de la cuestión de Polonia. En 
nuestros dias está ya consagrado el principio con la declaración de la con- 
ferencia de Londres en 1871. 



para defender el derecho mismo. 

Grocio decía que debía coDsideraree, no sólo como licito, sino 
como un deber, el castigar laa violaciones del derecho natural: 
sciendnm quoqiie est reges, et qui regihusjus oblinent, jus habere poenas 
poscendi, non (tinlttm ob injurias ín se auts subditos suos conanisas, sed 
et oh eos quae ipsos peatliariter non tangimi, sed in quihisvis persojiis 
jtis naturae aut geniium immaniier viotanl (2), y además admite que 
«8 un justo motivo para hacer la guerra, el de castigar las ofensas 
inferidas á la ley natural; bellutn punitivum (3). 

&SS. Vattel establece con man claridad este principio funda- 
mental: «Todas las naciones tienen derecho de emplear la fuerza 
contra aquellos que violen abiertamente las leyes de la sociedad 
que la naturaleza ha establecido entre ellas, ó que ataquen direc- 
tamente el bien y la salud de la sociedad misma (4). De estas má- 
ximas deduce después: «SÍ hubiere, pues, en cualquier parte una 
nación inquieta y malvada, siempre dispuesta á perjudicar á las 
otras, á suscitarles obstáculos y trastornos interiores, no hay duda 
que todos tienen derecho á unirse para castigarla y aun para re- 
ducirla á la impotencia para causar perjuicios» (5). Aplica en 
seguida la misma másima para fundar sobre ella el derecho íiue 
tienen todas las naciones contra aquella que abiertamente ofende 
la justicia: «Apliquemos á las injusticias todo lo que hemos dicho 
anteriorniente de una nación malhechora. Si hubiese una que hi- 
ciera abiertamente profesión de hollar los principios de la justi- 
cia, despreciando y violando los derechos de loa demás siempre 
ijue tuviese ocasión para ello, el interés de la sociedad humana 
autorizaría á loa demás á unirse para reprimirla y castigarlas (fi). 

(I) Discursos de Cobden, t. 11, ] 
Í31 De ■¡■ure pacis et belii, lib. I 



(I) Discursos de Cobden, t. 11, pág. 300. 
[3) De jure pacis et beili, lib. II, cap. XX, § 40. 
(3) Zbid., cap. XXV, S 40. 
a\ Prelitn-, § 22, Dr. de gent. 
5 ibid., Hb. II,CBp.IV,§53. 
(6) Mero id., cap. V, § 70. 



nión , en establecer con certeza y precisión las reglas para la tutela 
jurídica del derecho internacional. Ee, en efecto, indudable, que 
no pudíendo suponerse sociedad sin ley, la observancia de las le- 
yes naturales de la sociedad de los Estados os cosa de tanto inte- 
rés para la tranquilidad de todos, que si fuese licito por una parte 
violarlas impunemente, y hubiese por otra la obligación de per- 
manecer indiferentes sin derecho á impedirlo, no podría subeistir 
la sociedad de los Estados. 

SSS* Es indispensable una sanción seria y eficaz del derecho 
internacional, si se quiere que la ley ocupe el puesto de la arbi- 
trariedad, y que la mejor razón no sea la del más fuerte; pero no 
hallo, en verdad, una sanción más segura ni más sólida que la de 
la intervención colectiva de todos los Estados que viven en socie- 
dad de hecho, á condición de que la intervención no tenga otro fin 
que el de impedir las violaciones del derecho internacional, que 
es la base de la seguridad y de la tranquilidad de todos. 

Lo que conviene establecer es que, así como el supuesto motivo 
legitimo de intervención se deriva del deber que incumbe á Jas 
asociaciones de los Estados de observar y hacer respetar el dere- 
cho internacional, no podrá uno de ellos juzgar y sentenciar por 
sí sólo, y justificar después la intervención, pretexjando que se ha- 
bía cometido una ofensa real contra el derecho internacional. Sólo 
á los Estados asociados puede competir este derecho, y debe con- 
siderarse como cierto que la única garantía sólida y exenta de pe- 
ligros, será la garanda colectiva de los Estados que viven en socie- 
dad de hecho.. 

Nada obsta, sin embargo, que, cuando los Estados asociados 
hayan reconocido en ciertos hechos el carácter general de atentado 
al derecho de gentes, y adoptado primeramente todos los medios 
para restablecer el orden , pudiese uno ú otro obtener y ejecutar el 
mandato de vengar la ofensa dentro de los límites previamente 
establecidos y salvo el derecho de los mismos de regularizar las 
condiciones de hecho que pudieran resultar de la intervención. 

SSO. Podrá también decirse que por no ser cierta y segura la 
ley natural de los Estados podría dar lugar á equivocaciones y ar- 



no se nene cieriamenie ei aereeno ae mezciaree en eiia, y bi un 
Estado prestuee auxilio ó tomase parte activa en la lucha se con- 
vertirla en beligerante y aliado, ya lo hubiese hecho porque á ello 
le obligase un tratado, ya porque los antiguos vínculos que le liga- 
ban á uno de loa beligerantes lo indujera á ello, como sucedería 
si Grecia ayudase á las provincias greco- turcas en la guerra por bu 
independencia. 

En todo esto no hay nada que pueda imponer á los demás pue- 
blos la obligación de intervenir para que cese la guerra, Pero si 
concluida ésta quisiera el vencedor conculcar los derechos del ven- 
cido con evidente violación del derecho internacional, como suce- 
dería en el caso de-sujetarlo á obligaciones tan gravosas que equi- 
valiesen á un despojo injmtiñcable, entiendo que el dejar al débil 
en poder del fuerte y sin defensa ni protección; el abrir el campo 
al despojo y á la rapiña, obligando á aceptar las condiciones que 
se le imponen á quien no está en el caso de discutirlas, es contra- 
rio al derecho de los pueblos civilizados. 

Cuando se traspasan ciertos limites, la obligación de la tutela 
jurídica que incumbe á todo.s los Estados que forman sociedad, im- 
pone á los mismos el deber de intervenir é impedir hasta con la 
fuerza que la guerra se convierta en un despojo legalizado entre 
los pueblos civilizados, 

SB!C> Concluyo, por no ser más difuso, estableciendo que de 
cualquier modo que sea atacado el derecho internacional, que es 
la base déla sociedad jurídica de los Estados, con tal de que la 
violación sea reconocida por estos asociados, con la suficiente im- 
portancia para comprometer la seguridad común y el bienestar ge- 



(1) Para reprimirla ¡nHUirección de Cuba, apelaron ItiB autoridades es- 
pañolas á medioH rontrarioB á Iob derechos del hombre y á la justicia in- 
ternacional. Según una proclama del general, conde de Balmaaeda, todo 
individuo mayor de quince afioe que tueae hallado fuera de la casa, podía 
ser fusilado; toda casa sobre que no flotase la bandera blanca, podía ser 
quemada. ¿Quién puede dudar que en estos y otros caeos Bemejantes tienen 
derecho Iob gobiernos de los pueblos civilizados á oponerse con la fuerza 
á que se ultrajen de este modo los derechos de la hainanidad? 



1 ipterniicionai aeoieriin aplicarse ai ro- 
mano de an modo dietinto que á lo6 demáb piiebloa. Los derechos 
del Papa rey lo podían ser en este punto sino los de cualquier otro 
soberano; de donde se deduce, que el Papa no puede pretender ha- 
llarse en distintaB condiciones que cualquier otro principe despo- 
seído por un plebiscito. Sin embargo, la cuestión se ha presenta- 
do bajo un punto de vista singular y excepcional. Se ha. dicho, en 
efecto, que, teniendo el Pontífice necesidad de la más completa 
independencia para el ejercicio de sus más elevadas funciones 
como Jefe de la Iglesia, y por no poderse (y aquí está el sofisma) 
obtener esta independencia sino iisegurándole el poder temporal 
y la soberanía política, seguíase de aqni que todos los Estados que 
debían proveer á la tutela de los intereses católicos, podían inter- 
venir para garantir dicho poder temporal y para reintegrar al Pon- 
tífice en 6US perdidos dominios, á fin de proveer de este modo á 
que conserve la necesaria y completa independencia (1). 

S94. Para dar á este sofisma una base jurídica, seria necesa- 
rio admitir que en las provincias romanas debian considerarse los 
derechos del hombre eonflpcados á favor de la cristiandad; que el 
pueblo romano no debe tener libertad ni derecho á formar su cons- 
titución política como cualquier otro pueblo, sino que debía estar 
siempre, necesaria y totalmente, sometido al dominio del Papa, y 
que todos los Estados podían apelar d la fuerza para tenerlo some- 
tido á dicho dominio, si los ejércitos del Papa reinante no fuesen 
suficientes paia sujetarlo. 



(I) Uno de los documentos más interesantee del parlido católico, que 
habría querido impeler á !ob Gobiernos á intervenir en Roma para resta- 
blecer ai Papa en la posesión de bu soberanía temporal, ee la petición 
presentada por los Ohiíipoe franceses á la Asamblea sobre la necesidad de 
llevar un pronto remedio á la posición en que se encontraba el Pontífice 
por cansa del Gobierno italiano. Otras peticiones referentes al mismo ob- 
jeto ee preeentaron en nonibre de varios pueblos de Francia. Respecto de 
esla petición, ee mantuvo una larga y acalorada discusión, y conviene leer 
sobre todo el diacurao de Thiers y de Dupanloup en el Diario oficial de la 
áepáblica francesa, domingo 23 de Julio de J871. 



i'omo un ser moral en la sociedad civil, en una sociedad comercial 
e induBtrial, y lo debe ser igualmente si se le considera asociado 
I^or grupoe pidíticamente organizados, en relación con otros que 
viveo en la sociedad internacional. De aquí bc deduce que el Esta- 
do debe hallarse también sometido á la ley moral (1). 

Loe Estados deberían, pues, no tenderse afiechanzas, no mode- 
lar stt conducta en una política egoísta é iuteresiida, sino inclinar- 
se á la mutua benevolencia, teniendo en cuenta el ñn último de 
la sociedad, la incesante necesidad de vivir dentro de ésta, y de la 
obligación constante de respetar la ley natural en sus continuas é 
inevitables relaciones: gKaeantMtí aí'ecíío, escribía Cicerón, kanc, 
luam dico soñetaiem conjuntionis humanae munifice et aeque taens, jus- 
ii/ia dicüur (2). 
S99< Paiécenme, pues, oportunas las siguientes reglas: 
a) Todo Estado debe abstenerse de hacer aquello que pueda ser 
contrario al bienestar y á la prosperidad de los demás, aun cuan- 



(1) No se nos ocaltH que la teoría que exponemos parecerá á muchos 
inspirada únicamente en ¡deas huaianitariaa pero poco práctica. Al que se 
lije en ia sitnación de Europa y en laa cuestiones que ta conmueven, pa- 
recerá que se halla muy lejana la época en que ios Gobiernos se ajustarán 
en sus actos á los preceptos de la justicia natural. Y sin embargo, un gran- 
de boQibre de Estado, W as si hoton, expresa aunque en utra forma el mis- 
mo concepto. Al tomar posesión de la Presidencia del Senado americano, 
en 90 de Abril de 1789, decía en el discurso pronunciado con tal motivo: 
• Hay una verdad sólidamente establecida, ; es la de que existe un lazo 
iudisolable entre las puras máaimaa de una política honrada y magnáni- 
ma, y las sólidas recouipensas de la prosperidad y del bienestar de los 
pueblos. > 

Eo otnt ocasión se expresa en estos términos: <Es digno de un pueblo 
ínlto y libre, y por coasigDÍente de un pueblo grande, el dar un ejemplo 
tín BubOme como nuevo, esto es, el de tomar por guía la justicia y la be- 
nevolencia. ¿Quién podrá dudar que seréis recompensados ceutuplicada- 
meatepor los aacrificloa que hagáis obrando de esa manera?» 

(!) De finilrait, V, 23. Conf. Romáonosi, De ios inUrtMB morales. Obras, 
lomo ni, part. 1 -" 



caicas de donde ésta proceda. 

Guando fuese necesario establecer con tal objeto una eet 
E^nitaria de observación ú organizar uoa comisión, deben le 
tadoB conceder A la misma todos los medios que sean compa 
con las leyes locales. Si algún Estado no lo Terificase, podrí 
clararse que faltaba á los deberes de humanidad, no obstant 
no Be hubiese obligado á ello por ningún tratado y que no ti 
mi de'oer jurídico perfecto. 

C03> Las reglas generales que, á mi modo de ver, jm) 
aplicarse, son: 

a) Un Estado no puede obligar á otro & observar los delie: 
humanidad, ni el uno puede considerar la negativa por par 
otro, como hostil ó injuriosa; 

h) La obligación que cada Estado tiene de obrar con arri 
lo qtie la equidad y á la humanidad aconsejan, es una oblig 
moral; 

c) Cuando la negativa á observar un deber de humanida 
reeiese perjudicial á los demás Estados y no se justificase, 
motivar una demostración colectiva para proteger los interés 
muñes. 

fiO'A. Esta reglatendriaunajusta aplicación en caso de q 
Estado se negase arbitrariamente á recibir una Comisión ci< 
ca que se propusiese estudiar sobre el lugar una enfermedad 

podido penetrar en Italia por el ferrocarril A las veinticuatro horas, 
i ncon venientes graviaímOB debían obviarse lo antea posible. 

(1) FiELD, propone las Bigiiieotes reglas; <Toda nación, para la 
¿e la salad pública, pnede imponer ciiarentenas en cualquier punto 
territorio sobre l08 baques del Estado y los particulares que llegu 
otros poertos, y sobre las personas y las propiedades de A bordo, é 
ner en cualquier punto de la frontera cuarentenas sobre personas ; 
piedades antes de entrar. La cuarentena sólo pnede ser impuesta j 
siguientes motivos; fiebre amarilla, cólera, tifus ó fiebre de á bordo. 
he ó cuaJquier enfermedad nueva aun no conocida y de naturaleza 
íiOMypestiJencial.» Articulo8 4n y 418, Intentalianal cwíe. 

Derecho int. público.— Tovo II. 3 



jero (jue einrasu en tu pueriu ue un jiütauíj 

za mayor, no deberán ser considerados como actos de c 

estar el buque sujeto á pagar tasas raaritimas. 

SOS. Cuando un buque extranjero ó enemigo corra peligro 
de naufragar, de encallar, ó de sufrir otra calamidad cualquiera en 
lae aguas territoriales de un Estado, y fuese posible socorrerlo, in- 
cumbe A la autoridad local proveer á esto, y faltaría á los deberes 
de humanidad el Estado cuyas leyes no proveyesen á que los ma- 
rinos que puedan Bucorrer á un buque en peligro, dejen de hacer- 
lo con solicitud (1). 

(1) En la legislación italiana bailamos, respecto de esto, tradiciones 
gloríosas y liberales, á contar desde los tiempos en que florecían laa ciü' 
dadea marítimas eo nuestra patria. 

En el Estado de Pisa, Constituta usía, 1160, se establecía corao una 
verdadera obligación jurídica el deber moral de la asistencia. Homines loei 
ubi naufragium evenerit teneantw ei» qui nanfragium vel síi-acium pasH 
fueñnt praeslare pro eorwn SMCcursw auxilium et favore». — pABOESaus, LoiB 
maritime», tomo lY, pág. 683. 

E,n el estatuto de Rimiai de 1303, se disponía: Statttíum et m-ái- 
namemtian e»l qnod quaeUbel persona terrigena vel fortnsis qvae repe- 
riretur este in portu Araníni citm aliquo ligno, Bive barca armata, »i 
It^iwm ante portum praedietum esset in perieido et periclitaretitr in ma- 
n in tali loco qwod poitel humatte sine perioulo pergotiarwm illarvm qui 
ear» vellet javare, quod Ule vet illi, qui dicta Hgna habent in poríw, rf 
qiiilibet nlliu» qui eet de arte maris debeat iré ad dictmn portum et omni 



,.j=.i;jw.co U.1W urgentes para recoger aichos restos, y cuando se 
rtsente el cónsul, favorecer las operaciones de ealvamento. 
•O*. Cuando ocurra que los propíetarioB de toe objetos que 

■ i-.u naufragado no sean conocidos y que los restos del naufragio 
■-vaD sido arrojados Á la costa ó se hallen en las aguas temtoria- 
>i, incumbe al Estado proteger dicha propiedad, y no apropíár- 
■íla como cosa sin dueño, sino conservarla y custodiarla para dar 
.1 legítimo propietario tiemi>o para poder reclamarla, dando aviso 
i,.r medio de ciertos órganos de publicidad y fijando un tiempo 
■■■nTenienteá quien tenga razón para hacer valer sus derechos (1). 

.-lo qtwpoterinf debeant dictam navem periclüanUm traeré a periculo et 
■u contra fecent non faciendo dieta puniatur arbitrto Potestatts habito , e» 
rtiiadneghgenttam et culpam dehnquetttia (Piuotsaus Low mmittme» 

■ '^"^ V, psg< lia). ' 

La ley italiana en vigor, cuyo teilq damos en el Apéndice esta! lece 
iJiiibién la obligación Jurídica, imponiendo el deber del auxilio ^ de la 
-íBtencia i. los buques nacionales que encuentren una nave entraniera en 
■^!jero de perderse (art. 120, Cdd. mar meri é impone una pt.„a á tos 

■ lipilanea ó patrones de los buques nacionales que no hubiesen prestado 
- aucorro debido á los buques en peligro, en la forma siguiente Art 385 

hl capitán ó patrón de una nave nacional, que pudiendo no hava i res 
'",''?J^-'"'^''",V?^".'*''^' "^'■^ CM'igado con 1- multa le 200 
: 1 .000 liras; podrá, además, suspendérsele en el ejerui lo de sus funcio 
ws por espacio de seis raeaea á un afio.i 

En lo que se refiere alas disposiciones de los Estados Um loa \éme 
I \(.ho, ínter. Cod , notas á los §§ 345 á 64. 

1) Desde la más remota antigüedad se ha onsideraJo como un deber 
■;e JQstida y de humanidad respetar los restos del naufragio. Entre los ro- 
■imhoh era condenado k devolver el cuadruplo de su valor todo el que se 
si.ropiaba un objeto cualquiera de un buque en peligro de naufragar ó que 
Jbia naufragado (libro I, Dig.. De incendio, ruina, naufragio 47 9) Aún 
'SS graves fueron los agregados por Antokino contra los que despojaban 
;. loa náufragos. (Conf. libro IH, g 8,". Dig., De inwmlio.) Estos sabios pre- 
aplos fueron violados después por los emperadores. 

En la Edad Media fueron considerados los restos del naufragio wmo 
■'.s nullius, y el señor de la costa disfrutó el derecho de apropiarse dichos 
-nos; aai ea que Ja codicia de enriquecerse corrompió de tal modo los 
-■w.moB, qne Jos señores de la costa encendían cerca <le los escollos lio- 
-■iiTUS para engañar á los navegantes y hacer naufragar los buques dn- 
.mle la tempeatnd, ó sobornaban á los pilotos, excitándoles á que hiciesen 
.«fragaria nave, repartiendo luego con ellos los restos. 
Las ]eyea de Oleron contienen penas contra este delito execrable. 
.ase Boolea de Oleron, art. 41.— Pardessus, Lois marilimes, tomo I, pá- 



i) La obligación de dar curso á los suplicatorios no puede eer 
ünBÍderada como una obligación jurídica, cuando falte un con- 
genio especial entre los dos Estados, sino como un deber recípi'O- 
< o de asistencia Ínter nació nal; 

e) El magistrado que dirige el suplicatorio no puede imponer 
las formas procesales de su país á los magistrados extranjeros. Ca- 
■i;i magistrado, acepta, pues, con la tácita condición de dar cum- 
.-liniiento de conformidad con la ley de su país, 

,1) En Italia se ha provisto en materia civil por el ftrt. 046 dal Código 
'ie procedimientos, el cual dispone que las sentencias y proveídos délas au- 
iiiridades jadiciftles eitraojeraa que necesiten testimonios, pruebas per¡- 
lates, juramento, interrogatorios y otros actos de instrucción que deban 
'-vncuarse en el reino, son ejecutivos con et aimple decreto del Tribunal 
ie Apelación del lugar en qoe deba precederse á estos actos. 

Si la ejecución es directamente demandada por las partes interesadas, 
?e propone la instancia con recurso al Tribunal superior y se une copia 
raléatics de la aentencia y del auto que ordenó lo que se pide. Si la eje- 
■adóa es exíeída por la misma autoridad judicial extranjera, debe trami- 

'¡n<f por la. vfa diplomática sin necesidad de unir á ella la copia déla 

*-iitenci8 ó el auto. 



anterioree cómo deben proceder loa magistrados. 

Gil. Cuando el acto ínstruc torio fuese exigido para la ins- 
trucción de un proceso penal, podrá surgir la duda de si el deber 
de la cooperación y de la mutua asistencia de los Tribunales ex- 
tranjeros debe sufrir excepciones en ciertos casos. 

Uno de los que da lugar á dudas es cuando sea exigido el auxi- 
lio judicial en un delito político. La naturaleza especial de eetn 
clase de delitos parece que hace á los autores de los raismoe me- 
recedores de alguna protección, por lo que ha prevalecido el uno- 
de excluir de los convenios relativos á la extradición los delitos 
poUticoe, y en la actualidad se considera contrario al deber de los 
Estados civilizados entregar á un procesado por esta clase de de- 
lito. Es, pues, natural que deba considerarse como odioso prestar- 
se directa ó indirectamente á suministrar pruebas contra un acu- 
sado por delito político; y entendemos que, cuando los suplica- 

(1) Por las leyes de algunos Estados se ha dispuesto, en efecto, qiii' 
loe actos ínstructorios no hacen fe en jaicio si las pruebas dadas no se 
conflrtnan por medio del juramento. Por esto es por lo que en Inglaterra 
no son consideradas como decisivas las pruebas testimoniales y periciaifp 

El legislador Italiano, para obviar el inconveniente que en los procedi- 
mientos penfiles no fuesen eficaces en el exterior las disposiciones testi- 
moniales, dispone que los testimonios puedan darse con juramento, cuan 
do esto es necesario, con arreglo á la ley del país de donde viene la reqni 
sitoria. Ajt.Sñi del Código penal. Para loe juicios penales instruidos anie 
los Tribunales italianos no están obligados los testigos á declarar por ju- 
ramento en el periodo de la instrucción escrita (Art. 172, Cod. proc. peit.y. 
pero deben prestar juramento en la declaración en el juicio público. Ar- 
tículo 297. 

(2) Esta regla puede tener aplicación cuando el juramento deba pres 
tarse, según la requisitoria, en una forma no prescrita por la ley local, pe 
ro practicable. Coot. Cas. franc, 16 de Junio de 1868, Joum. áu ^a/., 
69, 93a. — MissÉ, Di: comm.. n. 786.— Lakonvierb, Preuveg, 1. 1, nüm. 422. 
contra BiocHB, Óic. áepf OH., V. o áfefní.— FiORE, Ufectog intemaciorMles (h- 
la» ñenteai-ias eivUee, cap. IX. Da-echo penal internacional, parte 2.", e. XI. 

(3) En loe convenios entre Italia y los Gobiernos extranjeros se ha dail" 
Í3 preferencia á la correspondencia diplomática. Hay, sin embargo, Esta- 
dos en los que está permitida la correspondencia directa; tales son, Sah» 
y Austria respecto de los Estados representados por el Reicharath, Bavie 
ra en los casos de urgencia, y Francia para la notificación de los actos. 



principios generales de la mutua asistencia internacional, ni aun 
con loB tratados. Admitido que la mutua stíistenciu para la inutruc- 
eión de los procesos penales, debe conpiderarse como una obliga- 
ciÓD reciproca fundada en que los Estados se hallan solidariamen- 
te intereeados en la represión de loa delitos, sígnese que la protec- 
ción qne el Estado debe á loa ciudadanos, no ha de servir de obs- 
táculo al cumplimiento de semejante deber. El Eetadodebe prote- 
ger, en electo, al ciudadano, pero no al malhechor, hasta el punto 
'ie inapedir que se haga Justicia, y negarse á suministrar las prue- 
bas á quien tiene derecho á juzgarlo y castigarlo (1). 

eiS* Debe considerarse como fundada en el mismo deber mo- 
ral de mutua asistencia, la obligación que incumbe á los Estados 
de entregar los malhechores á su juez natural á fin de qiie sean 
juzgados y castigados. 

En otro tiempo, por la falsa idea de que los Estados podían 
TÍvir indiferentes los unos á los otros y seguir sin peligro la poli- 
tica del aislamiento y del egoísmo, la entrega de loe malhechores 
fugitivos no fué considerada como obligatoria, excepto el caso de 
i^ue el Bstado se hubiese obligado á ello por medio de un tratado. 
En la actualidad prevalece la doctrina más verdadera, cual es la 
de que un JÍIstado no puede exigir que otro le entregue el malhe- 
chor fugitivo que se ha refugiado en su territorio, sino cuando 
exista un tratado ad koc, y que el Estado en cuyo territorio se 
halle el reo, tiene el deber moral de no poner obstáculo al castigo 
del malhechor y está obligado á entregarlo ó á castigarlo (2). 

(P Véaoe respecto de eete argumento Fiorb, Efectos interttacioiíales de 
lii» sentencias y de los actos, cap. IX, y £>erecko penalinlemadonal, aegnixila 
edición, parte segunda, cap. XI. 

'21 Conf. Ki^ABKE, The Lawof exlraditioti.—GB.mwa y PnADiER-FoDEKÉ, 
(¡Derecha de lapaz y de la guerra, libro II, cap. XXI, % 2.o y i° — Cota- 
f.RrsiAS Practicarum quaestionum, cap XI. — Vattbl,, Derecho de gentes, Ii- 

firo II § 76. Kbnt, Coment., I, pig. 37.— Bdbi.ahaqui, Derecho de gentes, 

parle iv cap. IH. § S.o—Bldntschli, Dfirecfto Íníentaeio!i!iícn(íyíca(ío,§ 305 
vsieuientes. Calvo, obra citada, lib. IX,— Bokífos, De la extrad.,píi- 



helvético, que si habia impedido á Mazzini continuar residiendo 
(11 una localidad tan inmediata á la froatera italiana, ee habla via- 
if obligado á hacerlo, porque no podía permitir que desde el terri- 
torio suizo se turbase la paz de un Estado vecino y amigo con mo- 
vimientos revolucionarios (1). 

SIS. Debeu, pues, los Gobiemoe vigilar reciprocamente para 
impedir que ciertos derechos y ciertos intereses de loa Gobiernos 
ixlranjeros ae ataquen impunemente por suB propios ciudadanos. 
El interés egoísta ha negado, por ejemplo, toda protección para 
impedir que en el propio país se organice el contrabando en per- 
juicio del extranjero, antes bien, no sólo los Gobiernos han consi- 
■lerado como cosa lícita no impedir la violación de las leyes adua- 
neras de otro Estado, sino que los mismos Tribunales han conside- 
rado jurldicara ente eficaces los contratos hechos para hacer el 
c-ootrabando en el extranjero (2). 

•19. Hé aquí cómo juBtifica Pardessua esta costumbre: tE! 
contrabando no es un delito, sino por parte de loa aúbditos en 
L'uanto ataca los derechos del fisco. Los Gobiernos viven bajo este 
aspecto en una especie de hostilidad permanente, y sin favorecer 
abiertamente empresasquetienen por objeto el contrabando ex- 
tranjero, no las proscriben sin embargo» (3). 

ttlS> Maesé intenta demostrar que el Estado debe favore- 
cer el contrabando en el exterior, porque debe facilitar lafl expor- 
taciones y proteger los intereses nacionales: lEn definitiva, dice, 
el contrabando restablece el equilibrio en las relaciones comeroia- 
leí, el cual serla continuamente roto si una nación demasiado es- 

\l) También el Gobierno francés mandó detener á D, Carlos en Lyon 
el 23 de Febrero de 1869, y le hizo scompafiar hasta la frontera. 

;2) V. Cas. franc, 36 Mano y 25 Agosto de 1835, la cual decide que el 
i'onírato para hacer el convenio de contrabando en el exterior, no ea líci- 
10. Sirej-, 1836, 1, 675. Aií,, 30 Agosto 1833. Heffter, nota al § 32 de la 
ol-í. cií. 

[3) Di: Comtnerc.,%\.i^'. 



ter Chitty, que el contrabando es cpotraño á la buena fe, y que loí^ 
Estados que prefieran seguir una conducta honrada más bien que 
la del naezquino interés, deben cooperar recíprocamente para im- 
pedir que Fe violen las leyes aduaneras de los otros Estados, de- 
clarando ilícito cualquier contrato para ejercer el contrabando en 
el exterior (3). 

BSl. Hay quien opina que la necesidad de la mutua asisten- 
cia puede justificar el concederse por reciprocidad, mediante con- 
venios especiales, el derecho de visitar los buqu^ en tiempo de 
paz para reprimir la trata de negros (4). 

Hóse dicho, en efecto, que la bandera- ea prima fade, el eigno 
de la nacionalidad del buque, pero que esta presunción puede ser 
destraída por el abuso de la bandera por parte de los que nave- 
guen en ciertos mares y se propongan hacer un comercio ilícito 
como el de los esclavos. De donde se deduce que dicha presunción 
no puede icopedir que en ciertos mares haya que verificar la na- 
cionalidad efectiva del buque, y que se conceda la reciprocidad, 
mediante convenios especiales, para poder visitar con los buques 
de guerra los mercantes que se hallen en mares determinados (5). 

(1) Dr. Commerc., § 568. 

(2) Comment., lee. 48. 

(3) Coní. PoTHLKft, ^siif,, núm. 68.— Devanóle, Soc. com., t. I, número 
104.— Stobt, Confl. of Law., § 245.— Kames, Oh equity princ, 3, 1. VITI 
§ 1,0— ScHAEFNER, iJCT-.jjfiu., cuín. 8B.— CüiTTY, Comm. and manu/., t. 1, 
pág. SSS.^Mabschal, Jwswr., t. I, 59 á 610.— Fiore, Derecho mtemaeional 
privado, § 286 y siguientes. — Lawhekce, Con»., t. UI, pág. 400. 

(4) Conf. Philuhorb, Int. Laiv, § 224 y sig. — Calvo, Dr. intern., to- 
mo U, § 1.227. 

(5) En nuestro siglo se han concluido VHrioe tratados con este mismo 
objeto, ; 111 endonare ni o B el concluido entre Inglaterra y Portugal en 22 
de Enero de 1815; entre Inglaterra y España 13 de Septiembre de 1817, 
1836; entre Inglaterra y Holanda 4 de Mayo de 181S, 31 de Diciembre de 



reprimir la trata de negros, entiendo yo que, bí se estableciese por 
un tratado el principio de reciprocidad y se determinase sobre qué 
buques podía ejercerse el derecho de visita, y cómo debían cercio- 
rarse de la nacionalidad loe cruceros de una y otra parte, no po- 
ilría decirse que se sacrificaba la independencia de los Estados. 

Ciertamente que era exorbitante la pretensión de Inglaterra, 
que exigía que bub buques de guerra sometiesen á la visita todos 
ios buques mercantes extranjeros que encontrasen, aun cwando 
tueaen cubiertos con el pabellón de un Estado con el que Inglate- 
rra no tuviese tratado que la autorizase A ejercitar por reciproci- 
dad el derecho de visita en tiempo de paz (2). 

Tal pretensión ha dado origen á varias complicaciones, sobre 
todo por parte de los Estados Unidos de América, que protestaron 
contra el pretendido derecho del Gobierno inglés, y obligaron á 
Inglaterra é, renunciar al derecho de someter d la visita á los bu- 
ques americanos. Hasta loa mismos abogados de la corona, con- 
sultados en 1858 por el Gobierno, á consecuencia de un conflicto 
con los Estados Unidos, motivado por la pretensión de Inglaterra 
á ejercer nuevamente el derecho de visita, contestaron que este 



1822 y 5 de Enero de 1823; entre Inglaterra y Suiza 2 de Noviembre de 
1824; entre Inglaterra y Frsncía 30 de Noviembre de 1831, 22 de Marzo 
de 1833, 2fi de Mayo de 1815; entre Austria é Inglaterra, Prusia y Rusia 
2b de Diciembre de 1845, 

(1) HADTErBuiLLE, Br. des nentr., t. III, lib. XI, sec. III, Tanto exage- 
ra ea teoría el escritor citado, que ae expresa en estos términos; «Cual- 
qniera que sea la reprobación moral que á mis ojos lleve consigo la trata 

de negros si desgraciadamente este sacrificio fuese necesario para eon- 

Begnirlo, no vacilaríamos en declarar que era más favorable á toda la es- 
pecie humana faltar á su fin que consentir loa tratados de visita en tiem- 
po de paz.i T. UI, pág. 96. 

(2) Inglaterra sujetó A la visita los buques brasileños sin estar autori- 
zada por loB tratados, y el 8 de Agosto de 1846 condujo ante el Tribunal 
del Almirantazgo inglés dos buqnes braailefios acusados de haber hecho 
el comercio de negros, no obstante las vivas protestas del Brasil por un 
procedimiento contrario á todo principio de derecho internacional. 



asifitencia internacional el establecer, medíante tratados, uq pro- 
cedimiento sobre la base de la estricta reciprocidad para cercio- 
rarse de ]¡\ nacionalidad real de los buquen que naveguen en loe 
mares de África y en los inmediatos á los países en donde se tole- 
ra la esclavitud, y de ei hacen el comercio de esclavos ó cualquier 
otro comercio ¡licito (2). 

G1C&. La mutua asistencia entre los Estados puede parecer 
oportuna para aumentar las utilidades recíprocas y las ventajas de 
la convivencia. Del mismo modo que los individuos reunidos sien. 
ten en ei mismos la necesidad de ayudarsey sosteneree mutua 
mente para desarrollar sus fuerzas y aumentar el bienestar social, 
asi también los Estados, que no pndiendo vivir aislados, sor 
pulsados á vivir en sociedad, no deben seguir una política egoísta, 
sobre todo hoy que el vapor y la electricidad, fundiendo, por 
cirio asi, los intereses civiles y comerciales, han creado tantos in- 
tereses internacionales. 

6S6. Deben, pues, los Estados sentir la obligación de la re- 
ciproca asistencia, no sólo cuando dependa de los tratados, sino 
como una de tantas exigencias para la convivencia. Esto debe de- 
cirse, por ejemplo, de la asistencia que deben prestar reciproca- 
mente las autoridades territoriales á los navegantes extranjeros en 
todo lo que concierne á las necesidades de la navegación, y del 
auxilio á los cónsules ó á quien haga sus veces y hacer ejecutar 



(1) Conf. Whbitoh, fiis((M-ia.— Calvo, ob, cit., § 1.227, pág. 644, 1.2B1, 
pág. 660, t. II.— PsiLLiMOKE, IfU. law, § 826, t. III, pág. 524, y el tratado de 
Washington de 8 de Agosto de 1842, que fué concluido para poner ña A 
laa coinplicacionee entre Inglaterra y loe Estados Unidos. 

(2) Conf. BujNTSCBí.i, obra citada, § 35a. — Gbbnbr, Dr. délos neut., se- 
gunda edición, pág. 303 y siguiente, y el tratado de 7 de Abril de 1862 en- 
tre Inglaterra y los Estados Unidos, en el que se estipuló que los cruceros 
de ambas naciones, provistos de poderes especiales, pudiesen visitar, da- 
das ciertas condiciones, los buques sospechosos de hacer el c ' ' 
los negros en las costas de África y en los mares de Cuba. 



pofiición de utilizar, sin hacer diferencia entre ciudadanos y ( 
tranjeroB, las ventajas correspondientes que surgirían de tal inc 
mentó de relaciones entre los diversos pueblos; y convendría 
hacer tan dispendiosos estos servicios públicos y bajar de un me 



(1) La propneeta de arregUr mediante tratados Iob transportes 
ferrocarril, fué moy bien acogida por loa publicistas, que aplauUieror 
iniciativa tomada por el Gobierno buIzo cerca de Iob otros Estados p 
promover un acnerdo entre éstos. Véase el interesante artículo de Buli 
Biscí), en la Bev. de Di: int, 1878, pég. 83, y la conEereacia de Berna p 
el reglamento internacional de los transportes del ferrocarril. 



Del deber de proteger A las preplo* elndadnatm* 



(39. Ob1ig&ei6D de proteger á loa ciui]RdftiiDB.>>43l. Correapoiide al Oobierao 
spredirlaacircaDsUaciaa.— «3*. Criticase DdaapiniÍD de Vattel,— 433. La 
pTOtaecián cant» las leyes lacalea na gerU jastiScable.— «SJ. Mixime general 
vaasaplieaciODes. — S3A. Coándo es lícita la protección.— ttSC. Bjemploa.— 
CiVT. No aeré lieita la protección si el eiudadano puede proceder en juicio.— 
ftSS. Reglas.— «3S. Principios adoptados an la conferencia de Paría da 1869.— 
&4*. Lu miamaa reglas se aplican á los natnralizados.- 04I . Del naturali- 
zido que vueWe á su patria.— 449. Medios legaleade protecci6n.—4'13. Opi- 
uiúnde Roeco aobre la repreaalia joridiM.— 4441. Opinión del autor. 

630. La soberaofa debe proteger á loa ciudadanos que habi- 
tan en el extranjero por todos los medios permitidos por el dere- 
cho internacionat. El individuo (jue Be aleja temporalmente de su 
patria, lleva consigo el carácter nacional, y asi como está obligado 
i observar ciertos deberes hacia su patria, así también puede pe 
Jii i la soberanía de su país que le deñenda, si, siendo arbitraria- 
mente perjudicado ú ofendido, no son atendidas sus reclamacio- 
nes por el Giobierno extranjero, ó si se le priva injustamente del 
pleno goce de los derechos garantidos por el derecho interna- 
cional. 

6S1. Corresponde, además, al Gobierno de cada Estado apre- 
ciar loe hechos y las circunstancias, y decidir si se está ó no en el 
caso de proteger al ciudadano y loa medios más oportunos para 
conseguir su intento. De ningún modo podrá exigirse que loa inte- 
resee privados sean protegidos comprometiendo los del Estado, y 
romper las relaciones amistosas con el Gobierno extranjero. Sin 
embargo, si la ofensa hecha á un ciudadano puede recaer indirec- 
tamente sobre el Estado á que aquel pertenezca, la protección será 
un deber, no sólo para mirar por el ciudadano, sino también para 
«¡efeoder la dignidad y el honor del Estado. 



que el hecho sea tal que implique la seguridad y el honor del Es- 
tado (2). 

tt33> Hay que establecer una diíereucia im portan tiaim a en- 
tre lofl ciudadanos domicíliadoB en país extranjero A residentes en 
él de un modo estable por razones comerciales, y los ciudadanos 
transeunteH. Respecto á los primeros, la posición de subditos tem- 
porales está mejor determinada por el simple hecho de la elección 
del domicilio ó del establecimiento comercial, y si hallando que 
son onerosas las leyes del pais extranjero en que se establecieron, 
demandasen la protección del Gobierno del propio país, y éste la 
concediese para conseguir que aquellos fuesen exceptuados de la 
obligación de observar las leyes, seria esta una protección indebi- 
da é injustificada. Lo mismo debe decirse de la protección conce- 
dida por el Giobierno francés á sus subditos residentes en la pro- 
vincia del Plata, los cuales, mientras tenían allí sus establecimien- 
tos comerciales y ejercían sus industrias, no querían sujetarse á 
las leyes vigentes, que obligaban al servicio militar á todo» los 
extranjeros allí residentes por espacio de tres años. Francia llevó 
su protección hasta el punto de bloquear á Buenos Aires, en Marzo 
de 1838, pero no podrá demostrar que tuviera derecho á ha- 
cerlo (S). 

El Gobierno inglés, por el contrario, se ha mostrado siempre 
inclinado á reconocer que los ciudadanos ingleses residentes en el 
extranjero no deben sustraerse á la autoridad de las leyes del lu- 
gar de eu residencia, y si los ba protegido contra alguna injusticia, 
no lo ha hecho por eximirlos de la observancia de las leyes. Recor- 
damos entre otras las instiiicciones dadas en 28 de Mayo de 1862 

(1) Vattbl, Derecho degentes, llb. II, pág. 71. 

(3) Conf. Pan.LiuoiiB, parte quinta, cap. II, tomo II, v Hkpftkb, obra ci- 
tada, § 69. 
(3) Calvo, obra citada, tomo I, § 109. 



proteger á los ciudadanos ingleBca para que dejasen de observar 
la ley; y Lord Russel escribía á.Lord Lyons en 4 de Abril de 1861: 
íN'o es:ÍBte regla ni principio alguno de derecho internacional que 
prohiba al Gobierno de un país exigir á los extranjeros domicília- 
'ias en su territorio la obligación de prestar servicio en la milicia 
lien la policía, ú obligarlos á contribuir al Bostenimiento de estas 
iiiítttucioDes. » También en las instrucciones de 7 de Octubre 
lie 1861, dirigidas al mismo Lord Lyons, admitía el Gobierno in- 
■Ais que el ciudadano domiciliado voluntariamente en un país ex- 
iraojeto podía ser obligado no solo á prestar servicio en el Ejérci- 
10 ó en la guardia nacional, ó en la policía local paca el nianteni - 
miento de la paz y del orden, sino también dentro de ciertos limi- 
tes, para defender el pais contra la invasión extranjera. Lo mismo 
^e observa por último en las dirigidas al citado diplomático el 5 
de Agoeto de 1864, en las que se decía que el Gobierno británico 
ijo podía ingerirse para favorecer á los subditos ingleses residen- 
tes en el extranjero, en lo concerniente á la aplicación que se les 
hacia de la ley marcial (1). 

Las ioBtrucciones dadas por el Gobierno de los Estados Unidos, 
te hallau conformes con las ideas antes expuestas, bastando recor- 
- dar que cuando fué suspendida la ley del Habeos corpm, en Irlan- 
da, escribía M. Sewatd á M. Adame en 10 de Marzo de 1866: *Los 
LimericanoB, sean naturales ó naturalizados, deben estar sometidos 
a las leyes en la Gran Bretaña lo mismo que los ciudadanos britii- 
nieos durante el tiempo de su residencia, pues para ello gozan de 
!a protección del Gobierno de ose país. 

Nosotros hemos aplicado, durante la última guerra, la misma 
regla á los ciudadanos ingleses que habitaban en los Estados 
t:QÍd0B> (2). 



|1) Beporí of the Royal Commisgioneis for inqiilriiig iiito thelawBofn 
itralisalio» and allegthnce, ISSO. 
'2) Beport ciUdo. 

Derecho ínt. público.— Tomo II. A 



a) No es licita ni justificable la protección aun cuando sea or- 
denada con el fin de obtener para los ciudadanos reBÍdentes en el 
extranjero una poBÍción privilegiada. 

Aplicando eeta regla, deberla decirse que, ei por las graves ne- 
cesidades de un Estado, obligasen loa poderes constituidos á todos 
aquellos que poseen capitales á cualquier especie de sacriñcio, 6 
s! bajo la forma de retención disminuyese los intereses de la deuda 
pública, seria ilícita é ipjustifícable la conducta de aquellos Go- 
biernos que, con el pretexto de proteger los intereBes de sus nacio- 
nales, pretendiesen que los ciudadanos propios, poaeedoreB de ca- 
pitales y de la renta de la deuda pública, no debían someterse al 
pago de los impuestos ó á la dlBralnución de los intereses. Si la 
medida hubiera sido decretada por el Poder ejecutivo, y sin la In- 
tervención del legislativo, podría decirse, con razón, que era arbi- 
traría; pero cuando aquélla hubiese sido decretada y promulga- 
da por el poder competente, seria injustificable toda protección 
para colocar A los propios ciudadanos en posición de no respetarla. , 

Estos principios valdrían también en la hipótesis de que por 
graves razones de interés general se suspendiese temporalmente el 
pago de los Intereses de la deuda pública, siempre que esta deci- 
sión la hubiese tomado el poder legislativo, funcionando con arre-, 
glo á las bases establecidas por la Con¿titucíón. En todo caso debe 
valer la regla de que los ciudadanos que residen y negocian eti 
país extranjero, y que por esta razón están sometidos á otra sobe- 
ranía, no pueden sustraerse ala observancia de las leyes y regla- 
mentos relativos á los mismos hechos (1). 

(I) En 1838, y casi en la misma época del bloqueo de Buenos Airea, 
hloqueabft también Francia el puerto de Veracruz en Méjico y ee apode- 
raba del tuerte de San Juan de UIÜHpara proteger á los franceses ttñi-- 
dentes en Méjico, loa cuales dijeron que habían sido perjudicados por la. 
ley de expulsión que se les habia aplicado. Cuando después, con muy dj 



oiría y aei /iigDHnihiaii luerun moiivaaiiH por ej aeoer ae proiegei 
los interesee nacionales. 

S3V. Empero si el ciuOaclHro leBionado tuviese .medios legn- 
les para hacer valer sub derechos y obtener la reparación del dafi' 
mediante una acción judicial, no tendría razón de ser la protec- 
ción del Gobierno. Esto mismo debe decirse, por ejemplo, si un 
ciudadano, que hubiese contratado con un Gobierno estraDjero \ 
se creyese lesionado en sus derechos, quisiera invocar la protec- 
ción del Gobierno de su país, y éste tratara de sustituir la acciórí 
diplomática á la judicial. Es cierto que no habria inconveniente- 
en interponer los buenos oficios mientras el asunto se discutiese 
por la vía administrativa; pero, si por ventura se hiciese conteu- 
ciOBO, debería reputarse altamente censurable que un Gobierno pc 
entrometiese para obtener por la vía diplomática lo que el inte- 
resado podía conseguir por la acción de la justicia. 
Oas. Proponemos, pues, las siguientes reglas: 
a) El Gobierno que, con el fin de proteger los intereses nacio- 
nales, quiera sustituir la acción diplomática á la de las jurisdic- 
ciones territoriales, comete un atentado contr.i los derechos de In 
soberanía interior (1); 

(1) Entra loB numerosoB caaoB de jiroteecióii imleliida que podría citar, 
referiré sólo el de M. Mac Donald, narrado por Calvo, ob. cit., g 291. Mar 
Donald, capitán de la guardia de Corpa de la reina de Inglaterra, fué arree 
tado en Prusia por un delito cometido en un vagón del ferrocarril. Prime 
rainutite opuso una fuerte resistencia á los agentes de la fuerza pública, y 
después apeló al {u-opio Gobierno. Lord Eussel Iiizo enérgicas rectanin 
dones á Berlín para que Mac Dona'd fuera puesto en libertad por consi 
deración á la alta posición qne ocupaba en la Corte de S. M. Británica, y 
babiéiidose negado á ello el Gobierno prusiano, llegó el Ministro inglés- 
basta decir que la conducta de los Tribunales pruaianos babia sido incon- 
veniente. Animóse tanto la cuestión, que hubo que tratar el asunto por bi 
vía diplomática, y ae presentaron documentos al Parlamento inglés. Peri' 
no era legal el terreno en que el Gabinete de la Gran Bretsfia habla coló 
cado la cuestión. 

¥,n e! fondo pretendía que el Gobierno prusiano debía infiair sobre ol 



Iribünnl para impedir que éste aplicsBe las leyes locales reapecto á 
•i. Míe Donald, por consideraciones á la altn posición del Rcussdo, y con- 
-.ilerú la negativa del Tribunal como poco cortés, y la inacción del Gobier- 
no pruaiano como poco amistosa. He aguí una parle del despacho de 
i^rd John Ruasel al ministro iii);léa en Berlín, y por el que se revela el 
'-ípírita de la discusión entre ambos Gobiernos: <La negativa nada cortés 
' "I Tri banal, después de haberse informado de 1» posición que ocupa el 
'üpitán Mac Donald, el cual forma parte de la tínaidia de Corpa de>Su Ma- 
-slad, está en oposición con la cortesía que acostumbra á observarse res- 
i-rto de los eitranjeros, y debe ser tanto más notada cuanto que no ha 

Iíiilu reprobada por el Gobierno del rey de Prusia. Este no ha procurado 
'iiilcificBr ni JQstiGcar los hechos consumados, y el Gobierno de Su Majes- 
ttil no puede menos de condenar semejante conducta, como una prueba 
«ridente del poco aprecio en que tiene Prusia la conservación de la buena 
^i^'eligencia entre ambos Estados.! 
,<) Véase el texto de la dnclaraeión en los documentos relativos á la 



que nü hablan cumplido con la ley del eerricio militar en su pa- 
tria, ó no habían obtenido autorización pitra emigrar,— que ha- 
biendo vuelto á 6U pais natal y queriendo obligarles á cumplir di- 
cha ley, han invocado muchaa veces la protección de los Estados 
Unidos; pero aquel Gobierno ha rehusado siempre, con razón, in- 
tervenir con su protección en favor de aquellos que, sin haber per- 
dido BUB cualidades de ciudadanos del Estado de origen, del cual 
emigiaron, han vuelto al mismo (1). 

S4C Respecto de los medios que un Estado puede emplear 
para proteger ¿ sus ciudadanos, debe ser la regla suprema, que, si 
puede ser, se adopten sólo los medios reconocidos y sancionados 

cneetióD greco-lurca y á la conferencia de Paría en loa Arí^iv. díplom., en 
la Nueva ítfc. de Mírtess y en los doennientos liiplomátícos franceses. 

(I) A este propósito se han sostenido largas discusiones entre los Esta- 
dos Unidos y los Gobiernos de Europa. Con relación á un tal Meyer,natara- 
lizado en A mérira, y que habiendo vuelto áPrusia fué obligado á entrar 
en el servicio militar, escribía el barón de Manteuffeld en 22 de Octubre 
de 1852 á M. Fay, ministro americano: 'Cuando nna persona obtiene la 
naturalización en un país extranjero, no puede el Gobierno de éste admi- 
tir que con semejante seto quede aquél libre de tas obligaciones que tenía 
antes de su naturalización. En todos los casos análogo* i>l de Meyer, no se 
trata por el Gobierno prusiano de coger un individuo para incorporarlo al 
ejército, sino de mantener el respeto debido á la ley y asegurar su ejecu- 
ción; y si el Gobierno de Su Majestad se propone ejecutar la lev contra un 
subdito prusiano en su territorio, creo que el Gobierno de los Estados Uni- 
dos respeta demasiado su dignidad para traLar de oponerse á esto.> Con- 
grets doeum., 18&3, núm. 38. 

En mi opinión, la teoría más exacta respecto á este asunto, fué la. 
establecida por Coss, ministro de Estado, durante la presidencia de Bu- 
chanan, que en su despacho de 8 de Julio de 186» decía á M. Wright, en 
Berlín: <Yo limito la jurisdicción extranjera, respecto üe nuestros ciuda- 
danos natnrelizadris, á aquellos que ae habían incorporado ya al ejército, ó 
que estaban llamados á prestar servicio en el momento en qne abandona- 
ron á Prusia, esto es. al caso de deserción real ó de negarse á entrar en 
las filas por parte de aquellos legalmente llamados por el Gobierno á que 
«staban sometidos en aquella época. > Corig., niint 3(1. 



>l&. El Balado está obligado á responder de loB daGos DCBHÍonados por actos do 
juarfa.— •4I*. Es U obligado por loa perjuicios qua eauBen bus funeLonarios. — 
tal. Naturaleza do la reaponsabitidsd del Estado.— SIS. iCuiodo puede prO' 
tsderee contra el Estado?— •*•. Ejemplo. — O*». El Estada en cuanto ojerca 
los poderes públicos.— 6&I. Relaciones de las funcioDarios públicos con el Ba- 
lado.— CAS. Casca eicapcionales «n que el Estado eatá oblig-sdo á responder de 
ios hecboa de sus funcionarios. —•53. Condiciones á que debaria estar subordi- 
nada la reaponaibilidail del Estado. ~OA4. Responsabilidad de un Oobiemoque 
obrase con poca diligencia. ^V&A. Responsabilidad intsroacional por loa bacboa 
ie los pif ticalarea que habitan en el IDstado.— SAS. Culpa imputable a éste. — 
MI. Reglas para determinar cuándo la falta de diligencia puede ser imputable. 
-US. La cuestión déla responsabilidad de un Estado es noa cuestión eompls- 
ji -•&•. Uiiimsa generales.— S«0. De Is obligación del Estado ds reparar 
lo» saín de la guerra,- *•!. Responsabilidad en caso da guerra civil.— ««». 
Dtl Balado que emplea ciertos procedimientos contrarios al derecho internacio- 
nal.— M3. Conducta del Qobierno inglés á consseuencia del bombardeo da 
Cip. — M4. Responsabilidad del Eatado sí perjudica los derechos de loa partí- 
cutiree, salvo et caso de fuerza major.— VV5. Reglas. -~AVS. Ejemplos de 
usos da fuerza mayor. 

■4S. CoDsiderado como una pereona moral, tiene el Estado, 
leQtrode ciertoe límites, capacidad y libertad, del mismo modo 
'[lie ios ciudadanos que lo forman (1), y está, por tanto, obligado 
a responder de sua hechos si ba causado daño á otros Estados ñ á 
[jarticulares extranjeros. sEl derecho internacional, dice Heffter, 
considera como hechos ilícitos ó como lesiones, los ataques inmo- 
livadoB contra los derechos fundamentales de las personas que es- 

(1) Quia civilates semd institutae induunt propietate» homimtm persona- 
l«. HoBBía, De civ., cap. XIV, § 4. Enimvero cttm gentes sint perionae mo- 
'«h ac ideo nonnisi subjecta ceríorum jui-itim obligationutn. Wolp, Pre- 



que esté obligada á reparar el daño ocasionado por Bue funciona- 
rioB, cuando concurran lae ctrcaaetanciaB que enseguida expon- 
dré moi^. 

Puede, ñnalmente, el Estado ser declarado responsable del he- 
cho de loa particulares ocurrido en au territorio, si ha ocasionado 
daño á otro Eatado ó á particulares extranjeros (8). 

049. Pero, ¿Cuál ea la naturaleza de la responsabilidad del 
Estado? ¿Cuáles las reglas, según las que debe ser exigida dicha 
responsabilidad? ¿Cómo debe determinarse la cuantía y la exten- 
sión de la misma? Estas cuestiones son en extremo delicadas y de 
solución difícil. 



(1) Derecho intemactottal, § 101. 

(2) Los escritores están de acaerdo en reconocer la responsabilidad del 
Estado respecto de aquellos que sufren dafio por becho culpable cometido 
por sus funcionarioa. Véase Sdurdat, Tratado de la regp., tomo 11, núme- 
ros 1.030 j aiguientea. — Dalloz, véase Reapon»., núms. 325 y Biguientes. — 
CoTBLLE, Cours de dr. adminiatr., tomo II, p&g. 8BS. — Bonasí, De lares- 
pon», de log func. públicos, cap. XII, pág. 445. La jurisprudencia ha con- 
firmado después esta máxima en muchas decisiones. Véase Tribunal del 
Sena, 20 Junio 1833, 1834,2, 495. (Parla, 13 Marzo de 1831. Sirey, 34, 2,85.) 
Cas. 22 Febrero 1836. Sirey, 36, 1, 283.— Cas. 23 de Abril 1844. (Sirey, 44. 
1, 712.) Cons. de Eat., 30 de Marzo de 18S7. Respecto de Bélgica, véase la 
famosa cauaa de PitteurB, decidida dos vecea en casación en distintos sen- 
tidos, por el Tribunal de Lieja y de Gante, 8 de Marso 1849 y SO de Mayo 
de 1861, y Cas. á Consejo pleno, 27 de Mayo de 1862. Ptrnerís belg. Res- 
pecto de Italia, véase Tribunal de casación de Falermo, 7 Enero de 1868. 
(Bettini), y 30 de Agosto de 1872. Annal de jurisp., 1872, 1.360.— Cas. de 
Nép„ 16 de Mayo de 1863. ¡Bettini), tomo 801.— Cas. de Turín, 20 Junio 
de 1871. 

Los principios no podrán aer diatintos ai el perjudicado fuese un ex- 
tranjero. Éste podría dirigirse siempre á su Gobierno y pedir su pro- 
tección si no se le hiciese justicia ó se le negase una legitima indemni- 
zación. 

(3) iLoB Estados, dice BLDKrscHLi, aon responsables unoa respecto de 
otroB, no aólo de los actos realizados en su nombre ó por orden auya, sino 
por no haber impedido á los particulares violar en el territorio, ó desde el 
suyo, los de otra potencia. (Nota al § 778.) 

Calvo, en su Examen de las tres reglas de derecho internacional propues- 



opicionee de los publicistaa acerca de la responsabilidad del Estado por 
toe hechos realisados por tas personas residentes en el territorio que hu- 
biesen violado los deberes de la neutralidad. 

(1) Confróntese sobre eeta cuestión la Memoria de NiRtci, en la Qa- 
zttta dei trih. di Nap. del 31 de Agosto de 1878; la de Mencí, en el Árekiv. 
giwid., tomo XXI, pág, 341; la de Müvtkllihi, en el Monit. deí tríb. de 
Mi/.. 20, pág. 311. 

La iostancia del Tribunal de casación de Roma 22 de Febrero de 1879, 
y la del de Turín de 8 de í4ovÍembre de 18T8. 

(2) No es necesaria para esto una ley especia!, pudiendo invocarse las 
aplicaciones de las reglas de derecho que tratan de la obligación de repa 
rar el dallo cansado con un hecho propio, y además los arts. 1.882 y si- 
gnientes del Código civit francés y ios arta. 1.161 y siguientes del Código 
civil italiano si soa aplicables á los hechos del Estado. 

(3) Véase el capitulo precedente. 



nía; mas no puede deducirse siempre de aqnl la responsabilidad 
internacional, y toda la diñcultad consiste en establecer las re- 
glan respecto de la misma. 

Sftl. Conviene, ante todo, observar que los funcionarios pú- 
blicos, en cuanto ejercitan el poder que les está confiado, no pue- 
den considerarse como empleados eu comisión, de modo que el 
Crobierno contraiga toda la responsabilidad imputable á aquéllos, 
conforme á la regla que se aplica respecto á los que se hallan em- 
pleados en asuntos particulares y para los actos de la vida ci- 
vil (2). 

Tampoco sería equitativo admitir que se pueda proceder siem- 
pre por la vía administrativa. Pretender que un Gíobierno con sus 
múltiples y variadas atribuciones funcione en todo tiempo y en 



(1) El Tribunal de Gante ha hecho ana distinción muy Importante 
acerca Je la reaponeahilidati del Esiado que administra un ferrocarril por 
las culpas de sua empleados. Un Gobierno que provee con leyes y regla- 
mentos á la administración de una linea férrea llena una misión política, 
porque regula ei ejercicio de los transportes en interés del piibüco y para 
asegurar ta policía del servicio; pero pierde tal cualidad cuando toma á sa 
cargo el cuidado de loe transportes, etc. Esta inniistión constituye por sn 
parte un acto ordinario de la vida civil, sujeta á las reglas generales del 
derecho privado. Gaceta 30 de Mayo de 1851. 

(2) Las relaciones que se derivan de la comisión y que hacen al comi- 
tente responsable de los hechoa, nacen de laa comieiones dadas al interés 
privado y por actos de la vida civil; mas no por las funciones públicas 
creadas por la ley para el interés general. Aplicando eata máxima ae ha 
decidido que no pueda obligarse al Gobierno á responder de las culpas de 
las personas agregadas al servicio militar, porque aquél no es su comiten- 
te. Trib del Sea., 10 de ¿gosto de 1846 (Vellet). Idénticas másimas admi- 
tieron el Tribunal y la Audiencia de Bruselas con motivo de la demanda 
de un tal Delbrouck, de ümburgo, el cual, manifestando que el 8 de 
Agosto de 1831 los aoidadoa pertenecientes á varioa cuerpos del ejército 
del Mosaa le hablan causado dafioa, citó at Eatado á que le pagase 6.DD0 
francos á título de indemnización. La dación de resarcimiento por un dallo 
causado por una acción criminal— dijo el Tribunal— debe ejercitarse con- 
tra el autor del dafio y contra loa que son civilmente responsables de los 
hechos crioiinales de loa militares en au servicio. Trib. de Brus., 24 de Di- 
ciembre de lS42.~Idem 23 de Noviembre de 1843. 



dolos ratiQcado tácitamente. Por otra parte, ai pudiendo hacer 
que cese el daño ocasionado por un funcionario, deja tranecturir 

el tiempo sin hacerlo, equivale esto ó perpetuar y renovar volun- 
tariamente los efectos perjudiciales ocasionados á los extranjeros, 
y nace una responsabilidad directa por parte del Globierno. 

SS5. Pasemos ahora á examinar cuándo un CTobierno puede 
eer responsable respecto de los Gobiernos extranjeros por los he- 
chos ejecutados por los particulares. 

La cuestión puede surgir cuando en un Estado ocurran hechos 
t|Ue comprometan el orden y la seguridad de sus vecinos, ó tam- 
bién cuando los particulares hayan perjudicado con sus hechos á 
«o Estado extranjero ó á loa ciudadanos del mismo, y el Gobierno 
del país en donde han tenido lugar los acontecimientos, no haya 
hecho cuanto esiaba en su mano para impedirlos. 

La responsabilidad del Estado podrá depender en este caso de 
que no se hayan aplicado debidamente las leyes. En esta hipóte- 
sis, el daño habría sido ocasionado por culpa de los funcionarios 
del Estado, y sería necesario aplicar las reglas antes expuestas. El 
caso más complicado sería si las lej'es se hubiesen aplicado recta- 
mente, pero no se pudieran evitar los inconvenientes, porque loe 
funcionarios públicos no tengan suficientes medios legales para 
impedir á los particulares perjudicar con sus actos á un Estado 
extranjero. En esta segunda hipótesis dependería la responsabili- 
dad del Gobierno de falta de diligencia para calcular las conse- 
cuencias posibles y fáciles de prever de su sistema legislativo y 
de hus procedimientos legales para hacer respetar los deberes íd- 
ternacionales. 

O&S. En efecto, todo Estado que vive en sociedad con otros, 
asume la obligación de hacer de buena fe cuanto sea necesario 
para organizar un sistema de leyes y de procedimientos penales 
propios puru reprimir las violencias y ofensas inferidas á los Es- 



de loB medioB de que podía disponer, y de los que se ha servido 
para alejar el peligro, 

6&8> De estos principios se deduce claramente que la cues- 
tión de responsabilidad del Estado es una cuealión compleja, y 
que no bastan para resolverla los principios del derecho, sino que 
son necesarias investigaciones de hecho y apreciación de las cir- 
cunstancias. 

No basta que un Estado tenga un sistema de leyes y lo haya 
observado para concluir de aquí que está exento de toda respon- 
sabilidad. Aun cuando dicho sistema no fuera muy imperfecto, 
podrá ser, en su aplicación, incompleto, é incumbe al Gobierno 
proveer con tauta mayor solicitud cuanto sea más fácil de prever 
el peligro del daño. 



fecto (1). 

6S9. CoDBÍderando, puee, que esta es una materia que debe- 
rla Ber sometida al juicio de un Tribunal arbitra), el cual es el 
único competente para decidir las cueetionee internacional es com - 
plejaa por su naturaleza, me limito sólo á proponer Bobre esto al- 
gunas máximas. 

a) Corresponde á los poderes constituidos organizar un sistema 
de procedimientos legales, propios para colocar á un Gobierno en 
situación de llenar los deberes internacionales y reprimir y casti- 
gar á los particulares que ofendan ó perjudiquen & los Estado? 
amigos; 

b) Cuando los defectos que se notan en un sistema de leyes y 
de procedimientos penales de un Estado sean tan graves y paten- 
tes, qne fuera fácil prever que no podrían ser eficaces para repri- 
mir y castigar las ofensas hechas á un Estado amigo, estará aquel 
obligado á responder de los hechos de los particulares que hubie- 
sen perjudicado á los extranjeros; 

c) La aplicación de las leyes hecha lealmente y de buena fe, 
es una presunción válida en favor del Estado, pero podrá ser des- 
truida con la prueba contraria; 

d) Cuando el Gobierno haya tenido conocimiento del hecho de 
que procede el daño, y no haya desplegado una diligencia propor- 
cionada al peligro del daño para prevenir y reprimir dicho peligro, 
y con los medios de que podía disponer ó con loa que debía invo- 
car solícitamente del poder legislativo, será responsable el Estado 
por su voluntaria falta de diligencia; 

e) La mayor ó menor estensión de la responsabilidad del Es- 
tado deberá calcularse en este caso por la facilidad de la previsión 

(1) Geapecto á este asante tuvo logar nna importante díacasión entre 
el Gobierno de lo^i Estados Unidos y el Gobierno inglés, qne faé llamado 
del Alabama, decidida ni rabo de macbo tiempo por el IVibunal arbitral 
establecido en (ünebra, 14 de Septiembre de 18T2. Conf. Calto, ob. cit., 
respecto A tas particnlartdades del hecho y Creast, ob. cit., § 168 y sig. 



[iitable al Estado, ó que este debió y pudo impedirlo, y que ha 
■itjado voluntariamente de hacerlo. 

CttO. Pasemos ahora á examinar cómo las reglas expuestas 
•on aplicables A ciertos caaos particulares y príucipaj mente á la 
.iMigación que el Estado tiene de reparar los daños sufridos por 
liis particulares por ios actos de la guerra. 

I^a regla general que parece debe establecerse para resolver 
■Mu controversia relativa á este punto, es que la responsabilidad 
le lo6 Gobiernos, respecto de tos extranjeros, no puede ser mayor 
que ta que tienen hacia sus propios ciudadanos. No podrá, en efec- 
lo, pretenderse que los deberes de hospitalidad puedan limitar el 
¡lleno derecho que corresponde á la soberanía de utilizar todos los- 
medios legales para proveer á la conservación del Estado, ó que 
los extraojeroB puedan obtener una posición privilegiada, quedan- 
dn libres de sufrir las consecuencia» de las calamidades pi'rblicas 
y garantidos contra todo daño causado por fuerza mayor, y contra 
la necesidad imperiosa de proveer á la salvación de la cosa pú- 
blica. 

••1. Supongamos, en efecto, que un pais se halle agitado 
por la revolución ó la guerra civil, y que para reprimir el desorden 
adopte el Gobierno todos los medios de represión exigidos para 
proteger los intereses del Estado y que no estén absolutamente pro- 
hibidos por el derecho internacional. Si al hacer esto perjudicase 
á loB extranjeros, no se le podría declarar responsable, ni de aqui 
podría nacer el derecho á la indemnización del perjuicio sufrido. 
Si un Gobierno dejase de hacer cuanto corresponde para proteger 
la propiedad y los bienes de los extranjeros; si no se cuidase de 
reprimir las ofensas y las violencias por parte de los ciudadanos 
í^oatra aquellos, estaría obligado á responder de las consecuencias 
lie BU culpable negligencia; pero si el daño hubiese sido efecto de 
fuerza mayor, no tendrá ninguna responsabilidad legal. La acción 
Derecho int. piíblico.— Tomo II. ó 



peto que no ee licito perjudicar directamente á éatos para verificar- 
lo iodirectamenteal Estado (2). 

Ahora bien; si loe comerciantes extranjeros ae estableciesen en 
un puerto comercial bajo la tutela del derecho de gentee, no debe- 
ría tolerarse que sus establecimientos comerciales aeau destruidos 
por un impremeditado abuso de la fuerza por parte del beligerante. 
Con más razón deberá admitirse la obligación de reparar el daño ei 
fué causado sin autorización ó por mala inteligencia, ó por excesivo 
celo de quien se hallaba investido del poder público. 

003. En 1868, según refiere Calvo (3), mientras laa luchas in- 
teatinas dividían la isla de Haití, los insurrectos acantonados en 
la ciudad de Cap cometieron una serie de rapiñas y tropelías que 
ocasionaron mncbos perjuicios á los comerciantes extranjeros. Un 
buque de guerra inglés ae estacionó inmediatamente Trente al lu- 
gar del ancoso para pedir una aatiafacción, y habiéndole sido ne- 
gada é^ta, su comandante, sin órdenes ni instrucciones de sus su- 
periores jerárquicos, bombardeó la ciudad. El Gabinete de Londres 
desaprobó la conducta de dicho Comandante y aceptó la responsa- 
bilidad pecuniaria de los actos del miemo, indemnizando á los co- 

(1) Véase Cat.vo, obra citada, % 2S4 y siguiente. Yéaae la nota del Con- 
de de Neeelrode, 12 de Mayo de 1850: «Según laa reglas del derecho pú- 
blico, decía en nombre del Gobierno ruao, tal como se laa entiende por ta 
política riisa, no puede sJmitirse qne ua soberano, forzado á apoderarse 
de una ciudad ocupada por los insurrectos, esté obligado á indemnizar á 
tos subditos extranjeros que hayan sufrido perjuicios al verificar el asalto 
de la ciudad. Cuando el individuo se establece en país extranjero, acepta 
las cODlingencias de lodos los peligros á que éste se halle expuesto." 

(2) tQuoddebet unieereitag, dice Ulpiano, einguli nondebent'; sobre cu- 
ya máxima escribía Godofredo: tüef/raesalias tu singnloB civeí alicigus ñ- 
vitalUt nnn dari ob spoiiswwCTn et deMiim ipíiíií civitatiet. 

(3) Ob. Pit., § 284, tomo I, p^. 401. 



(1) HHllamoB, en efecto, algunas leyes eapeeíales, con )ae chrIbs se liii 
atendido á la reparaeiún de loB ilafios en caso de calamidad pública. Vén- 
■e ta ley francesa, 10 Vendíni. año IV, sobre la policía interior de los co 
munea ó Ayuntamientos, y la de 30 de Agosto de 1S30, asi conio el decre 
to de) Presidente de la República, 24 de Diciembre de 1851. 

(3) Véase la correspondencia diplomática entre el Gobierno inglés y ei 
de las Dos Siciliss y Toscana, para obtener una indemnización por loa da- 
fioe autridos por los comerciantes ingleses á consecuencia del bombardeti ' 
de Mesiua y por la toma de Llborno, y las notas del Gabinete austríaco y 
el de Rusia, invitados á interceder para arreglar aquellas desavenencias. 
— JjESUR. Anuario, 1860. — Lawrevce, Comment,, tomo III, pág. 128. 

(3) Véase la sentencia del Tribunal de apelación de Turín, en la cues- 
tión entre la provincia de Bohesa y la administración de la guerra á con- 
secuencia del puente de Mesizana Cortí perteneciente á U provincia, y des 
truido por razones estratégicas en la guerra de 1848 á 49. El Consejo <1>' 
Estado francés h& rechazado miiclias veces las reclamaciones de indemni- 
zación por daños cau»!ados por las operaciones becbas en presencia del 
enemigo, 26 de Mayo de 1823, 23 de Enero de 1824, 15 de Mayo de 1826 
y mes recientemente en los causados para la defensa de París, 23 de Ma^cr 
de 1873, 11 de Julio de 1873, 13 de Febrero de 1874, 11 de Diciembre 
de 1874, y Trib. de los confi., 1-5 de Mayo de 1873, 31 de Enero y 28 d<> 
Junio de 1873. 



DE LOS DERECHOS Y DE LOS DEBERES iWTERNACIOHALES DEL HOMBRE 



••II. Nocifin jurídica liel derecho internacional.— ttttS. La iodividualidad axis- 
tenw por sf é independientemeoie del derecho terrilorial, ei el requisito princi- 
pal de U persoaalid&d iuternacíona].— ttSV, El hombre debe repularae persona 
anta el derecho intemaeiotial. — CTO. No ea exacta que aolarneute loe Estadoír 
aesn los sojeloe dal derecho.— •1' I, Se aclara al concepto de persona ínteruacio- 
nal.- 0T9. El hombre tiene como tal derechos j deberes ioternaeioDalea. 

©••• Leemos dicho en la parte general que objetivamente 
considerado es el derecho internacional la regla del ser y del obrar 

de todas las perfionas qne coexisten en la humanidad, esto es, la 
ley de bu coexistencia y del desarrollo de su actividad, y lo hennos 
considerado por tanto como cierta norma de proporción de toda^ 
las actividades que se desarrollan y se desenvuelven en la Magna 
ñvi tas\ tiene su fundamento en la naturaleza misma de loa seres y 
de'Tas cosas (1), y debe considerarse necesaria para que la socie- 
dad de los seres se conserve inalterable y no se disgregue. 

Partiendo de este concepto hemos podido admitir que el dere- 
cho internacional no es el derecho exclusivo de los Estados, sino 
también el derecho del género humano, en el sentido de que aquel 
tiene su aplicación posible á todas las relaciones jurídicas que na- 
cen y se desenvuelven en las personas que coexisten en la Magna 
civitas, con tal que estas relaciones entre las personas mismas no 
deOan estar subordinadas á las condiciones territoriales basta el 
punto de que se las deba considerar üníca y exclusivamente su- 
jetas al derecho territorial. 

0O8. VLoque nos ha parecido indispensable para admitir la 
sumisión de las personas al derecho internacional, además del re- 

(1) Este es el concepto del derecho en general según las espresionef 
de Dante á que noB hemoa referido en la página 129 y siguientes, y escritos 
por él en au libro De Monarchía. 



derecho internacional no tiene otra aplicación posible que la que 
se hace entre los Estados, sosteniendo que sólo estos son los suje- 
ten del derecho internacional, ó las personas á las que puede apli- 
carse este derechoAEsta doctrina se ha abierto camino y encontra- 
do el apoyo de la mayoría, porque todos la han aceptado sin discu- 
tirla, hasta el punto de haberse convertido en un aforiemo conñr- 
naado por la opinión común que et derecho internacional es el de- 
redio exclusivo de los Estados, y sólo éstos y sus legítimos repre- 
sentantes (incluyendo entre éstos á los ministros públicos y & los 
embajadores investidos del carácter representativo) son las perso- 
nas sujetas al mismo. 

Esta doctrina se ha extendido sin discusión, porque hasta los 
tiempos inmediatos á nuestro siglo se admitía generalmente que 
no había más derecho internacional que el consagrado en los trata- 
dos, y como no se podía ni se puede poner en duda que solo á lo» 
Estados compete la facultad de estipular tratados, siendo esta una 
prerrogativa exclusiva de la soberanía política, era natural que ee 
admitiese que solo los Estados podían ser considerados como suje- 
tos al detecho internacional, porque solo éstos tienen la facultad 
de adquirir derechos y asumir obligaciones internacionales me- 
diante tratados. 

fiVl. (Porel contrario, en el sistema desarrollado por nosotros 
no existe el derecho internacional solo mediante el consensos geit- 
titttn, sino que tiene un fundamento objetivo (1). Considerado co- 
mo tal, debe ser la regla de la coexistencia y del desairollo de to- 
das las actividades en la Magna civiías, y lo resultante de ios dere- 
chos y de los deberes jurídicos. Por consiguiente, dada la indivi- 
dualidad que existe por sí é independientemente de las relaciones 
territoriales y que puede desplegar y desarrollar su actividad fue- 
ra de los limites territoriales de un Estado determinado, conviene 
reconocer la entidad á que esta individualidad corresponde, como 



1) Véase el §172. 



Comprendemos la dificultad, y reconocemos que tendría ud 
valor deciaÍTO 8i el derecho y la capacidad jurídica equivaliese á 
la fuerza para hacerlos respetar; pero nna coea ea el derecho y otra 
la sanción del mismo según en otro lugar hemos dicho. 

Si la ilnica sanción del derecho internacional debe ser en últi- 
mo término la guerra, debe reconocerse que no puede considerarse 
squel eficaz ni efectivo sino respecto de los Estados que pueden 
protegerla con sus ejércitos y con sus escuadras. Conviene además 
recordar que en el sistema seguido por nosotros debe considerarse 
eficaz y efectivo el derecho objetivo independientemente de la 
sanción. 

En lo que concierne al respeto de los derechos considerados en 
las personas á que pertenecen, conviene tener en cuenta lo que he- 
moa dicho anteriormente, esto es, que los derechos internaciona- 
les pertenecientes á las personas que no están en situación de de- 
fenderlos por si mismas deben considerarse colocados bajo la ga- 
rantía colectiva de los Estados civilizados. 

Reconocemos que los Untados civilizados no se conmoverían 
porque uno de ellos violase los derechos internacionales de uno ó 
más hombres. Ni aun en el interior del Estado ee conmueven los 
Poderes constituidos si con las formas del Gobierno representativo 
mejor organizada se conculca arbitrariamente el derecho de alguna. 

La opinión pública declara sin embargo ilícitas las violaciones 
de loa derechos individuales en nombre de la leyyde los princi- 
pios de justicia que las protegen, y hi no hay en realidad un modo 
de impedirlas por completo, no por esto se convierte el acto perju- 
dicial en lícito y pierde su naturaleza de arbitrario. Lo mismo de- 
berá decirse de las violaciones de los derechos internacionales del 
hombre. Aun cuando no haya modo de impedirlas ó de exigir su 
reparación con la fuerza de laa armas, se podrá sin embargo estig- 
matizarlos en nombre de los principios del derecho y de la juati- 



Tribunal de Riom, cuando dijo: «Sería desconocer el derecho de 
soberanía que corresponde á cada Estado, el pretender que uno de 
éstos no pudiese diferir á un extranjero la cualidad de regnícola 
sin el consentimiento Á la voluntad de aquél á quien semejante 
cualidad so impone» (1). 

Es contraria. á esta teoría la que se deduce claramente del prin- 
cipio por nosotros establecido, esto es, que el derecho que al hom- 
bre corresponde de disponer de su persona, es un derecho persona- 
Ifsimo y del que cada cual puede disponer libremente cuando ten- 
ga capacidad jurídica para ello; que este derecho pertenece al hom- 
bre frente á todos los Estados del universo, y que como tal, debe ■ 
considerársele como un derecho internacional del hombre, y, por 
consiguiente, que el imponer al individuo una ciudadanía contra 
BUS naturales tendencias y su voluntad presunta, debe considerar- 
ae como opuesta á los principios del derecho internacional mo- 
derno. 

618. Proponemos, pues, la siguiente regla: 

a) Todo individuo que tenga Capacidad jurídica para ejercitar 
los derechos civiles, puede elegir libremente el Estado á que quie- 
ra pertenecer, y puede declarar que quiere cambiar la ciudadanía 
ya adquirida y adquirir otra distinta, con tal que dicha declara- 
ción se baga de buena fe, sea efectiva y manifestada con las for- 
malidades y condiciones establecidas por la ley del Estado cuya 
ciudadanía se pretenda adquirir. 

Las reservas enunciadas en la regla propuesta, son indispensa- 



bierno y á lae autoridades de Ginebra admitir tal renuncia. Lean, Be 
droit Ínter., tomo XII, pág. 312. 
(1) Trib. de Riom, 7 de Abril de 1835, Journal du Palais, 1835. 



teres que loa Estados se pongan de acuerdo para establecer reglas 
uniformes para la adquisición y la pérdida de la ciudadanía, y re- 
coDocer que el adoptar éstas ó aquéllas reglas, puede reputarse 
como cuestión de derecho público interior, siempre que se respete 
la voluntad de las personas y no se viole la facultad que corres- 
ponde á cada una de ellas para elegir libremente la comunión po- 
lítica á que quiera pertenecer. 

8SO. Queriendo, pues, conciliar el derecho nacional con el 
derecho internacional, convendrá tener presente las siguientes re- 
Slas: 

(I) Conf. Bbocher, Droif intem. privé., cap. Ut, pág. 105 j Sevut de 
droit intem., uño 1873, pág. 403; Westlikb, Ibtd., 1B6B, pág. 102; Bluntb- 
CHLi; Ibid., 1870, pág. 197; Catbi,i,ant, II diritto intern. priv., tomo II, par- 
le 2.', cap. V. 



Esta podrá presumirse con razón cuando de los hechos y de lae 
circunEtanciflS resulte que el ciudadano ha abandonado bu patria 
para sustraerse á loó cargos civiles ó eximirse del servicio militar. 

Podrá tambiéu presumirse la mala fe en aquellos que hayan 
declarado que renuncian & la ciudadanía de origen, pero que ha- 
yan continuado conservando el domicilio ó la residencia en el Es- 
tado de que antee eran ciudadanos (2), siendo esta circunstancia 
una prueba patente de la intención poco laudable de gozar los be- 
nelicioE reservados á los ciudadanos del Estado, sin someterse :> 
soportar sus cargas. 
d) No viola el derecho internacional el Eutado que provee con 

(1) A primera visU parecerá que están en oposición con esta regla la 
mayor parte de las leyes modernas que atribuyen al bijo la ciudadanía del 
padre, pero esto sucede porque, teniendo en cuenta las tendencias natura- 
les y tas relaciones de consanguinidad, se presume con razón que el bijo 
quiera seguir la condición del padre y tener la misma patria que éste. 
Cuando el individuo es mayor de edad y no utiliza la facultad que tiene 
para elegir una patria distinta, hay por su parte una verdadera elección 
tácita de patria. 

(2) Por la ley federal de Suiza de 3 de Julio de 1876 sobre ciudadanía, 
ae consideraba el derecho de ciudadanía como un asunto cantonal, y era 
grande la facilidad con que los cantonea conferían este derecho á loa es- 
tranjeroa. En el cantón de Schafhouse, por ejemplo, se podía ser ciudadano 
en menos de una sttmana; en otros se obtenía eate derecho pagando una 
suma determinada. La confederación estaha después obligada ¿ proteger 
á los ciudadanos de cada cantón, y ea fácil comprender cuántos inconve 
nientes surgirían en las relaciones internacionales. La ley Federal citada 
sobre la adijuisición de la ciudadanía suiza ba obviado en parte estos in- 
convenientes. 

En Alemania había quien utilizaba la gran facilidad para naturalizarse 
en Suiza y lo efectuaba continuando viviendo en su propio país. Para ob- 
viar estos inconvenientes podría la ley interior de un Estado establecer, 
por ejemplo, que la ciudadanía de origen, una vez perdida por la adquisi- 
ción de la extranjera, debía tenerse por readquirida por el hecho de resi- 
dir en el Estado de origen por dos años sin interrupción ó por cuatro si'se 
interrumpía la residencia. 



tías que Be entendía que habínn tenido, no se sabe cómo, el privi- 
legio de ejercer en bu exclusivo provecho los derechos de sobera- 
nía sobre un determinado territorio y sobre los habitantes del 
mismo, y que podían impedir hasta por la fuerza que se disminu- 
yesen SUB llamados dominios territoriales. 

Esta era la más evidente violación de la teoría por nosotroír 
expuesta, la que consagró la servidumbre política y legalizó el sis- 
tema de los Eí^tadoB patrimoniales. 

OSS< Con&ideramos también opuesta á nuestra teoría la doc- 
trina de aquellos que entre los modernos pretenden que debería 
organizarse la Europa con arreglo al principio de las nacionalida- 
des, sin ponerse previamente de acuerdo para determinar y definir 
el concepto jurídico de dicho principio. A juicio nuestro se viola- 
rla la libertad del hombre, aun en la hipótesis de que manifestán- 
dose ésta en la expresión del sentimiento comün de cierto número 
de personas que deseasen pertenecer con preferencia á éste ó aquel 
organismo político, se impidiese en nombre de las leyes de las na- i 
cionalidadee y se quisiese en nombre de éstas obligar por la fuer- I 
za A aquellas gentes á pertenecer necesariamente á determinada 
agrupaciónpolítica. 

Debemos repetir lo que anteriormente hemos dicho, esto es, 
que para constituir de una manera sólida y estable las agrupacio- 
nes políticas, deben las gentes estar unidas y agrupadas por el 6' 
timiento de su unidad moral y de las tendencias naturales y 
pontáneas, y que la libertad de los pueblos debe ser en ésta sagra- 
da é inviolable, lo mismo que la de los individuos, que impulsa 
dos por un interés común y por la necesidad ética, civil y econó 
mica de realizar un común fin, dan vida á las pei'sonas moraloí- 
que son el resultado de la libre asociación (1). 

(1) Con este, regla no vaya á creerse que yo atlmita un principio de 



jii ¡a luerzH quisiera vioia 
i'^rtas gentes ó unirse á un Estado limítrofe, ó de eepararee de 
juél á que pertenecían para formar uno nuevo. 

Si un determinado y considerable número de hombres se ha- 
.;;ise reunido por comunes simpatías é intereses, que no existen 
iitre éstas y otras gentes, y manifeataae el constante deseo de 
i>r.ir en común y de vivir bajo el mismo Gobierno ejercido por 
junos de ellos, no se podría en tal circunstanciíi, en nombre de 
> pretendidas leyes de las nacionalidades, romper y fraccionar 
liuel organismo sin violar el sagrado derecho de libertad de las 
.Tsonaa asociadas. 

Por otra parte, en el caso de que la comunidad de ciertos ante- 
■iltntes políticos y de ciertas tradiciones comunes, los antece- 

'^olnción social, sino la libertad de cada cual para fijar ó variar bu domi' 
LUÍ, para aeociarse libremeote con quien le plazcn; pues, en el ejercicio 
i: esta libertad, cada cual busca lo mejor y procura evitar lo peor, según 
.,^? circunstancias determinadas del tiempo y del lugar en que se halla. 
h\s tendencias naturales, las afinidades alimentadas por la homogeneidad 
:.- loa intereses y de la cultura, ejercen una influencia bastante decisiva 
"Ure las libres asociaciones de loa individuos en el exterior de cada Ba- 
M'lo, por lo que ae ve córao se forman libremente asociaciones de agricul- 
' res, de índuatriales, de artistas, de cientiñcos, y no puede decirse con 
vrdad que estaban fatalmente predestinados á uoirse toa unos con los 
■tris, r.o mismo sucede con las asociaciones de las gentes en la formación 
,c los pueblos. La afinidad de raza, de costumbres, de tradiciones y sobre 
c!o la homogeneidad de intereses intelectuales, morales y económicos, 
ijiientan la unión de las gentes y forman un pueblo. El amor al goce y 
.1 repugnancia al sufrimiento son dos fuerzas, decía Romaobosi (Obras, 
i:no m, parte primera), que mueven á los hombres. El instinto de la fe- 
i'jdad es uno de los primeros que regulan el use de la libertad é impiden 
:'ie los tndividuoB la empleen contra si mismos y contra su bienestar y su 
:ii(Cídad civil. El instinto natural de conseguir con la sociedad ti mayor 
■ten, atrae á los inuividuos hacia unos y loa aleja de otros que tienen 
'StHinbree, tracticiones, cultura é intereaea morales y económicos dife- 



nicación y de entrar y permanecer en cualquier país á condición 
de observar y respetar las leyes territoriales; la facultad de comer- 
ciar, de gozar y de ejercer todos aquellos derechos llamados gene- 
ralmente derechos civiles, pero que son en realidad derechos per- 
tenecientes al hombre según la ley natural, regidos y garantidos 
por la ley civil. 

En cuanto al derecho de servirse de las vías de comunicacióir 
que están fuera del dominio de cualquier soberanía (como son hi i 

(J) P1.ÍTÓK, De República, 369, | 

(2) Véase el concepto del Estedo, Begiin Platón, en la monografía dc 
FiLUUDBi, La doctrina del Estado ert la antigüedad griega, etc. 

Todos los fenómenos morales y librea de los hambres, sufren la iit- 
ñuencia de los medios extoriores de la naturaleza. Estas influencias, reco 
gidaa hoy por la estadística, y puestas en relación con las teorías de lat.- 
probahllidades, sirven para construir las fórmulas constantes de la vid;i 
de Is humanidad, que los partidarios del método experimental denomina» 
finta sonal. Qubteli,et, en su obra Del sistema social y de las leyetpor qui- 
se rige, expone la teoría de aquélla que él llaaió mecánica de la humani- 
dad. Sin exagerar demasiado ni poner todo el hombre bajo el yugo de ln 
naturaleza, es un hecho innegable que en tos acontecimientos llámanos es 
grande y principalísima la influencia de las circunstancias de tiempo y dr 
lugar y de la historia. 



■TOO fundado en los lintados, y perteneciente sólo á loa ciudada- 
.105 del Estado que los hnj'au estipulado, sino que debe apreciarse 
■3tno on derecho que compete al extranjero indietintamente, en 
■isentido de que ninguna soberania que quiera inculcar los prin- 

]'!i)3 del derecho internacional puede negar arbitrariamente Á los 

stranjeros el uso inofensivo de las vías de comunicación, y la fa- 

;:llail de entrar en ol territorio. 

686. No puede negarse á la soberania el derecho de determi- 
-ir y fijar las condiciones que estime necesarias para admitirlos 
rííranjeros en el territorio propio y tomar las oportunas preeau- 
■:wues para impedir que se turbe la tranquilidad públioii. Sin em- 

■ai?o, mientras en los tiempos pasados se consideraba al extran- 
im. primero como enemigo y después con::o auvain, y se justifi- 

aljii cualquier medida arbitraria tomada respecto del mismo, se 
nnsidera en la actualidad como uno de los deberes de los Estados 
ímlizados el de respetar al hombre como ciudadano del mundo, 
-.ú negar sin razón al extranjero la entrada en el territorio, y no 
■ Imitir que los que en él se hallan puedan ser expulsados arbitra- 
riamente y 6iii un motivo plausible. 

Lis leyes modernas tienden á proteger la libertad individual 
itl hombre, sin distinción ni preferencia respecto del país á que 
l'erteaezca, y para obviar los inconvenientes que surgen en un 



poeo que un soberano pueda conceder ó negar á bu antojo el goce 
de los mismos á los extranjeros. Los que son en realidad derechos 
naturales del hombre, regalados y regidos por la ley civil, pueden 
someterse á ésta ó aquella ley respecto de su ejercicio, pero no 
pueden ser negados por completo al estranjero. En otros tiempos 
se admitió que podía negarse á titulo de represalia el goce de tales 
derechos á los extranjeros, pero en la actualidad no sólo tiende á 
desaparecer tan exagerada arbitrariedad, sino que hay tendencias 
á equiparar el extranjero al ciudadano en cuanto al goce de los 
mencionados derechos (2). 

Proponemos, pues, las siguientes reglas: 

a) El extranjero tendrá derecho á disfrutar en todas partes los 
derechos civiles, sometiéndose, en cuanto á su ejercicio, & la ley 
territorial; 

b) También tendrá derecho Á invocar, lo mismo que los ciu- 
dadanos del Estado, la aplicación de las leyes que protegen á las 
personas y la propiedad; 

e) Se considerará contrario á los derechos internacionales del 
hombre el establecer diversidad de trato en este punto, sin más 
razón que la de la extranjería. 

GttO. Pasemos ahora á tratar de otro derecho que, á juicio 
nuestro, debe considerarse como un derecho internacional del hom- 
bre, á saber, del derecho de propiedad. 

(1) A eato tienden muchas ley ea interiores. Véase la ley portuguesa 
de 16 ríe Junio de 18!6, U belga de U de Diciembre del mismo ftfio, y la 
portuguesa de 3S de Marzo de 1877. 

(2) Cicerón pone el origen y fundamento del derecho en la naturaleza 
buiuana, y no bflce ninguna diferencia entre 1'>b ciudadanos y loe extran- 
jeros, anticipándose en esto á la ciencia civil moderna. 

Una conknemnr omnea et eadem lege natwae unt ^uí auten eiotitm ratio- 
nem dicunt habendnm, externervm ttegarU Ai dirimunt commutiem hamani 
genera socielatem: q»a mbtata fcengieeníía. iibeíatilat bonita», jualicia, fim- 
ditus (ollitur. De ojie.. IH, nág. 116. 

La soberanía sólo puede reservar á los ciudadanos el ejercicio de cier- 
tas profesiones que tienen cierta relación con el orden público. 



S9S. Las reglas anteriormente propuestas eco aplicables á la 
propiedad en todas laa forman de ésta, y por consiguiente, á la que 
sea producto de la transferencia de los usos para aumentar la uti- 

(1) En otro tiempo, las limitaciones impuestas á la libertad de los ex- 
tranjeros para adquirir y transmitir su propiedad, eran muchas. Negaba- 
seles, generalmente, la facultad de disponer y de recibir por testamento y 
de suceder abin téstalo. 

Cuando comenzaron á templarse estos rigores, se admitió la sucesión 
legítima y testamentaria del extranjero bajo la base de la reciprocidad. 
Hoy, sin embargo, se consideran las limitacioaes al derecho de propiedad 
del extranjero como una ofensa á ios derechos internacionales del hom- 
bre. Únicamente ae admite que corresponde á la soberanía el derecho de 
impedir á los extranjeros la adquisición de ciertos y determinados bienes, 
cuando la limitación esté motivada en el interés público. Esto sucede con 
la prohibición impuesta de convertirse en propietarios de todo un buque 
nacional, y de ciertos latifundios, á los que van unidos derechos seño- 
riales. 

Véase la ley inglesa del 13 de Mayo de 1870. An act to amend the lavf 
relating to the legal conditwn ofaliens and BHlüh aubjectt (33, Vict. 14.) 

Con arreglo á la legislación precedente, no podía el extranjero poseer 
á título alguno, ningún derecho inmoviiiario en el Keino Unido. El acta 
de 184i (7 y 8 Vict., c. 66), autorizaba al extranjero para poseer, arrendar 
ó adquirir loa inmuebles necesarios para el mantenimiento de una familia, 
pero solamente por veintiún afios; el acta de 1870 ha modificado en sentido 
más liberal las leyes anteriores. 

Podemos decir, con verdadera complacencia, que en Italia fué donde 
se publicó la primera ley liberal que garantizó á loa extranjeros el derecho 
de disponer libremente de su propiedad independientemente de los trata- 
dos y de la regia de reciprocidad. El art. l.-^ del Mofu proprio del 11 de 
Diciembre de 1835, promulgado en Toscana, dice asi: «Art. 1.° Los ex- 
tranjeros, cualquiera que sea la nación á que pertenezcan, serán admitidos 
en el porvenir á suceder, en toda la extensión del terrttjjrio de nuestros 
Estados, en la herencia testamentaria ó intestada, á adquirir por cualquier 
titulo á la par y del mismo modo que nuestros subditos, y con los mismos 
efectos, sin que pueda oponerse á ninguno de ellos la esistencia de leyes 
que inhabiliten á los toscanos á suceder y á adquirir en el Estado á que 
aquéllos pertenecen.! 



cisa en lan diversas tegíB lite iones en lualeria de derechos correspondientes 
á loe autores de obtaa literarias, artísticas é industriales. 

[2) No encontramos aceptado el principio en leyes muy recientes. 

Las leyes del Imperio germánico de 1 1 de Junio de 1870 relativas á 
los derechos del autor, 9 de Enero de 1876, para las obras figurativas, y 1 1 
del mismo mee y año, para los diseños y modelos ¡ndi:stríales, concedien- 
do protección á les obras de los extranjeros publicados por editores ale- 
manes, á los diseños industriales de los estranjeroa establecidos en et 
Imperio germánico que han hecho fabricar dichos diseños en Alemania, 
y para la protección debida á los extranjeros, las antedichas leyes se re 
fieren á los tratados internacionales vigiintes, — Véanse los articules 01, 
20 y 16. 

La ley de 12 de Mayo de 18TT sobre la protección de la propiedad ar 



mismo. 

Debeti, puee, eetabieceree las siguientee reglas: 
fl) El derecho individujtl de religión ea uno de los derechos ia- 

temacionales del hombre; 
h) Cada cual puede aceptar, conservar ó variar libremente de 

confeeióii religiosa, siu e^tar obligado á dai' á nadie cuenta de 

ello; 

c) Debe considerarse contrario al derecho internacional el so- 
meter á los extranjeros á interrogatorios para conocer bus creen- 
cias religiosas, y como una violación de los derechos internaciona- 
les el obligarles á cambiar de confesión religiosa y perseguirlos y 
vejarlos si ^e niegan áello; 

d) El culto de la religión propia es sagi'ado é inviolable, siem- 
pre que en el ejercicio de ésta no exista nada prohibido por la ley 
territorial ó que pueda considerarse contrario á las leyes de policía 
del Estado ó al orden público. 

tt94. Habiendo expuesto cuáles son á juicio nuestro los de- 
rechos correspondientes al hombre como persona sometida al de- 
recho internacional, no nos detendremos demasiado al exponer 
cuáles son sus deberes internacionales. Estos no pueden ser tan 
extensos como los de los Estados, á los que se permite establecer 
las reglas de su conducta recíproca y asumir obligaciones inter- 
nacionales. 

Incumbe al individuo el deber jurídico general de observar los 
preceptos del derecho internacional, que limitan la libertad indl- 



tlatica, publicada en Noruega, se reserva aplicar á loa extranjeros dicha 
ley bajo oundición de reciprocidad. 

La ley de 30 ile Noviembre de ISTl sobre la proteoción de Us marcas 
de fábrica un el Imperio alemán, admite en parte la máxima del art, 20, 
pero la siibordioa á la condición de reciprocidad.— La misma máxima 
se bft sancionado por el Imperio del Brasil por la ley de 23 de Octubre 
de 1875. 



regiHB imeruacionaiee ae la navegación: el uerecnode comerciar 
libremente debe estar subordinndo al de no transportar contraban- 
do de guerra; el derecho de propiedad debe estarlo al de la expro- 
piación forzoBa en los caeos y con las condiciones previstas por el 
derecho internacional, como sucedería, por ejemplo, con las cosas 
tomadas para necesidades militares con la obligación de pagar su 
precio. 

En una palabra: todas las aplicaciones que el derecho ínterna- 
áonal puede tener para limitar la libertad individual, haciendo 
U60 de los principios generales del mismo derecho é independien- 
temente de los tratados particulares estipulados entre los Estados, 
se deben considerar como deberes jurídicos internacionales del 



Aun aquellos que no sean ciudadanos de un Estado determina- 
do y formen parte de una tribu nómada, deberán observar los pre- 
ceptos del derecho internacional y las obligaciones jurídicas que 
del mismo ee deriven. Tales son, por ejemplo, la prohibición de 
transportarlo que puede calificarse como contrabando de guerra 
íegún el derecho primitivo, 3' la prohil>ición de forzar el bloqueo, 
etcétera, etc. 

Ee, pues, evidente que habrán de estar sujetos también á la ley 
penal internacional, en el caso de cometer algún delito.de pirate- 
ría, ó de causar daños & los cable? submarinos, etc. 



•ttft. Coaespta g-eneral de la Ig-lesia.—ttStt. Relaciones de 
tBdo.--CM'. Bl coneoma religiaso ea do hacho natural.—fi 
Iglesia católica- román a considerarse ftrsona ante el de re 
CM. PoaiciáD jurídica ioLernaeional de la Iglesia católica romaiiB.— TOA. Con- 
aecueDcias de la CDodición jurídica de la Ig-leaia aate el derecho intcrnaciunal. — 
IM. CÚmo sirven estos conceptos para simplificar la solución de laa cuestiones 
relatlvaaá la Santa Seda.— 109. En el estado actual de cosas no pueden apli- 
carse a la Iglesia romana los mismos principios queá las demás Iglesias.— Ttt8> 
Conclusión de los principios expuestos y orden del tratado. 

S9&. El sentimiento religioBo de que nos hemos ocupado eu 
el anterior capitulo, no es una relación vaga é indeterminada en- 
tre Dios y el hombre, sino que se funda en una doctrina ordenada 
y que puede resolver los más graves problemas de la vida; en loe 
preceptos que sancionau la ley moral con la promesa de la futura 
recompensa ó del castigo, en la disciplina, en los ritos, en el culto. 
Cuando el sentimiento religioso ea comün & un número de 
hombres más ó menos considerable, y asociados éstos por la fe co- 
mün se reúnen en derredor de un centro y reconocen espontánea- 
mente un jefe supremo, que ejerce sobre todos loa creyentes una 
autoridad moral de dirección y de gobierno, reviste la comunión ó 
sociedad religiosa la forma de una institución que se denomina 
Iglesia. 

La Iglesia no es un producto del acaso, sino el resultado forzo- 
so de ciertas necesidades éticas, que impulsan naturalmente al 
hombre al consorcio religioso, como el Estado es resultado inelu- 
dible de las múltiples necesidades que impulsan á los hombres d 
la convivencia para unir sus propias fuerzas y facilitar la consecu- 
ción del mayor bien posible (1), 

(1) Véase el concepto del Estado aegán Platón, en Itt monografía de 



dicae que nacen y se deBarroUan entre las pereonas que conviven 

Fiix)iiD3i GcELFi, La Dottrina dello stalo nella societá greva, pág. 13 y si- 
gn ¡entes. 

(t) Uno de loa Snes principales de tada, religión, es el de presentar á 
loa que la aceptan, nna doctrina aijeciiada para resolver ciertos proble- 
mas tremendos que preocupan constantemente al espíritu humano, y á 
tranqnilizar y confortaren cierto modo el ánimo, adormeciendo ciertas du- 
das y temores, que sólo á una religión es dado desterrar, asegurando el 
imperio de la ley moral, y hallando eu sanción fuera de los medios huma- 



todo ei iQundo, debemos admitir que toda Iglesia considerada eii 
bí misma tiene capacidad jurídica ante el derecho internacional, ó 
see la posibilidad de tener derechos respecto de aquellas personas 
con las cuales se halla en relación en el consorcio humano y puede 
exigir que ae la considere como persona sujeta al derecho inter- 
nacional. 

Pero asi como el carácter distintivo de la persona es la indivi- 
dualidad, y el requisito característico de la personalidad interna- 
cional es el de la individualidad independiente de las relacioneti 
territoriales, y el consorcio religioso solo la adquiere aquélla reu- 
niéndoBe y organizándose en derredor de un centro ó gobierno y 
reconociendo un jefe eupremo, y ésta extendiendo efectivamente 
flu autoridad sobre todos los fieles eapareidos por las diversas par- 
tes del mundo, los cuales reconozcan la suprema autoridad eole- 
EÍástica y una jerarquía con unidad de doctrina y de culto, así 
también en el actual estado de cosas solo puede considerarse como 
persona en la sociedad internacional la Iglesia católica romana (1), 
Solo ella reúne, en efecto, todos loa requisitos inherentes á la 
persona (2), esto es, la individualidad y la propia esfera de acción 
jurídica determinada por su misión y ¡)or su fin; su organización 



(1) I^Hs lí^leBiaB católicsB ae diatinguec de la católico romana eu qae 
aquellas no reconocen al Papa como aa jefe espiritual. Las Iglesias proteo 
taut«s se distinguen de ésta en que no admiten la jerarquía, sino que, como 
dice claramente Portai.ib, iToJaa las comuniones protestantes, convienen 
en ciertos )irÍncipioB. No admiten jerarqum alguna entre loa pastorea.* 
FORTAi.is, DUcuigo sobre el Concordato de 1801. La cual debe entenderse en 
el sentida de que no admiten un jefe que tenga la suprema autoridad para 
dictar reglss á todos los Seles y que éstos deban obedecerlas ciegamente. 

(2) En lo que se refiere á In persona y á los derechos de la personali- 
dad, véase Fíi.omubi Guelfi, fiíidtíoín^ía^iiií-írficn. § 27 y siguientes. — 
BüoSAHici, liitroduziavE alio eludió del diritto, lib. II, cap. VIII. — Ahrbhs, 
Filosofía del derecho, tomo IL— TRE\nKi,KMBDBO, Derecho natural, § 88. 

El Código auBtriaco hace consistir el concepto áepersona en la indivi- 
dualidad que posee algunos derechos que por el de naturaleza le corres 
penden. Por esto atribuye la personalidad al hombre (ciip. I, art. 16 y el 
articulo 2.0) 



•sí. duoa istituit diquitatex, quae sunt Pontificalia aiictoritas et regalis potes- 
areeit dieSut, id est spiritualibu», tnajor eát: guae rero car 
quanta esf Ínter aoletii et lunam, tanta Ínter Pontífices et 
eognotcalur. 

eeta pretendida preeminencia, Gregorio VII obligó á que 
)almacia, Eapafia y Córcega reconocíeraD la superioridad 
1 Pontificada satisfaciendo im tribnto anual; citó á Enri- 
compareciera ante él y le diera cuenta de una acusación 
} subditos y lo declaró depuesto por no haber obedecido, 
io tiempo su Potestad suprema en el Concilio reunido 
í. público,— Tono II. 7 



nuevo la libertad del Estado en la eifera propia de ana atribiiciones, y qtic 
recordase, sancionando nuevamente la preciHB teoría de aquellos Santos 
Padres, que decían, dirigiéndose á los Eniperadoree: <DiOB nos ha coiice 
dido el dominio «le las rosas sagradas; á vos el de las otras.' Después de 
los dos acontecimientos deplorables, la proclamación del Syllabus por el 
Papa Pío IX, el uno, y el pseudo Concilio de 1870, que proclamó la infali 
bilidad del Pontífice, el otro, la fórmula iLh Iglesia libre en el Estado li- 
bre», aplicada á la acción externa de la Iglesia, que reniega del progresd 
moderno, y que el art. 80 del S^llabug fulmina anatemas contra el que de - 
see la reconciliación del Papa con la civilización, constitnye, á no dndarlo. 
un verdadero contrasentido jurídico. 

Acerca de las relaciones entre la Iglesia y el Estado, pueden consultar 
ee: BoKcoMPAGNi, Ln Chieta e lo Slato; BoQiiin, La questionc romanu. 
BoGGio, La Chiesa e lo Stato; Castaonola, Delle relazione giuridiche tra 
Stato e Ckiem; Misghbtii, Chiesa e Slato; Piola, La liberlá della Ckies<i. 
PiBRiNTONi, La Chiesa catloUca e il diritto comuiie; Arcoleo, Rapporti giti- 
ridicki fra Stato e Cliiega; Mamuni, Teórica delle religione e Adío Statu; 
Canadá Bohtot,i, Lo Stato e la proprietá eceUtiaslica; Boxobi, Popí, frnti 
e Re; le A»MciniAomreligioa»e e lo Stato.— {^aova. Xa.tQ\Q%\&, 1872); I Tri- 
hunali Vaticani (I8fl3); Scaddto, Stato e Chiesa e g»arentlgtc pontificlc; 
Palma, Queslioni costúiizionali; Ds Rinolihb, La libera Chitaa i« liberii 
Slato. Véase también la discusión de la ley de garantías en el Senado 
italiano, y especialmente, el discurso pronunciado por el Senador Muslo. 



le aajuuieara un lerritorio cualquiera que luese, y que aeoia acri- 
bulimile además la snberania política á fín de colocarlo en condi- 
ciones de alternar con los demás Estados (con lOs que no hubiera 
otro remedio y tuviera el derecho de tratar) como de potencia á po- 
tencia. De este modo resulta Justificable el sofisma de Odilon Ba- 
rrot, el cual, dirigicndoee á la Cámara francesa el año 1849, y tra- 
tándose del Poder temporal del Papa, decía: «Es necesario que 
ambos poderes coexistan confundidos en el Estado romano si se 
quiere que aparezcan separados en el resto del mundoi; y análogo 
concepto expresaba Guizot, cuando decía que era de todo punto 
indispensable que las dos potestades estuvieren reunidas y conjun- 
tas en un paie cualquiera de la tierra. 

Los partidarios de este sistema que no quieren oír hablar, y 
con razón (1), del poder temporal del Papa, encuéntranse en los- 

(1) El poder temporal del Pontificado, más bien para contribuir á 8» 
independencia, faa servido para eaclaviíar á la Iglesia. He aqaf lo que es- 
cribe CEFfKei;: 'Ko puede negarse ciertamente que con respecto al domi- 
nio temporal ul oficio supremo espiritual de ta cristiandad, ha servido en 
utas de una ocasión á loa variables intereses mundanos. En efecto, loe es- 
píritus más religiosos de la Edad Media, no pudieron por menos de reco- 
nocer en dicho maridaje la causa de la degeneración de la Iglesia.' Este- 
autor cita A Dante, (Inferno, XIX, v. 115) y Sis Bebnárdo (De conside- 
ralionf, II, tí, a Eugenio III). 

Teniendo éstos la más recta idea de la posición espiritual del Papa, ?e- 
pronnncian del más acerbo modo contra lo mundano de su imperio. 
Geffien, La condüione del Sommo Pontífice nel diiitto interaationale. 

Si los partidarios de las pretensiones del Papado leyesen y estudiasen 
en laliistoria, la cual enseila cómo la independencia del poder espiritual 
del jefe de la Iglesia ha estado manumitida á fin de conservar los limita- 
dos dominios territoriales; cómo la debilidad misma de) poder temporal 
del Papa le ha obligado más de una vez, no sólo á soportar la violencia de 
los potentados más fuertes que la Sede romana, sino hasta servir de ine 
triimento á los visibles intereses políticos y á sacrificar todo su poder es 
piritual, allí donde encontraba el apoyo de cualquier eoberano; cómo hasta 
la misma falta de una fuerza militar propia hizo indispensable para el Pa- 
pado en ISB luches sostenidas para conservar sus dominios y sus poco se- 
guras conquistas, ta adopción de todo e! arte de una diplomacia exenta de 
escriipulos, y el empleo de toda clase de medios considerados conducente» 
á dicho fin, sin excluir los verdaderamente deplorables; deponer su potes- 
tad espiritual al servicio de sus intereses temporales, usando y abusando 



al deiecho público interno, y aplicar en una palabra al Papa y á 
la Iglesia el derecho común (1). 

yi hemoB de confesar la verdad, se necesitarla escribir mu- 
chas páginas para demostrar cuánta iuexactitud de conceptos 
existe en los razonamientos indicados; pero esto nos apartarla de 
nuestro objeto principal. 

VOSB. No dejaremos, sin embargo, de manifestar, que el error 
principal de esta clase de razonamientos consiste en querer apli- 
car al Pontificado y á la Iglesia romana los miemos principios que 
podrían ser aplicables á las demás Iglesias, sin considerar que la 
Iglesia católica romana es hoy por sí, y jure suo, una persona jurí- 
dica internacional, mientras las demás Iglesias reconocidas ba- 
tíanse lejos de ostentar este carácter. De este error se deriva la 
confusión que existe entre la condición jurídica de la Iglesia ca- 
tólica romana y del romano Pontífice en el orden internacional, 
y la condición jurídica, en el orden del derecho público, de las 
Igleeiae reconocidas en cada uno de los diversos Estados. 

Allí donde, además de la Iglesia católica romana, han apareci- 
do y subsisten diez ó veinte confesiones religiosas, cristianas 
y no cristianas, es donde encuentra su debida aplicación el apoteg- 
ma cía Iglesia libre en el Estado libre», y equivale á expresar la 
libertad de confesiones y del consorcio religioso bajo el imperio 
del derecho común de los Estados aplicable á las asociaciones re- 
ligiosas. En estos países es natural que la Iglesia romana deba 
hallarse, al igual que las demás reconocidas, bajo el imperio del 
derecho común territorial, que regula la libertad de confesiones y 
asociaciones religiosas. 

No debe olvidarse, sin embargo, que teniendo la Iglesia cató- 
lica romana una personalidad internacional, goza necesariamente 



(1) Véase la nota al § 69a 



partiendo de tales premisas, pasemos ahora á dÍEcurrít acerca 
de los derechos y deberes interuacionales de la Igleeia católica ro- 
mana y del Papa. 



cómo los Oobiemos eztrunjsroa carecsu en la ■ctualiiiad d« toda derecho n ÍDg;a- 
rirse en la caesMo roiiiaDS.-1'44. üa el actual estado de cosas no exiüte obli- 
gacián jurídica al gnu* positiva ds derecho iatgrDaciaaal entre Italia y las demás 
üetados.— '>4¡k. Cómo ptKlrían los Gubieroaa ponerae de acuerdo en la determi- 
□ación de loa derechas de U Igledia católica y en los de su jefe. 

904. Expuesto queda cuál es' á Juicio nuestro la verdadera 
base de la condición jurídica internacional de la Iglesia católica 
romana, y por coutiecuencia la de los derechos internacionales que 
á la misma y á su jefe, el Romano Pontífice, corresponden. 

No debíamos, por tanto, repetir que la entidad Iglesia, tal como 
nosotros la entendemos, es la congregación universal de creyentes que 
resulla de la comunión espiHí>ial, aetttal y continua de las almas tmidas 
e» ¡a mistnafe, y en el cumplimiento de la misma ley religiosa, bajo la 
suprema autoridad de un jefe, que2>reside el clero y se hace obedecer 
por éste, y al cual le está asignada la misión de mantener en lodo el 
mundo la unidad del dogma y de las a-ee^icias, lapureza de la moral, y 
de dar la norma á las conciencias de los fieles, ilustrando y predicando 
la ley promulgada por el Fundador; regulando los ritos, las ceremonias 
y las preces; administrando los sacramentos; difundiendo los cáitones y 
la doctrina con el ejemplo y con la persuasión. 

VOS. El primero de loa derechos que, según la naturaleza 
propia de la institución, corresponden á la Iglesia, es el derecho 
de libertad; este derecho debe asistir á la Iglesia, tanto en lo que 
concierne á bu formación, cuanto en lo que respecta al desenvol- 
vimiento de su actividad y á su gobierno. 

La libertad de la Iglesia, bajo el primero de los dos aspectos 
citados, puede compararse á la libertad de los individuos en cuan- 
to á la religión, que como hemos demostrado en el capitulo ante- 
rior, debe considerarse como un derecho internacional del hom- 
bre; por esta razón, tal derecho no puede nunca perder su propia 
naturaleza, aun cuando se le considere como derecho de la comu- 
nión espiritual de hecho, y de la agrupación de los hombres uni- 
dos en una misma fe. 



como cabeza de la Iglesia, le corresponde gozar de una indepen- 
denciü é inviolabilidad personal absoluta en cuanto se re6ere y 
concierne al ejercicio de la autoridad suprema de que se halla íd- 
vestido como jefe de la Iglesia y término de la jerarquía ecle- 
siástica. 

No es posible, en manera alguna, negar al Sumo Pontífice el 
derecho de promulgar (ateniéndose á las fórmulas prescritas por 
la constitución de la Iglesia, en la que nunca puede ingerirse el 
Estado) laa leyes canónicas relativas al dogma y á la disciplina; 
el derecho de convocar, celebrar y presidir los Concilios; el de 
promulgar las reglas de las buenas costumbres y el de la conducta 
interna de los fieles; el de corregir á los malos conminándoles con 
las censuras y penas eclesiásticas correspondientes, ó bien decla- 
rando expnlsadoK del seno de la Iglesia á los pecadores incorregi- 
bles. Ya sean eí^tos actos del Papa contrarios ó favorables á los 
ñnesóálos intereses de los Estados, ya sean del agrado ó desagrado 
de uno ó varios de éstos, ninguno de ellos podría declarar al Sumo 
Pontffíce respontíable, ni censurar siquiera el uso que éste hubie- 
se hecho de BU poder espiritual, sin ofender gravemente la liber- 
tad misma de la Iglesia y la consiguiente independencia é invio- 
labilidad de su jefe. 

Por otra parte, debe tenerse en cuenta que, asi como la inde- 
pendencia puede corresponder, según et derecho internacional, á la 
autoridad suprema que gobierna y dirige la Iglesia. A fin de que 
ésta permanezca siempre en la esfera de su actividad propia, asi 
es necesario admitir que la independencia é inviolabilidad perso- 
nales deben reconocerse como prerrogativas internacionales del 
Sumo Pontífice, con el objeto de que pueda obrar siempre dentro 
de los límites de su competencia jurídica, que consiste en emplear 
su autoridad dirigiéndose á los espíritus y obtener la observancia 
de sus preceptos merced á la persuasión y no al empleo de medios 
externos, coercitivos ó indirectos. 

90S. Aclarado, en la forma que precede, el concepto de la 



rando, merced á su acción tutelar, el restablecimiento de dicho 
derecho, pudiendo á, este efecto resolver, con la más completa au- 
tonomía, qué actoa deben tolerarse y qué otros deben prohibirse, 
y en BU caso castigarse, decIarAndoloa sujetOB á las prescripciones 
del derecho común. 

VIO. Este principio no lo consideramos, sin embargo, apli- 
cable á la publicación de los actos de la Iglesia en general. Dado 
el libre ejercicio interuacional del poder espiritual, no se podría, 
ciertamente, impedir que se pusieran en conocimiento de los Be- 
les los actos de la Iglesia, representada por un Concilio ó por su 
cabeza el Romano Pontífice, Téngase además presente que el Es- 
tado está obligado á declarareo absolutamente neutral é incompe- 
tente en lo que dice relación á la publicación de los actos que se 
refieran al dogma, que conciernan á las creencias ó á la fe, yque 
no haj-an de tener aplicación fuera de la conciencia de los creyen- 
tes, si bien no puede decirse esto mismo cuando se trate de actos 
referentes á la disciplina. En efecto, la potestad eclesiástica pue- 
de, al dictar las normas ó reglas de disciplina, excitar á los fieles 
á que se opongan al derecho público del Estado ó á sus leyes ci- 
viles ó políticas. Sin embargo, dado nuestro modo de pensar 
acerca de este punto, no deducimos de aqui la necesidad de admi- 
tir que los Gobiernos puedan con verdadera y completa autonomía 
decidir si se ha de permitir ó prohibir la publicación formal de 
los actos de la segunda categoría. El mejor partido que entende- 
mos podría adoptarse sería el de consentir libremente la publica- 
ción y juzgar después con arreglo á las prescripciones del derecho 
común á los fieles que, en ejecución de tales reglas dictadas por 
la Suprema autoridad eclesiástica, obraren en oposición ó menos- 
precio del derecho territorial; puesto que ai un Gobierno adoptase 
el sistema de prohibir, en general, la publicación formal de tales 
actos, no se le podría conceder derecho para ello, aun cuando ale- 



conveitido en una provincia aneja al reino de Italia? 

De esta premisa deduce el citado escritor, que los ministros 
acreditados cerca del Komano Pontífice por los Gobiernos extrao- 
jeros, tienen derecho d ser considerados como revestidos del carác- 
ter de Ministros públicoB extranjeros, solamente en cuanto el Go- 
bierno italiano ha concedido al Papa el derecho de legación con la 
ley de garantías de la Santa Sede de 1871 , y que es también potes- 
tativo en esta nación el considerar, si lo tuviere por convenien- 
te, como personas privadas á estos ministros, y sujetarlos, por 
tanto, & las prescripciones del derecho comün (1). 

Por el contrario, el Cardenal Jacobini, en la nota publicada en 
el año 1882 á propósito de la sentencia del Tribunal de segunda 
instancia de Roma, en la causa Theodoli-Martinucci, sostiene que 
el Papa no ha estado jamás privado de la soberanía dejare ei de 
fado; de jure, á causa de no haber renunciado nunca á la soberanía 
de Roma ni de la Provincia pontificia, y defacto, por cuanto viene 
ejercitando y actualmente ejercita el derecho de legación, el cual, 
así como no puede ejercitarse eí no existe un soberano y realmen- 
te se ejercita por el Papa, que recibe y envía ministros, presupone 
el hecho de hallarse el Sumo Pontífice en el ejercicio efectivo de 
los derechos de soberanía; viniendo, además, á reconocerse con el 
envío de ministros por parte de los Estados extranjeros, que el 
Papa disfruta actualmente del ejercicio de los derechos de sobe- 
ranía (2). 



(1) EsFERSON, Diyitto dif>lomático, %§ 61 y 52. Véase además Piudibr- 
FoDKRii, Cours de Droit dtplomatiqtie, tomo I, pág.'195, y nuestra moao 
grafía publicada en el Digesto italiano: lAgenti diplontafid>, § 22. 

(2) El periódico La Rasgegna reprodujo en su numero del 6 de Diciem- 
bre de 1882 un extracto de la nota del Cardenal Jacobini publicada en nn 
periódico alemán. 



pecto al derecho publico territorial, y qae por el objeto y fin 
á que deberían hallarse encaminados, constituirían parte del de- 
recho público territorial, siendo, en una palabra, cosas tempo 
rales y mudables, como lo Bon todas las materias que se refieren al 
derecho territorial. 

Pero como quiera que esto podría ser insuficiente alguna vez 
y siempre será útil el hacer menos frecuentes los casos de resis- 
tencia y facilitar las negociaciones, de aquí que cada uno de Iop 
Gobiernos pudiera, en interés de los asuntos públicos, entrar en 
negociaciones directas con el jefe de la Iglesia, merced al estable- 
cimiento de legaciones permanentes o el envió de Ministros acre- 
ditados. 

Vl'flt Ahora bien; no podemos, en verdad, comprender cónic) 
tal derecho pueda negarse á los C-iobiernos y á la Iglesia, ni mucho 
menos el que para ejercitarlo haya de ser necesario el beneplácito 
del Gobierno italiano; ó, como dado el ejercicio actual de tal de- 
recho; pueda hallaree en esto algo que implique el ejercicio del 



das por el derecho internacional, el cual debe naturalmente regir 
de igual modo la? relaciones entre el Estado italiano y los repre- 
sentantes de loa Estados extranjeros. 

Es cierto que si el Papa quisiera enviar representantes cercar 
de los Gobiernos extranjeros, en su calidad de soberano de Roma, 
ó que si los Estados extranjeros tratasen de acreditar ministros- 
cerca del Sumo Pontlíice en su calidad de Rey de Roma, no po- 
drían legitimarse tales pretenaionee á los ojos del derecho inter- 
nacional moderno, siendo así que de la situación jurídica del Pa- 
pa, como ex rey de Roma, no se puede discurrir de otro modo que- 
del que podría tratándose de cualquier príncipe legítimamente 
desposeído en virtud de un plebiscito. Nadie puede ejercitar 
los derechos de soberanía política en las relaciones internacio- 
nales sino es de jure y de fado soberano electivo de un Esta- 
do; y de igual modo que se violarla el derecho internacional 
por el hecho de acreditar un Estado un representante cerca del 
ex rey de NápoleB Francisco de Borbón ó recibiendo un ministro 
enviado por éste, violado quedaría por el hecho de acreditar 
ó recibir un enviado del Papa como ex rey de Roma, con el 
carácter de tal, ó por el de recibir el Papa, como ministro pú- 
blico, á un enviado de un príncipe desposeído de su soberanía. 

Por el contrario, reconociendo, como realmente sucede, que las 
relaciones internacionales entre el Jefe déla Iglesia y los Gobiernos, 
extranjeros resultan de la misma naturaleza de las cosas; que la 
facultad de proveer y mantener dichas relaciones es un verdadero 
derecho de la Iglesia y de cada uno de les diferentes soberanos 
constituidos; que tal derecho puede llegar á tener efectividad 
práctica merced al reciproco acuerdo de las partes; que en caso de 
hacerse efectivo, en virtud de lo manifestado, no puede consi- 



(|ue permita considerarle como ejercicio de soberanía política, 
dando margen á las infundadas pretensiones del Pontificado, que 
aíitma tratarse del actual ejercicio de los derechos inherentes é 
laBoberania temporal. 

Todo lo que el Estado italiano tenia derecho á hacer é hizo en 
virtud de la ley de garantías, consiste en asumir el formal empeño 
de garantir en el territorio del reino á los enviados de Iob Gohier- 
noB extranjeros cerca del Papa las prerrogativas é inmunidades 
correspondí en tea á los agentes diplomáticos en general y con arre-, 
glo á lo que establece el derecho internacional, garantizando tam- 
bién á los enviados de Su Santidad cerca de los Gobiernos extran- 
jeras las prerrogativas é inmunidades usuales, que según el dere- 
cho internacional corresponden á los Ministros públicos que se 
dirigen al punto de su destino. 

No puede decirse que esta formal obligación constituya una 
obligación vana y de ningún efecto en el orden de ideas por nos- 
otros expuestas. En efecto; á los Ministros públicos que atraviesan 
el territorio de un tercer Efetado para dirigirse al punto de eu des- 
tino, no les asisten, según la opinión de la mayoría de los publi- 
cietiu, los mismos derechos y prerrogativas que les correspondería 
ejercitar en el lugar de su destino respectivo (1). Además, según 
Ice principios más comunmente admitidos, así como el earáctei 
publico de los Ministros extranjeros, del cual so derivan todos loe 
derechos y prerrogativas, no ae entiende adquirido sino por e" 
cho de la presentación de credenciales (y adviértase que sola- 
mente con respecto al Estado á quien se hace la presentación), de 
aqni se deduce que el Ministro de que se trate no puede pretende) 
el ejercicio de aquellos derechos y prerrogativas fuera del territo- 
rio del Estado á que haya sido enviado. El tercer Estado no se en- 



(1) ViTTEL, §g 84 y 85; PbadiebFodkré, notaé Vattel y Coiirs de droU 
diplmalique, tomo II, pág. 33; Hefftrr, Droit intemntional, § 207; Calto, 
Droit ÍKlemational, g 901. Véase también nuealra mcnogratfa acerca de 
los lágfnti diptomaticit, %% 318 y B¡gn¡eiites del Digesto italiano. 



honores correspondientes á la pública dignidad de que 
tran investidos. 

VIB. Esto supuesto, es fácil comprender cómo Italia no po- 
día regatear al Papa el derecho de legación, ui decidir si á los en- 
viados de los Gobiernos extranjeros cerca de la Santa Sede había 
de aplicárBeles ó uo las prescripciones dei derecho internacional, 
aplicables á los Ministros que atraviesan el territorio de un tercer 
Estado. Lejos de epto, estaba facultado para conceder á loa envia- 
dos extranjeros acreditados cerca del Sumo Pontífice el derecho de 
estDblecer libremente su residencia eu territorio italiano, y consi- 
derarlos, no como Ministros que atraviesan el territorio de un ter- 
cer Estado, sino como investidos de todas las prerrogativas. i nhe- 
rente^i á los Ministros extranjeros acreditados cerca del soberano 
de Italia. Con tales concesiones, los Ministros extranjeros acredi- 
tados cerca de la Santa Sede han podido establecer fácil y libre- 
mente la residencia de la legación en Roma y disfrutar de todos 
loe honores, derechos y prerrogativas de los Ministros acreditados 
cerca dei Gobierno de.S. M. el Rey de Italia, en vez de disfrutar 
las únicas prerrogativas que con arreglo al derecho internacional 
les corresponderían, dada su condición de enviados extranjeros 
que atraviesan ó residen accidentalmente en el territorio de un 
Estado cerca de cuyo Gobierno no están acreditados. 

De este modo y sin obligar á los enviados del Papa á obtenei 
el previo consentimiento del Gobierno italiano para poder atrave- 
sar el territorio del Estado bajo la tuleia del derecho internacio- 
nal aplicable á los agentes diplomáticos, la citada ley les ha pro- 
curado las ventajas enumeradas concediéndoles todas las eonside 
raciones, derechos y prerrogativas inherentes á su alto cargo de 
enviados del Sumo Pontífice cerca de un Gobierno extranjero. 

•t 9. Pasemos ahora á ocuparnos en los pretendidos derechos 
de soberanía del Papa. 

Ninguno de los derechos de soberanía temporal puede hoy día 
reconocerse al Pontífice, y opinamos que coustitiij-e un verdadero 
contrasentido jurídico el admitir que el Papa, después de la situa- 
ción en que pe halla por efrctc. de la fuerza de los acontecimientos. 



JacióD á las peraooas y bienes de Iob paisanos. Todo esto puede ser 
objeto de capitulación y, por tanto, entrar dentro de la competen- 
cia del jefe del ejército, por cuanto á éste corresponde la fa- 
cultad de tratar y convenir acerca de todo lo que se refiera á la 
posición de lOB ejércitos beligerüntes, á las operaciones militares 
y á las necesidades originadas por los hechos de armas. 

Todos los publicistas háUanse conformes en admitir que, cor^ 
arreglo á los preceptos del derecho internacional y del honor mili- 
tar, los pactos celebrados, mediante capitulación, deben observar -^ 
se fielmente y cumplirse de buena fe (1); pero ninguno ha opina- 
do jamás que los pactos y condiciones estipulados en una capitula- 
ción en que se regularen intereses militares eventuales ó tempora- 
les pudieran ser interpretados como pactos relativos á la constitu- 
ción política y al estado y condición jurídica de los habitanles det 
territorio capitulante, Hallarlase verdaderamente fuera de la com- 
petencia de !a autoridad militar beligerante el pactar en una ca- 
pitulación pormenores referentes á la condición política y admi- 
nistrativa de los habitantes de dicho territorio. Esto puede ser ob- 
jeto de un tratado de paz ó de un tratado de cesión celebrado en- 
tre dos soberanos; y sería un verdadero absui-do el confundir una 
capitulación, que se reduce pura y simplemente á una convención 
de derecho internacional, con un tratado internacional verdadero 
y propio (2). 

Los principios relativos á esta materia han sido fijados conve- 
nientemente y determinados de una manera concluyente por el 
legislador en el reglamento para el servicio del ejército italiano en 

(1) Véase Bluntschli, Droit intemational, § 6B7.— Phíllimorb, Inter- 
national Law, volumen III, § 132.— Calto, Dictionnaire de Droit interna- 
Üonal, tomo I, pág. 122.— Véase también latrvzioni per le ármate áf gli 
Stati Oníti, § 145; Regolamento di aervizio in guerra per le trappe Üuíiane, 
art. 1.158; Le leggi della guerra, dechiarazione de Smxelles, § 46. 

(2) He aquí lo que escribe Calvo: <E1 jefe de las tropas que amenazan 
6 sitian una plaza está facultado para incluir en la capitulación condicio- 
nea referentes á las operaciones militares, á las personas y bienes de los 
soldados de la guarnición ó de los habitantes; pero no paiapacttir esttpu- 
lacián de ninguna clase relativa á la conaÜtitción política ni á la adminie- 
íracirfnde laplaia que capitula.t Obra citada, pág. 123. 



como á la Buprema poteetad de la Iglesia no pnede competer el im- 
perium, la pública amioritas y la jurisdiclio en el sentido mencio- 
nado, aeí aparece evidente que no pueden corresponderle en ma- 
nera alguna los derechos de soberanía temporal. 

Wt. No vale aducir en contra que á la Igleaia compete tam- 
bién la jurisdicción y el imperium. No pretendemos negar ni una 
cosa ni otra en cuanto ae limite la añrmación indicada á la 
esfera espiritual. Pero es menester reconocer (como declaran los 
mismos escritores de derecho eclesiástico) (1), que la jurisdicción 
Correspondiente á la Iglesia es la que ee llama jurisdicción impro- 
pia, la cual consiste en la facultad de establecer los cánones, de- 
cidir las controversias relativas á la doctrina y á la íe, instituir y 
gobernar el clero, y conminar con las penas eclesiásticas, todo lo 
cual uo supone en la potestad eclesiástica la menor parte del poder 
coercitivo ni por acción directa ni por acción indirecta, como 
ocurriría con la que recibicie el apoyo del brazo secular con el fin 
de asegurar el respeto de sus decretos ó con el de ejercer una ac- 
ción tutelar sobre el ejercicio de sus derechos espirituales. 

El Sumo Pontíñce puede conminar con penas; pero no puede 
ejercer la facultad coactiva necesaria para exigir bu cumplimiento. 
Puede anatematizar al que no observe y cumpla sus mandatos; 
ro no puede, en último término, adoptar más expediente que el 
de declarar á los fieles incorregibles fuera del seno de la Iglf 
Ahora bien: si los requisitos indispensables para el ejercicio de 
los derechos de soberanía temporal ó política faltan absolutamea' 
te en el Sumo poder de la Iglesia, ¿cómo podría sostenerse que 
ba atribuirse á éste tal soberanía? 

Como consecuencia de tales premisas, aun considerando la su- 
ma potestad correspondiente al Sumo Pontífice con relación al 
Vaticano en que actualmente reside y á las personas que en el 
mismo moran, no ee posible en manera alguna admitir que tal 

(1) FLEUBr, Imtitulions dit droil ecdesiastique. Parte 3>, cap. I. 



en materia civil como en materia penal, y por consecuencia el de 
nombrar jueceB, y la facultad de exigir el cumplimiento de las 
sentencias y el de celebrar tratados. 

Habría que ger lógicos y decir que es cierta la existencia de un 
Estado Pontificio, restringido cuanto se quiera imaginar en angos- 
tos confínes, pero siempre Estado Pontificio, porque no podría 
concebirse soberanía política sin Estado, siendo así que no podría 
suponerse un público poder político que no encarnare en un orga- 



Ahora bien: según el derecho y según los hechos, el Estado 
Pontificio no existe aun cuando después del plebiscito de los ro- 
manos, el Papa se encuentre, con respecto & su dominio temporal, 
en la misma situación jurídica que el ex duque de Módena y que 
el ex rey de Nápotes. De donde resulta, en nuestra opinión, evi- 
dente, que la ley de garantías, sin destruir el derecho moderno y 
desconocer los hechos, no podría, en el caso de que el Parlamento 
italiano hubiere tenido tal intención, conceder al Romano Pontí- 
fice la soberanía política; y decimoa que no podría porque ningún 
legislador está facultado para alterar en sus leyes internas los 
principios del derecho internacional, y seria alterarlos y descono- 
cerlos absolutamente, si se pudiere en el consorcio humano crear 
una soberanía política sin el correspondiente organismo político, 
una potestad que tuviere el imperium y l&jurisdidio, sin territorio 
y sin ciudadanos. 

Hemos querido sentar como premisas estas declaraciones para 
quitar importancia y concluir con todo lo que se dijo por unos y 
otros autores y publicistas, cuando se discutió la ley de garantías. 
M&. Examinemos ahora si las prerrogativas personales in- 
herentes á los soberanos deben corresponder al Papa. 



ei oinoao. 

I Aquél á quien corresponde la dirección de las concienciaí<, tiene 
I i;'recho á defender la incompetencia del poder político con rela- 
wiiátoque pertenezca á las cosaa sagradas, por ser lo uno ele- 
B»to esencial de lo otro, y por poderse resumir todo en el alto 
'icepto de la Ube}iad de la Iglesia. 

'M. De lo anteriormente expuesto se desprende que la iii- 
ílabilidad, la irresponsabilidad y la exención de la jurisdicción 
■ linatia, que competen á la persona que representa al Estado y 
^iHecorreaponden en cuanto ejercita el sumo Poder público, de- 
íiconcedetse igualmente al Papa, por cuanto representa, como 
■!( de la Iglesia, la Suprema Potestad eclesiástica; pero que tal 
'"¡ormidad de condición jurídica entre el Jefe del Estado y el Jeíe 
Dtncho int. público.— Touo II, 9 



i'otestad eclesiástica, en cuanto eBia ejercita su ministerio espiri- 
tual, sea un derecho inherente á ella, que tenga bu fundamento en 
los principios de libertad y de justicia sobre que se basa la más 
inviolable y preciada de las libertades humanas, la libertad de re- 
ligión; ni que este derecho de inviolabilidad haya de ser guardado 
y garantido, de la misma manera que debe serlo el que igualmen- 
te corresponde al soberano que representa el principio político y 
la majestad misma del Estado. 



ves* En el orden de los principíoB generales podríase sostener 
que no habla inconveniente en admitir que no debiera aplicarse ex 
cepción alguna á la irresponsabilidad por la consideración de que 
en cualquier tiempo que el Surao Pontífice pudiere ser obligado i 
responder personalmente ante la jurisdicción ordinaria de sus pro 
pios actos, ejecutados fuera del ejercicio de su ministerio espiri- 
tual, resultaría BU independencia dudosa y efímera. Podría, en efec 
to, el poder público encontrar razones ó pretextos para someter al 
jefe de la Iglesia á la juri^icción territorial y, ejerciendo presión 
bre él, cohibir el libre ejercicio de ru poder espiritual. Podríase r 
tener además que, según el orden natural de las cosas, no es pre- 
sumible que el Sumo Pontífice resultare culpable de delitos comu- 
nes, y que para evitar mayores inconvenientes y no comprometer 
BU independencia, Berla más conveniente admitir su inviolabilidad 
con el carácer de absoluta bajo todos conceptos. 

Podría añadirse á esto, que si el Sumo Pontífice, Bin cometer 
delitos propiamente dichos, se extralimitase de su esfera juridica 
de acción y empleare su autoridad suprema espiritual en atentar 
at régimen interno de un Estado, éste tendría medios suficientes 
de atender á su propia conservación y seguridad sin necesidad de 
combatir personalmente at Papa. El poder político encontrarla se- 
guramente manera de impedir la publicación de las disposiciones 
canónicas susceptibles de producir perturbación en el orden inter- 
no, y en todo caso podría ir contra las pereonas que por efecto de 
tales excitaciones hubieren atentado á la seguridad del EBtado y 
comprometido el orden público. Podría sostenerse, por último, que 
la inviolabilidad concedida álos Soberanos es amplia y completa, 
por la suprema necesidad de conservar las instituciones políticas y 
el derecho social, y que asi deberla ser también la inviolabilidad 
del Jefe de Ic Iglesia. 

Argumentos pon éfitos de gran peso ciertamente, pero á los que 
pueden oponerse los siguientes: si h irresponsabilidad del Jefe de 
la Iglesia debe reconocerle en cuanto el Papa personifica la supre- 



por efecto del Plebiscito, de igual modo que ocurrió al Duque de 
Módena y al rey de Nápolee. Al Papa le quedó, sin embargo, su 
calidad de Jefe de la Iglesia católica, y como tal, revestido de su 
carácter de personitícav la Suprema Autoridad eclesiástica, le co- 
rresponden ciertos derechos, que son inherentes á loe soberanos. 
Ahora bien: de que tales derechos se hayan afirmado y garantido 
por la ley del año 1871, no se deriva el infausto error, que algu- 
nos han pretendido deducir, de que la ley italiana haya conserva- 
do al Papa una determinada parte de soberanía. 

93S. La soberanía, según el concepto que se tiene de ella en 
derecho público é internacional, no se puede efectivamente dedu- 
cir del citado art. 1.°, porque éste no contiene otra cosa más que 
la afirmación de una prerrogativa inherente á quien personifica en 
sí la Suprema Potestad eclesiástica, que no podría desconocerse 
sin atentar gravemente á la libertad de la Iglesia y á la indepen- 
dencia de su Jefe. 

La soberanía no puede deducirse de lo que dispone el art. 2.°, 
el cual sanciona para el atentado contra la persona del Pontífice y 
para la excitación á cometerlo las mismas reglas establecidas para 
el atentado contra la persona del Rey y para la proposición á come- 
terlo, porque como ya hemos dicho, á la tutela de los derechos y 
de las prerrogativas del Papa debe proveer cada una de las legis- 
laciones internas según las exigencias y los intereses sociales. De 
modo que no puede por menos de reconocerse que, así como con 
ocasión de la alta dignidad tradicional y secular del Papa y de bu 
situación especial en Italia, en que la mayoría de la población per- 
tenece á la religión católica, un atentado contra la persona del 
Papa ocasionaría una grave y excepcional perturbación, así el le- 
gislador ha reconocido la necesidad de castigar semejantes atenta- 



número de servidores armados proporcionado al ña á que se desti- 
nan, es decir, á la guarda del Papa y á la custodia de sub pala- 
cios; siendo conveniente agregar que tal disposición constituye urt 
homenaje á la alta dignidad del sumo Pontífice y que las personas 
adscritas á su servicio no se sustraen á las prescripciones del de- 
recho común ni & las obligaciones impuestas á los ciudadanos. 

Por último, la verdadera soberanía no puede derivarse de lo 
consignado en los artículos 7." y 8." de la ley de garantías, ó sea 
la exención de la jurisdicción ordinaria de loe palacios y lugares 
de habitual residencia del Sumo Pontífice, los de residencia tem- 
poral, y aquellos en que se encontrare reunido un Concilio Ecu- 
ménico ó un Cónclave y la prohibición de proceder á registros ni 
secuestros de papeles 6 documentos en las odcinas y congregacio- 
nes pontificias revestidas de atribuciones mei-aMenle espirituales. 

Es evidente que si para garantir la completa independencia de 
los ministros públicos extranjeros ee admite generalmente la ex- 
traterritorialidad de la casa ó edificio en que radica la legación, 
tratándose de garantir la inviolabilidad del Sumo Pontífice en el 
ejercicio de su poder espiritual, no se podía hacer menos que de- 
clarar inaccesibles á las autoridades del Estado los lugares que 
el Papa tenga por conveniente ocupar. 

Si se hubiere introducido una excepción á esta regla; si el po- 
der político hubiese podido, bajo un pretexto cualquiera, penetrar 
en los lugares en que la autoridad eclesiástica, asistida de las per- 
sonas afectas á la administración, provee al gobierno de la Iglesia, 
la independencia del Jefe de ésta resultaría evidentemente desco- 
nocida é impedido el libre ejercicio del poder espiritual que le 
corresponde. 

V33. Dejando aparte el modo con que el legislador ha pre- 
visto, y el discutir si la ley, tal como se halla redactada, responde 
al fin á que se destinaba y si con ella se encuentran garantidos en 
la actualidad los intereses del Estado, aun cuando esta discusióo 



labra, nosotroB dob encontraríamos, pues, en condiciones de resol- 
ver la cuestión, no con arreglo á los principios del derecho inter- 
nacional, sino de conformidad á loB del derecho público luterDO. 

Séanos permitido formular otra hipótesis: 

Consideramos, en verdad, como tal el suponer que los cardena- 
les, reunidos en cónclave, estuvieren de tal modo excitados por el 
eepíritu de partido, que en vez de dípcutir con calma, promovie- 
ren un altercado y pasaren á las vias de hecho, de tal modo, que 
en el lugar ea que se encontraren reunidos, resultase una con- 
tienda. 

Supongamos también, que se hubieren elegido al mismo tiem- 
po dos Pontífices, y que con ocasión de considerarle uno y otro in- 
vestidos de la suprema autoridad eclesiástica, pretendiere uno de 
ellos expulsar al otro de los palacios apostólicos ó del Vaticano. 

¿Podría sostenerse que, en cualquiera de ambas extraSae bipó- 
teEisü otra semejante, el derecho territorial debiera considerarse 
sin ninguna autoridad sobre el local que, según la ley de garantías 
de la Santa Sede, se encuentra exento de la jurisdicción ordinaria? 

Esto parece verdaderamente insostenible con arreglo á dere- 
cho. No es posible, en efecto, imaginar una parte de territorio, 
qne se encuentre absolutamente y bajo todos conceptos sustraí- 
do al imperio de la soberanía territorial. 

Hemos demostrado que el dominio territorial de los Romanos 
Pontífices ha cesado completamente, y que no puede concedérsele 
parte alguna por pequeña que sea, siendo así que corresponde en 
la actualidad íntegramente al soberano italiano; y así como se 
ejercita sobre todas y cada una de las regiones del territorio que 
se encuentran comprendidas dentro de fronteras italianas, asi 
ninguna de estas regiones puede considerarse eu manera alguna 
ni bajo ningún concepto sustraída al imperio de la legislación ita- 
liana. Esta legislación ha prohibido que el ejercicio de los pode- 



destinarge A fines diversos. Habiendo, pues, provisto loa casos or- 
dinarios, según la naturaleza de las cosas y la institución de Ja 
Iglesia y del supremo poder eclesiástico, no pueden reputarse las 
disposiciones de la ley de garantías aplicables á los hechos impre- 
vistos é imposibles de prever. De donde resulta que, en cualquier 
momento que tales hechos acaecieren en los lugares mencionados, 
que, por razón de encontrarse en el espacio limitado por lae fron- 
teras italianas, hállanse sujetos al imperio de la soberanía territo- 
rial, debieran estarlo también al derecho territorial, del mismo mo- 
do que ocurre con los hechos imprevistos por la ley vigente en el 
territorio del reino. 

De todo lo expuesto y demostrado anteriormente, resulta evi- 
dente, á nuestro entender, el verdadero concepto de la condición 
jurídica del Papa en frente del Estado, y el de la extraterritoriali- 
dad de los lugares en que el Papa reside. No puede admitirse qa© 
el Pontífice posea una mera soberanía honorífica, ni que la invio- 
labilidad de BU persona sea un mero derecho honorífico, sino una 
prerrogativa positiva y sustancial que corresponde al Papa, de 
igual modo que al Rey. Necesario es no olvidar que esta prerro- 
gativa no iguala, sin embargo, al Pontífice con los soberanos de 
los Estados extranjeros, porque aun cuando uno y otros la posean 
de idéntica manera y exista analogía de derecho, es, sin embargo, 
esencial y eustancialmente diverso el título de que se deriva. 

La extraterritorialidad, pues, de la residencia del Papa no puede 
considerarije de otro modo que como aquella que, por diversos tí- 
tulos, se concede á determinadas localidades que, sin embargo de 
hallarse dentro de las fronteras italianas, eucuéntranse sustraídaB 
ala acción del poder ordinario de la soberanía, como ocurre, por 
«jemplo, con los buques de guerra extranjeros anclados en puertos 
italianos. Tal extraterritorialidad debe reputarse siempre como 



tir, que el Pontífice defa« coaetítuirse en juez supremo de la ad- 
miniBtración íuterna, incluBO para aquello que concierue á lae di- 
ferencian patrimoniales entre lae congi^acionee y loa organismos 
encargados del ejercicio del poder espiritual. 

No pueda decirse lo mismo de lotí actos administrativos de los 
citados organismos, cuando entran efectivamente en el campo do 
las relaciones del derecho privado y contraen ó asumen obligacio- 
nes ejecutando actos de gestión en !os que sean parte los particu- 
lares. Estos actos, asi como por su naturaleza no constituyen nada 
de lo que respecta á la organización de la Iglesia ni á la necesaria 
independencia del gobierno eclesiástico, no pueden tampoco re- 
girse por los miamos principios. 

tai* Las razones por las que los actos de administración con- 
cernientes al gobierno de la Iglesia deben encontrarse exentos de 
la fiscalización de la autoridad judicial, no exieten con respecto á 
aquellos que no es posible considerar bajo ningún concepto como 
actos propios del Gobierno eclesiástico. No podrían consideraiee, 
en efecto, como tales los actos de una congregación que teniendo 
necesidad de efectuar ciertas reparaciones en el palacio en que se 
encontrare establecida, diere comisión á un contratista ó ajustare 
con un comerciante los muebles ü objetos indispensables, ó bien 
celebrare con un tercero un contrato de arrendamiento de servi- 
cios. Supuesto que con ocasión de tales relaciones de derecho pri- 
vado surgiere una controversia, no habria manera hábil de soste- 
ner que su decisión estuviere fuera de la competencia de la juris- 
dicción ordinaria. 

No es ciertamente incompatible con la independencia garanti- 
da al Gobierno eclesiástico el que las relaciones de derecho priva- 
do se encuentren sujetas al derecho común, ni puede afirmarse 
que en todos aquellos casos en que la administración de la Santa 
Sede aparezca como parte en un contrato se encuentre compróme- 



tiene por eeto, sin embargo, el carácter de ley intemncional, como 
algunos creen, ni ha constituido para Italia una especie de servi- 
dumbre internacional (2). 

No puede afirmarse, en efecto, que pierda la naturaleza propi» 
y el carácter de ley interna, aquélla en que el legislador proclama 
la norma correspondiente ¿ ciertas relaciones que tienen, desde 
determinado punto de vista, carácter internacional. No pueden 
considerarse verdaderamente como leyes internacionales las con- 
tenidas en las diversas partes de la legislación italiana en que Be 
han establecido, proclamado y sancionado ciertos principios de 
derecho inteniacionai; como no puede decirse tampoco que revis- 
tan tal carácter las disposiciones del Código de la marina mercan- 
te, que proclaman y sancionan loe principios de neutralidad, obli- 
gatorios para los italianos. 

No es por lo tanto cierto que, cuando un Estado con actos uni- 
laterales proclama principios de derecho internacional, sancio- 
nándolos por leyes fundamentales ó especiales, adquiera el com- 
promiso de observar y garantir loa principios por él sancionados y 
de darles carácter obligatorio, mientras no se deroguen ó modi- 
fiquen tales leyes. En otros términos, la ley que sanciona princi- 
pios de derecho, referentes á relaciones internacionales, no puede 
considerarse de «tra manera que como perteneciente á la legisla- 
ción interior del Estado que la promulga; mientras tanto que la 
ley se baila vigente, la observancia de los principios Fancionado» 
por ella debe reputarse obligatoria para el Estado y para los ciu- 
dadanos del mismo, aun en aquello que pueda referirseá sus debe- 
res jurídicos en las relaciones exteriores. 

Aplicando lo anteriormente expuesto á la ley de garantías de 



(1) Véase ScADUTo, Guarentigie pontijicie, y Palma, ^uestioni costilucto- 
nali; la éovranilá persónate del Fapa. 

(2) Véase el citado artículo do Bonohi en la Sueva Antología. 



necesaria iodependeocia de su Jefe en el ejercicio de su poder es- 
piritual.Y no podría, porque aquéllos que hemos demostrado ser 
loe derechos de la Iglesia católica, corresponden á la misma jure 
suo, y no pudieudo considerárseles como una concesión generosa y 
PoluDtaria del Estado, no pueden arrebatarse ó desconocerse ó, una 
ni á otro sin causar grave ofensa á los altos principios de justi- 
cia que deben regular la organización y las condiciones necesa- 
rias de existencia y de desarrollo de la institucióu del consorcio 
religioso. 

9AÍ. En el actual estado de cosas no puede decirse que exis- 
ta ninguna obligación jurídica positiva de derecho internacional 
entre Italia y los demás Estados en cuanto al reconocimiento y 
garantía de los derechos de la Iglesia y la inviolabilidad de su jefe 
dentro de tales ó cuales límites, porque una obligación jurídica 
positiva entre loe Estados no puede nacer sino en virtud de un tra- 
tado estipulado entre loa mismos, que debiéndose reputar jurídi- 
dicamente obligatorio respecto á los signatarios, darla origen, con 
relación también á loe miemos, á una verdadera y propia obliga- 
ción jurídica positiva de derecho internacional. Existe por lo de- 
más, de parte de todos los Estados extranjeros, un interés interna- 
cional en garantir la libertad de la Iglesia catótica y la indepen- 
dencia de su jefe el romano Pontífice. 

Los derechos de lu Iglesia y del Pontificado deben, por tanto, 
en el actual estado de cosas reputarse como bajo la protección co- 
lectiva de todos loe Estados clvilee, como lo están igualmente 
los derechos internacionales del hombre y los de los Estados 
que no han sido reconocidos mediante el consenstts gentium, y 
convertidos en derechoe garantidos por la ley positiva interna- 
cional. 

V-flíb. A fin de alejar toda controversia y de definir los dere- 
chos correspondientes á la Iglesia católica {los cuales deberán en 
lo sucesivo atribuirse igualmente á todas las confesionee religioBae 



(océano, alta mab) 



T&l> La libertad tiet mar Begún el derecho romano — Tiltítt DiecuaíoneB en loi 
tiempos modernos. -TAS. Orocío defiende la nhertad del mar.— ■>&<!. Combi- 
teUSelden— l&a. Política de Inglaterra.— T A*. Doctrinii de Icis escritores 
del siglo passdo.— TAT. Estado de la cuestión en nuestro tiempo.— ISS. Opi- 
ni6D de Calvo.- TA*. Aspiracián de Rusia.-ICO, Regrls.-Vaa. Libertad 
déla pesún,— TAC. Regla.— TC3. Prohibicida do ejercer In junsdiceiAn en 
atU mar.- TS4. Necesidad de prevenir lus desórdeDos y los peligros.- W!t. 
Misión de loa bnqnes de guerra.— TM. IndagsciAa de la nacionalidad da loa 
buques— T^T. Principios que rigen acerca de este puDlo, según el derecho 
estricto. — TSS. Reglas.- TM. La ísdagación ds la naciüDalidnd aoes un ver- 
dadero derecho.— TT*. Derecho de aproiimarBe á un barco.— TTI. Doctrina d«1 
Tribunal americano: observaciones.— TTS. Procedimiento en caso de soapecbk 
de piratería. — T13. Medios de impedir los peligros de la navegaciíJn. — TT4> 
Regla general.-TTA. Reglas especiales.— TTS No puede abusarse de Is li- 
bertad del mar, — ITT. La libertad del mar durante la guerra. Referencia. 

I&l. Queriendo distinguir los romanos las cosas bajo el pun- 
to de vista de su condición jurídica, lo Terifícaron en la forma si- 
guiente: qvaedam enim natarali jure fomitiunta sunt omnium; quaedam 
publica, giiaedam sunt universitatis, quaedam nultius pleraque singulo- 
rum (1). Incluyeron entre las cosas comunes: el aire, el agua co- 
rriente y el mar. Naturali jure communia sitnt otnnium Itaec: aer, aqua 
proñuens el more (2). Resulta que los romanos, á pesar de conside- 
rarse como los dominadores del universo, no negaron á los demás 



(o) Para facilitar su inteligencia y que predomine un orden fijo, respecta de las 
citas textuales iraascritaa por el autor eu diversos idiomas, las hemos tradacido to- 
das al csstell ano, etcepto las latinas; y respecto de Isa sotas hsmos hecho lo mismo, 
á excepcifin de ios títulos de algunas obrss escritas en latín, inglés ó alemán que 
DO hsn sido traducidas á otros idiomas. 



sjes aspire á un derecho excluBÍvo, y prohiba & otras tomar parte 
»en ella. Si éstas obedecen á la prohibición con evidentes señales 
sde asentimiento, renuncian tácitamente á su derecho en favor de 
«aquella, y fundan uno que puede hacerse valer legítimamente 
Hcontra ellas sobre todo cuando está confirmado por un prolonga- 
ido uso» (3). 

VftV. JSl camino recorrido en nuestro siglo respecto de los 
principios del derecho ha sido tanto que no hay en la actualidad 
nadie que ose sostener en la práctica, no ya la teoría de aquellos 
que admiten cierto derecho de propiedad sobre algunas partes del 
mar, pero ni siquiera la teoria de Vattel, que concluye destruyen- 
do con un razonamiento mal fundado loque tan explícitamente 
asienta él mismo como principio. 

Considérase hoy como regla apenas discutible de derecho in- 
ternacional, que la alta mar es libre, y que el de servirse de es- 

(1) De dominio maris, obra pablicada en 1702. 

(2) De jure natarae el genliutn, libro IV, cap. V, § 7.". 

(3) Lib. I, cap. XXIII, § 286. 



la soberanía territorial. 



DE LOS ESTRECHOS 

99V< Hay estrechos que sirven como paso á un mar interior, 
y otros que ponen en comunicación dos mares libree. Los prime- 
ros pueden estar bajo el dominio del Estado á que dicho mar per- 
tenece; los segundos se hallan en la categoría de las cosas que, 
como declan los romanos, naturalijure communia svnt omnium. 

«Respecto de los estrechos, dice Vattel, hay que notar que, 
y cuando sirven para la comunicación de dos mares cuya navega- 

> ción es común á todas las naciones, ó á muchas, la que posee el 
» estrecho no puede negar el paso á las otras, con tal que este paso 
s sea inofensivo y no encierre para ella peligro alguno. Negando, 

* sin justa razón, dicho paso, privaría á las otras naciones de una 

> ventaja concedida por la naturaleza; pues el derecho al paso es 

> un resto de la comunidad primitiva. Sólo el cuidado de eu pro- 

* pía seguridad puede autorizar al dueño del estrecho á tomar al- 
■> gunas precauciones y á exigir ciertas formalidades establecidas 

* ordinariamente por Ja costumbre entre las naciones. Puede, ade- 
s más, imponer un derecho módico á los buques que pasen por el 
» estrecho, como compensación, ora de las molestias que le causan 
» obligándole á vigilar constantemente, ora de los gastos que trae 
» consigo la seguridad que les proporciona contra sus enemigos y 
f contra los piratas, el sostenimiento de faros, y otras cosas nece- 
1 sarias para la tranquilidad y aun para la salvación de los nave- 
^ gantes. Por eso el rey de Dinamarca exige un peaje por el paso 
.» del Sund. Estos derechos deben estar fundados en las mismas 



groso. 

SIS. Las reglas relativas á la navegación fluvial deberían 
regir ésta, no solamente en la sección principal del río internacio- 
nal. Bino en los brazos del mismo rio que se hallen en comunica- 
ción con el mar. Estos brazos deben considerarse como formando 
parte del rio, siempre que presenten las mismas condiciones para 
la_navegación (2). 

Cuando se proclamen las reglas para la navegación en loa rice 
internacionales por la mayor parte de loe Estados ■ civilizados, de- 
berán ser respetados y observados por todos, y á semejanza de la» 

(1) Según el último convenio, relativo á la navegación del Ehin, con- 
cluido en Manheim el 17 de Octubre de 1869, entre loa Estados fronteri- 
zos, aon admitidos á la navegación de aquel río: «los barcos que tengan 
derecho á enarbolar el pabellón de uno ae loa Eatadoa ribereños', y esta 
reatriccióu, como obsersfó, con razón, Rolih Jaeuoemtns (Revue de Droit 
itit., 1869, pág. 162), no esté de acuerdo con el principio de la libertad de 
navegación. 

Es verdad que el nuevo convenio eatablece, que para obtener la paten- 
te qne da derecho á conducir iin barco de vela ó de vapor por el Rhin, no 
es necesario ser ciudadano de uno de loe Estados fronterizoa, sino que 
basta haber fijado el domicilio en cualquiera de ellos; pero es todavía una 
grave restricción á la libertad el imponer esta obligación no justificada en 
modo alguno. SÍ Bolamente se hubiese exigido la elección del domicilio, 
habría podido Justificarse ésta por la responsabilidad especial que asume 
el que dirige un barco por eate río. 

(2) Casi todos los grandes ríos, antes de penetrar en el mar, ee dividen 
en dos ó más brazos. El Danubio tiene tres principales, Kilia, Sulina y 
San Jorge. El Rhin se bifurca cerca de Emmerich, y junto á Nimega se 
divide en tres brazos, el Wahal,Leck élssel. Con motivo de la navega- 
ción del Rhin, fué precisamente por lo que se discutía la cueatión de si el 
régimen convencional de la navegación rhenana debta aplicarse tambiéa 
á los brazos en que se dividía dicho río. (V. WasATON, ¿>i-o¡í tní., 1. c, 
§ 17.) 



notar que la parte central del río no es siempre aquella que ae ha- 
lla & igual distancia d^ ambas orillas, eÍDO la que ee encuentra ea 
medio del lecho y es la máe profunda y donde lleva más fuerza la 
corriente. Esta línea ee denomina íhalweg(2). 

Si el i'io abandonase bu antiguo lecho y formase un nuevo cau- 
ce, la frontera de los dos Estados será siempre determinada por el 
antiguo álveo; y si el cambio de curso se verificase sucesiva y gra- 
dualmente, la línea fronteriza sería determinada por la naturaleza 
misma de las coaas. y cada Estado tendría que soportar las dismi- 
nuciones 6 disfrutar los aumentos de territorio que el cambio tra- 
jese consigo. 

Sl<4> Las islas que se formen en el curso del rio corresponde- 
rán á uno li otro Estado limítrofe, según se hallen en una tí otra 
parte de aquél, y las que ae formen en el centro de la corriente 
habrán de dividirle por mitad entre los dos Estados. Debemos 



(1) Véase en la ñevue de Droit int. de 186Q, el importante srtlcnlo de 
GoDEFRoi, que, con argumentos muy fundados, critica el convenio de 
Manheím que conservó la institución de la juriadicción especial para las 
acciones civ'Ies y penales procedentes de hechos relativos á la navegación 
del Rhin, y Asseb, Ibid., pág. 624. 

(2) t£l thattveg ea la parte más profunda del lecho del rio en donde la 
corriente lleva mayor rapidez.! Esto dice Enoelhardt en la nota á la pági- 
na 73 de la obra citada. No ea, pues, en medio del río donde ae halla la 
línea qae forma la frontera, sino en la parte central de la gran corriente 
del canal. <No hay que decir que en la práctica, dice el citado escritor, no 
se determina la dirección del canal con una precisión matemática, esto es, 
que no se recurre á una medición minuciosa, propia para marcar todas las 
desviaciones del lecho fluvial en su mayor profundidad, contenténdose or- 
dinariamente con observar el curso de los buques de mayor tonelaje y 
marcarlo por medio de señales lijas, euyo3 jalonea permiten trazar gráfi- 
camente la línea media con esactitud suficiente.' Du régimen convention- 
nel deejkuveg, pág. 74. 



1855; pero loa abusos de Rueia continuaron hasta 1856, época en 
que, entre las condiciones de la paz, se incluyó la de la libre na- 
vegación del Danubio, sujetándose aquélla á las reglas estableci- 
das en el tratado de Viena. 

El art. 15 del tratado de París dispone, en efecto, lo siguiente: 
«La navegación del Danubio no podrá sujetarse á ninguna traba 
ni impuesto que no te hallen expresaniente previstos por las ^ti- 
pulaciones contenidas en los artículos siguientes. No«e percibirá, 
por consiguiente, peaje alguno basado únicamente en el hecho de 
navegar por el río, ni derechos de ningiin género por las mercan- 
cías que lleven li bordo los buques. IjOS reglamentos de policía y 
de cuarentena establecidos para la seguridad de los Estados sepa- 
rados ó atravesados por este rio, se interpretarán de. manera que 
favorezcan, hasta donde sea posible, la circulación de los buques. 
Salvo lo que delernoinen estos reglamentos, no se opondrá obstácu- 
lo alguno á la libre navegación» (2). 

894. Después, con objeto de impedir que los priucipios pro- 
clamados quedasen como letra muerta, se estipuló en el mismo 
Congreso de Paris la formación de una Comisión internacional, con 
el encargo de determinar y hacer que se llevasen á cabo los tra- 
bajos necesarios con objeto de poner el rio en mejores condiciones 
para la navegación y para quitar de la desembocadura y de las in-- 
mediaciones los bancos de arena que impedían la libre circulación 
de loa buques. Para subvenir á los gastos que dichos trabajos oca- 
sionasen, se concedió la facultad de exigir ciertos derechos fijos y 
en la proporción establecida por la Comisión, y con la condición 
de la perfecta igualdad para las naves de todos los Estados. 

Además de la Comisión internacional, se procedió al estableci- 
miento de una Comisión permanente, compuesta de los delegados 

(1) Mahtens, Houreait Rec, totuo XVI. parte seguiitla, pág. 63. 

(3) El tratado de Parla lo reproduce HeFFTKR en su Óroií int. pubttc. 
(hay versión castellana). De Ci.hrk) Recudí ■des traite» de la Franct (to- 
mo VII, pág. 59). 



Lan digcusioDes á que dio lugar la redacció» de tal reglamento 
se prolongaron más de un año, tanto que el proyecto compilado 
en 1S80 por los delegüdos de Austria-Hungría, Alemania é Italia, 
encontró viva oposición, sobre todo por parte de Rumania, la cual 
pretendía que fuese excluida Austria de toda ingerencia en la apli- 
cación de los reglamentos y del ejercicio del Sindicato sobre el 
Danubio medio, sosteniendo con razón que según los priucipios de 
derecho internacional no podía atribuirse ninguna jurisdicción á 
Austria sobre aquella sección del rio, más allá de las Puertas de 
Hierro, que se encontraban al lado opuesto de la orilla que le per- 
tenecía. 

Ksta oposición estaba justiñcada, porque la Comisión mixta 
para el bajo Danubio, según el proyecto, debia estar compuesta 
por delegados de Rumania, Servia, Bulgaria y Austria, á la que se 
atribula la presidencia de tal Comisión con voto de calidad para 
decidir los empates, podiendo, por tanto, disponer de dos de los 
cioco votos, A consecuencia de tal oposición el proyecto primitivo 
sufrió varias modificaciones y el reglamento de policía de nave- 
gación aplicable á la parte del Danubio comprendida entre Galatz 
y las Bocas, ee estipuló en 1881 y lleva fecha de 19 de Mayo del 
mismo año, anterior, por tanto, al acta adicional antes citada que 
la lleVa de 28 del propio mes y año. He aquí por qué el mencio- 
nado reglamento, que era, en efecto, resultado del pacto estableci- 
do en el art. 9.** del acta adicional, dictada á consecuencia del 
tratado de Berlín, dio lugar á graves discuBionea y largas negocia- 
üionee, y fuese indispensable modificar en parte la redacción del 
acta adicional, mientras estaban pendientes las negociaciones. 

El reglamento de 1881 no fué, á pesar de todo, considerado 



ción, Eerán establecidas por un convenio adicional que las partes 



(1) Marteks, obra citada, tomo XIII, pág. 198. 

fa; Martbiis, Rfc. gen., tomo XIV, pdg. 525. 

[3} MiHTBHS, Rec., tomo I, pág. 182. 

(i) CosBr, Becueil, tomo VI, pág. $49.— Pílma, obra citada. 



A eeta eituación 8e llegó con el reglamento de navegaciói) que 
suprimió toda clase de impueetos, admitiendo sólo aquéllos que 
afectan un carácter de retribución por servicios prestados á la na- 
vegación, como, por ejemplo, los impuestos de puerto, provenien- 
tes del uso efectivo de ciertos establecimientos locales, como los 
almacenes, los derechos de pilotaje, etc. Para asegurar la exacta 
observancia de loe principios establecidos en el tratado, se consti- 
tuyó una Comisión internacionnl análoga á la del Danubio, y se 
conñrieroD á la misma atribuciones especiales para etender en loe 
trabajos necesarios para hacer el río navegable, fijar lae tarifas, 
administrar los rendimientos, y vigilar el cumplimiento de todas 
las disposiciones relativas á la libertad del comercio y de ¡a nave- 
gación. También se le conñrió la facultad de negociar en caap ne- 
cesario UD empréstito para proveer á loa gastos técnicos y admi- 
nistrativos. 

A fin de que la libertad comercial tan extensa pudiera consi- 
derarse asegurada también en tiempo de guerra, se estableció que 
sus reglas serían de aplicación en esos casos anómalos; y que, 
tanto los Estados neutrales como los beligerantes , podrían com- 
erciar libremente en el Congo durante la [guerra, exceptuando 
tan solo el transporte de aquellos objetos que, considerados en el 
derecho de gentes como contrabando de guerra, fueran destinadwj 
á cualquiera de las partes contendientes. 

En lo que concierne al Niger, se convino en el mismo tratado, 
aplicarle, en cuanto á la libertad del comercio, los miemos prio- 
cipios estipulados para el Congo, con excepción de los que se re- 
fieren á la Comisión internacional. Respecto, pues, á la libertad 
de navegación, la Gran Bretaña, bajo cuyo protectorado se en- 
cuentran la mayor parte de tos países situados á lo largo de la 
parte navegable y explorada del mismo, se obligó á mantener los 
mismos principios estipulados respecto del Congo, mientras COD- 
tinuara ejerciendo su protectorado en aquellas regiones. 



rial carecería de razón de ser. En efecto, cuando se considera que 
«1 interés principal y exclusivo de poseer una parte del mar ee la 
neceeidad de la defensa, cesa aquél donde cesa el peligro de poder 
ser ofendido. 

Sas* Convendría, pues, establecer las siguientes reglas: 

a) Se considerará, bajo cierto aspecto, como formando parte 
del territorio la extensión de las aguas hasta la frontera marítima, 
que los Estados civilizados ñjan hoy en la distancia de tres millas 
á contar desde la baja mar, y que podrá extenderse hasta el al- 
cance máximo de los mejores cañones. 

() Cada Estado puede ejercitar en las aguas territoriales los 
derechos que se derivan del dominio; pero únicamente en lo que 
concierne á la seguridad y á la defensa, sin que pueda considerar- 
se el mar territorial como una propiedad igual á los puertos y ca- 
minos públicos, no pudiendo prohibirse, por tanto, el uso inofen- 
sivo de dichas aguas negando el paso á los buques mercantes ó su - 
jetándolos al pago de derechos de tránsito ó de navegación, como 
puede hacerlo en sus puertos (2). 

c) Los derechos de dominio que tiene el soberano sobre el mar 
territorial, y por tanto, sobre los buques extranjeros que entren 
en las aguas territoriales, no llegan hasta legitimar ó autorizar la 
detención de los buques ó el secuestro y la apropiación de las 
mercancías por la via administrativa, ni ninguna otra medida de 



(1) De dominio man», cap. II.— Coot Obtoi^s, Diplomatie de lamer, 
tomo I, cap. VUL— Grotius, De jure beUi, l¡b. XI, c. III, § 13.-Daha, 

jBíemení» of internatümal íam.— Calto, Droit iní., t. I, § 242 y eig. 

(3) En la célebre cuestión del abordaje de la Éranoonia ocurrido en las 
aguas inglesas, discutióse ante el Supremo Tribunal de justicia (Cowrtfor 
ihe conúieration of Crown cases reaerved) acerca de la extensión de laa 
aguas territoriales y del carácter jurídico del dominio que el Eatado ejerce 
sobre dichas aguas. Sostuvo et Tribunal que la frontera marítima ee ex- 
tendía hasta tres millas deede el punto de la marea baja; y dijo <jiie la so- 
beranía que se extiende sobre dichas aguas es únicamente para dos obje- 
tos determinados, á saber; la defensa y ia seguridad del Eatado limítrofe; 
pero que el Estado no tiene sobre dichas aguas un verdadero derecho de 
propiedad sino una jurisdicción. Véase el resumen de la sentencia en el 
Journal du Droit intemational privé, 1877, pág. 16*. 



cuya boca no exceda de diez millas partiendo de una linea recta 
tirada de uno á otro cabo. 

Aceptando en parte este principio, propondríamos nosotros la 
regla siguiente: 

a) El radio de tres ó más millas que fija ei limite general de 
las aguas territoriales, deberá aplicarse también á los golfos y á las 
bahías; pero si la anchura de sus bocas no fuese mayor que el 
alcance de los fuegos cruzados de la artillería, se calcularán las 
tree millas á partir de una linea recta tirada de uno á otro 
cabo (3). 

S43. Kn cuanto á los lagos que se hallan en el territorio 

que Buele darse algunas veces este nombre, tales como la bahía de Hndson, 
sobre las que no puede extenderse el dominio, y menos aún la pro- 
piedad.> 

(1) La le^slatura de Terranova había concedido ¿ una Sociedad el 
monopolio de las líneas telegráficas en toda la isla y eu los demás pantos 
SDjetos á su jurisdicción. Formóse nna Sociedad rival que estableció un 
cable submarino que terminaba en nna boya de la bahía, de modo que ni 
el cable ni el punto en que se hallaba !a boya estaban á menos de tres 
millas de la costa. El Consejo privado negó Á la Sociedad el ejercicio d» 
la línea, considerando toda la bahía, en toda su estensión, como territorio 
de la Cámara británica, Direct United Staíeg Company Limited Y. Anglo- 
Ameriean Telegrapk Company Limited, 14 de Febrero de 1877.^VéaBe uo 
artículo de Wbbtlaeb en la Revue de Droit interfwtional, afio 1878, pá- 
gina 660. 

(2) En Inglaterra llaman á Us bahías ó senos de mar the /ting'a-cham- 
ber», y bajo este nombre, dusignan toda la extensión de mar que se 
baila entre una línea tirada de promontorio á promontorio del territorio 
mgléa. 

(3) Confr, Tbivkbs Twis, The Laa of ttatiúns, tomo I, § 174.— Blunts- 
cHu, Droit intern. cod^i, § 309,— Hall, pág. 128. 



bien todos los Estados pudieron navegar libremente por dichos^ 
estrechos, siendo reconocido este derecho por varios tratados (2), 
y confirmado por el de Parle de 1856 {arts. 11 y 12), que declaró- 
el mar Negro oabierto á la marina mercante de todas las naciu- 
nesn, y que, libre de toda traba, sólo estará el comercio en dicho 
mar sujeto á loa reglamentos de sanidad, policía y aduanas, redac- 
tados con un espíritu favorable al desarrollo de las transacciones 
comerciales (3). 

S4S< Proponemos, pues, como regla: 

a) Los mares interiores que comunican con alta mar deben es- 
tar abiertos á la libre navegación de todos los pueblos. 

S'IV. £n cuanto á los puertos y á las radas, es claro que de- 
ben ser considerados como del dominio exclusivo de la soberaniii 
territorial; pero, según el Derecho internacional de los pueblos ci- 
vilizados, no es licito negar en absoluto á los extranjeros el uso in- 
ofensivo de ios puertos y radas para las necesidades del comcr- 

(1) El mar de Mármara, Buugue rodeado por las costas turcas y pn- 
dieodo impedirse fácilmente sii entrada mediante los castillOB de los Dar- 
danetoB, fué declarado abierto á la libre navegación por el tratado ds An- 
drínópolisde 1827. 

(2) Véase el citado tratado de Andrinópolis. La tendencia de Kusia 1ia 
sido siempre á secuestrar en su exclusivo provecho el mar Negro, y bacer 
de él an lago ruso. Véase el discurso de Catoifb en la Cámara de Turln, 
el 6 de Febrero de 1R56, respecto de la necesidad do tomar parte en la 
guerra de Oriente para impedir que Kusia predominase en el Mediterrá- 
nea, é hicieae del mar Negro el más vasto arsenal del mundo. Ouvrages 
politiques-economiqu^, edición de 1865, p^. 580. 

(3) No debemos omitir aquí la indicación de que á consecuencia de Ja 
guerra, precisamente para impedir que pudiera convertirse el mar Negr« 
en un arsenal ruso, se convino que ni Rusia ni Tnrqnfa pudieran estable- 
cer allí arsenales martttroos, limitando el número de buqoes de gueri;» 
que podían tener allí estacionados. A esta medida, se la de nominó, nfutri-jt- 
lizaeién del mar Negro. Estas restricciones lian sido derogadas á cons^ 
cuencia de la iniciativa tomada por Kusia en 1870, que dio por resultaiK 
la conferencia de Londres de 1871 y el convenio de i de Mario. 



serricio en cano de perjuicios por tetraeo, averías, extravio y 
otros an&logoB, y la organización del serricio á fíu de que el tráfico 
se verifique con perfecta igualdad para todos (2); 

c) Todo Elstado podrá, con la más completa independencia, 
construir á sos expensas las vías férreas, y reservarse su uso ó en- 
cargar de ello á sociedades particulares; pero será responsable de 
las consecuencia» civiles que puedan derivarse de la iaobeervancia 
del reglamento internacional por parte de las sociedades que se 
hubieren encargado del servicio (3); 

expoBÍción (le Paría el 23 de Jnlio de 1878.— Hovt, Qmlquet lAaervatiotu, 
aw urgente d'vn riglement mternatümal, etc., en la Jíñtu deDroitinterna- 
tional, 1877, pág. 880.— Las negociaciones llevadas á cabo por el Gobi emi> 
suizo, pág. 384.— La deliberación del Instituto de Derecho internacional 
de la sesión de Zuricb, Septiembre de 1877.— La relaciÓD de Bdlubrihií 
en la revista citada, 1878, pág. 83.— Field, Intem. Codi!,% 423 á 429.— 
Calvo, Droil int., t. XI, § 14, 28 y sig. 

(1) Convendría dar al contrato de transporte el carácter verdadero y 
propio del transporte internacional: determinar la obligación de las socie- 
dades de entregar la mercancía al destinatario y el modo de bacer la con- 
signación: el derecho de negarse á admitirla y las consecuencias según los 
caaos: las acciones y el modo de ejercitarlas, el procedimiento, los Tribn 
nales competentes, etc , etc. 

(3) Respecto de los diversos sistemas seguidos, véase Calvo y con- 
fróntense los diversos tratados sobre este punto citados por Field, que es- 
tablece además muchas reglas útiles para la redacción de un regla 
mentó. 

(S) Declarando al Estado civilmente responsable de las obligaciones 
contraídas por las sociedades, ee evitarían muchos inconvenientes. Laa 
sociedades no podrían imponer las condiciones al comercio, sino qne de- 
berían estar sujetas á las reglas establecidas por tos tratados y qne debe- 
rían imponerse á las mismas por el Estado en la orden de concesión. El 
comercio tendría en et reglamento internacional bajo la garantía de loa 
Estados, una cosa estable, y loa sociedades que se hubieren obligado á 
hacer el servicio y é¡ tener cuentas administrativas con las sociedades ex- 
tranjeras, estarían garantidas por los Gobiernos extranjeros en lo qne se 
refiere al cumpUmiento de las obligaciones internacionales por parte de 
las sociedades de otros países. Correspondería además á cada Gobierno el 
proveer á que las sociedades comprometidas pudieran mantener y cuní 
plir sus compromiaos respecto á laa demis con que hiciesen el servicio in- 
ternacional. 



proseguir dichas l^aeae en lae aguas territoriales sin el expreso 
consentimiento del poder soberano del pais (2); 

c) Cuando al pedir & un Estado la concesión de la autorización 
para extender una linea telegráfica necesaria para unir dos ó m¿s 
pueblos se negare ¿ ello, podrán los otros Estados interesados, des- 
pjués de haber empleado todos los buenos oficios para obtener di- 
«ha autorización, emplear medidas de represalias ¿ fin deoUigar- 
le á ello; 

d) Los buques destinados á tender un cable telegráfico deberán 
ser tratados por las naves que los encuentren cojio si estuviesen 
anclados, debiendo para esto dichos buques llevar una señal con- 
vencional que los distinga (3); 



(1) 8e han llevado á Rttbo muclioe acuerdos ¡ntetiiBc¡onaIea éntrelos 
Estados para el servicio de las líneas telegráficas, pero loa interesea inter- 
nacionales de la telegrafía han hecho que se organice entre loa principales 
Estados de Europa una Unión telegráfica, que ha dado ya buenos reaulta- 
dos y va constantemente mejorando. Fué fundada á consecuencia de una 
conferencia celebrada en Parla el 17 de Mayí) de 1866 entre Austria, Ba- 
-den, Baviera. Bélgica, Dinamarca, Francia, Grecia, Italia, Sajonia, Suecia 
y Noruega, Suiza, Espafla, Turquía y Wurlemberg. Este tiatailo echó las 
bases de la Unión, no Interviniendo en él Inglaterra ni los Estados Uni- 
dos porque en estos pueblos es el telégrafo una industria particular ejer- 
cida por ciertas sociedades que la lian monopolizado. Posteriormente se 
extendí!^ en Viena un acta adicional (21 de Julio de 1868) á la cual se ad- 
hirieron todos los Estados de la Confederación Germánica del Norte, Bn- 
mania, Servia, Rusia, Persia é Inglaterra para las lineas Indo 'europeas. 
En 1B71 se celebró en Roma una conferencia internacional que revisó y 
mejoró «I convenio y reglamento de París, en cuya conferencia tomó tam- 
bién parte Inglaterra, por haber dispuesto la ley de 1870, que se encargase 
el Estada del servicio telegráfico. En l6T5 ae celebró otra conferencia en 
San Petersburgo, y el 28 de Julio de 1879 celebróse otra en Londres, donde 
se ñrmó el nuevo reglamento modificado, puesto en vigor el l.o de Abril 
de 1880. 

(3) En 1869 obtuvo una sociedad del Gobierno francés la facultad de 
tender un cable submarino para unir á Francia con los Estados Unidos; 
pero coando la sociedad llegó con su cable á las aguas territoriales de! 
Massachussets, se opuso con razón aquel Gobierno porque no habfa dado 
la aulorizacióii correspondiente. Después de algunas gestiones diplomáti- 
cas ae llegó al fin á un arreglo. 

(3) Según oportunamente ha notado el Dr. Fiscses en )a importante 



ción del secreto de Iob duspachoB en el interior del Estado (2); 

h) Deberá castigarBe también cualquier en trometi miento ilegal 
y arbitrario que pueda perjudicar al movimiento regular telegráfi- 
co internacional; debiendo cada Gobierno atender las reclamacio- 
nea de loa Gobiernos interesados, y obligar á las personas respon- 
sables á responder de cualquier retraso voluntario en el movimien- 
to telegráfico internacional, cuando no haya lugar á proceder por 
la vía penal contra lae mismas; 

i) Será muy útil que los Estados se pongan de acuerdo para de- 
clarar que la destrucción ó el deterioro de los cables submarinos 
en alta mar es un derecho internacional, y para determinar de una 
manera precisa el carácter delictuoso de los bechos y las penas que 
les son aplicables. Bajo este aspecto, se procurará establecer el 
grado de uniformidad compatible con la diversidad de las legisla- 
ciones criminales. 

El derecho de detener á los culpables ó á los presuntos reos, 
podrá concederse á loe buques de guerra de cualquier Estado en 
las condiciones que marquen los tratados; pero el derecho de juz- 
garlos deberá reservarse & los Tribunales del Estado á que perte- 
nezcan los delincuentes (3). 



neas y para cierta clase de correspoDdencia, por tiempo indeterminado; 
pero eetá obligado á dar inmediatamente coenta de ello á todos loa Oo- 
biernoe qne hajan intervenido en el tratado.' 

(1) Esta regla fué aceptada por el Instituto de derecho interDscional 
después de una detenida discusión y dn un provecto cuidad osr mente re> 
doctado por Rknavlt. en la reunión celebrada en Bmaelas en 1879. — Véa- 
se el Anuario del Instituto, 1879 á 1880, parte lA, p&g. 394. 

(2) Et arL 7.° del tratado de San Peterabargo admite el derecho de 
comprobación reapecto del contenido de loa despachos, y el art. 40 del Re- 
glameoto precisa minuciosamente cómo debe ejercitarse eate derecho, Ea 
evidente que el Estado tiene derecho á auapender el servicio telegráfico 
¡Dtemacionol si cree que es contrario á su propia seguridad; pero, si este 
derecho de comprobación se extendiese también á toa despachos de tránsito 
y que pudieraír interesar á los demás Estados, se concederla á cada Go- 
bierno una autoridad dictatorial sobre todo el movimiento internacional. 
La suspensión de la correspondencia es una medida excepcional que debe 
regirse por la lej propia de cada paía, y debe considerarse siempre como 
ona medida interior y de orden público. 

(3) Ei convenio ó tratado de la Unión telegráfica provee á esto en en 



las necesidades del Estado es reconocido y extensamente ejercita- 
do por todos los Gobiernos de los pueblos civilizados. Sin embargo, 
en otros tiempoe habia costumbre de hacer pagar cara á los ex- 
tranjeros la facultad de establecerse en un paía y ejercer alli el 
comercio, y excogitábanse diversas formas de impuestos, aplicán- 
doselos rigurosamente, como ai el Gobierno pudiese aprovecharse 
de la condición de extranjería para enriquecer el Tesoro del Es- 
tado (1). 

(1) La tasa que en Francia se imponía á los extranjeros para autorizar- 
los á contraer matrimonio (droit de for mariage, de forü martíagivm) ab- 
sorbía una buena parte de la dote. Según ciertas costumbres, era la mitad 
de loa bienes; segiin otras, la tercera píitte.—SAfsr,Legetrangerte» ÍVait- 
ee, pig. 64.— Dekínoeat, iíisí. déla condiUon des etranger», pág. 104.— 
Gdtot, Rep,, voz for-mariage. A los jefes de familia se imponía deapaés 
Dna tasa anual, droit de chevage, y cuando las necesiiladea del Estado lo 
exigían se Imponían tasas extraordinarias. Enrique III ordenó que todos 
los extranjeros, incluso loa naturalizados, debían proveerse de una carta 
de residencia para poder habitar en Francia, y para obtenerla había que 
pagar una tasa. Lnls XIV obligó á los mistnoa á renovar la carta de per- 
manencia 7 la de naturalización pagando una nueva tesa, y en el edicto 
respectivo publicado á ñnes del siglo xvii (1697) se mencionan las tasas de 
éfxage y de for tnnriage, lo que prueba que hasta esa époi'a conservaba el 
rey de Francia integro su privilegio de exigir dichas taaas.— Véase Bac- 
QüKT, Droit d'anbaitt. 

íQuién hubiera podido imaginarse que Francia hubiese vuelto á pro- 
poner la tasa sobre los extranjeros boy que las ideas de igualdad y fra- 
Derecko int. público. — Tomo II. ' 16 



y BU fortuna soh los auxiliares más útiles de la prosperidad gene- 
ral, — entendemoi: uosotroa que el Derecho internacional moderno 
debe soutener que es contrario á los principios de equidad y de 
justicia aumentar los impuestos de los extranjeros en relación á 
los de los ciudadanos. Respecto al hecho de someter á aquéllos á 
los impuestos que sobre éstos pesan, dicho se está que sólo puede 
hacerse en el caso en que los extranjeros se establezcan en el Es- 
tado; pero deberá siempre considerarse como contrario al derecho 
de gentes imponerles una tasa como condición de su admisión en 
el Estado (2). 
S&S> Proponemos, pues, las reglas siguientes: 
o) No es lícito someter á los extranjeros al impuesto de trán- 
sito ó imponerles una tasa bajo cualquier forma como condición 
para admitirlos en el territorio. Los impuestos personales sólo de- 
ben pagarse por los extranjeros que se establezcan en el territorio 
de un Estado, y los demás por aquellos que realicen operaciones 
sujetas á impuestos; 

b) Es de sumo interés para todos los Estados ponerse de acuer- 
do á fin de no imponer á los extranjeros otros gravámenes, con- 
tribuciones é impuestos que aquellos que pesan sobre los naciona- 
les, y para no establecer diferencia alguna en cuanto al ejercicio 
del comercio, á la adquisición de la propiedad y á los negocios de 
cualquier clase, sino fijar como regla que, cuando los extranjeros 
observen las leyes y reglamentos de! país lo mismo que loa ciuda- 
danos, deben poder transportar, recibir y consignar mercancías, 
vender ó comprar directamente ó valiéndose de intermediarios, 
hacer operaciones de aduanas, obtener la protección y seguridad 

temidad de los poebtos se han reaSrmado por el Gobierno republi- 

(1 ) Martbns, I>roÍt de» gen», libro III, cap. III, § 88. 

(2) iPueden cobrarse impuestas aun á loe extranjeros que habitan 
entre nosotros, puesto que gozan de la protección del Estado, y puede 
imponerse esta condición para au admisión.» — MAftisKs, obra citada. — 
Conf. Kt-üBBB, Droit des gem, § 68, 



distribución y In circulación en los teiTitoiios respectivos, y orga- 
nizar la regularidad del servicio; 

e) Los buques destinados al servicio postal, ya pertenezcan aV 
Gobierno, ya á sociedades particulares, deben ser tratadna con to- 
das las consideradonea y privilegios que exigea los altosintereses- 
y la importancia del servicio indicado. Deben, por tanto, estar 
exentos de pagar derecho alguno de navegación y de puerto, lo- 
misnio á !a entrada que á la salida de éstos, pudiendo proveerse- 
libremente de carbón y de cnanto necesiten para continuar su via- 
je, sin que pueda tnrapoco bajo ningiin pretexto, hacérseles vol- 
vec, detenerlos en su camino ó desviarlos de su destino, ni suje- 
tarlos á la visita aduanera, excepto el caso en que haya pruebas- 
inequívocas de que dichos buques abusan de su privilegio para 
hacer el contrabando; 

fj Corresponde á cada Gobierno obligar á sus propios buques 
postales á observar rigurosamente las leyes vigentes en los puertos 
extranjeros donde arriben por razón de su servicio, y siempre que 
resulte que dichos buques han abusado de su posición privilegiada 
para violar las leyes de aduanas, estará el mismo Gobierno obliga- 
do á no impedir la acción de la justicia, reconociendo que no pue- 



len o no ocupaaas por ei. uicnaa iBitis se conaiaeran como anejas 
ni territorio internacional y propiedad del Estado, hasta tanto que 
no hayan sido adjudicadas á los partieularea, bien para ser colo- 
nizadas, ó por uno de esos títulos que pueden establecer ó fundar 
la propiedad privada. Además, para las que se hallen fuera de las 
aguas territoriales, convendrá tener en cuenta las reglas que esta- 
bleceremos inmediatamente para la adquisición de la propiedad 
de las cosas que no tienen dueño. 

Refiere Halleck que en los Estados Unidos de América, con 
arreglo á una ley aprobada en 18 de Agosto de 1856, cuando un 
ciudadano de aquel Estado descubre un depósito de guano en una 
isla ó roca no sujeta á la jurisdicción de otro Gobierno y toma pa- 
cífica posesión de dicha isla ó roca, pueden éstas ser consideradas, 

(1) Véase nueatTa obra Derecho internacioTial privado, tercera edición, 
tomo I, en la cual se demuestra cómo loe extranjeros deben estar equipa- 
rados á loe ciudadanos en la adquisición 3' Koce de los derechos pri vados. 

(2) El derecho de apropiarse los restos del naufragio ejerciólo en Sici- 
lia Carlos de Anjou, á pesar de que la Constitución de 1231 había pronun- 
ciado severas penas contra semejante despojo (Co»t. regni Siculi, libro I, 
título XX, Vni, op.j CoNCiANí, I, 313). — Conf. el Código de los Visigodo» 
del siglo VI (libro VII, tít. II, cap. XVIII}; las leyes de Ramón Beren- 
gfuer y Jaime I en 1243 y de Alfonso III en 1286 promulgadas para prohi- 
bir la confiscación de los bienes de los náufragos que se llevaba 6. cabo en 
CataluQa, no obstante estar allí vigente el Código de los Vlaigodoa; el tra- 
tado estipulado por San Luis de Francia con el duque de Bretafla en 1331, 
y el concluido en Venecia para probibir la confiscación de los bienes de 
¡08 náufragos. En Inglaterra el derecho de la Corona sobre los restos de 
loa naufragios, ba sido sostenido basta fines del siglo pasado (IT7I), y ca- 
lurosamente defendido por los abogados de la Corona, fundándose en el 
Common Law. El Juez Mansñeld rechazó la pretensión, porque halló más 
equitativo interpretar la ley á su modo; pero, si se hubiese atenido á lii 
letra de aquélla y hubiese querido aplicarla con rigor, se habría visto obli- 
gado á admitir la demanda. —Véase Kent, Amerícan Law, tomo II, pá- 
gina llBá 417. 

(3) Véase el § S06 de este tomo. 



y pusiese su producto neto á disposición del Gobierno de Londres. 
MAs tarde cootrajo el misino (Jobieruo un empréstito conviniendo 
en que el guano de que se trata y el producto de la venta se des- 
tinarla á garantir los intereses y el reembolso del capital prestado. 
Querellándose un tenedor de títulos del emprétitito de que no se 
«fectuaba el reembolso en las condiciones convenidas, entabló una 
acción contra la República del Perú y contra la Sociedad y sua 
agentes para conseguir que el guano depositado en Inglaterra sir- 
viese para la garantía á que habla sido destinado. Ia República no 
compareció, pero ai la sociedad negando la competencia de los Tri- 
bunales ingleses para entender en el asunto; decidiendo el Tribu- 
nal que el actor no podía proponer su acción en Inglaterra, puesto 
que el contrato celebrado entre el Gobierno, la Sociedad del gua- 
no y los tenedores de las obligaciones del emprésti to eran contra- 
tos peruanos, y la propiedad del Gobierno del Perú depositada en 
Inglaterra no podía responder al contrato, puesto que de éste no re- 
sultaba que se hubiese dado el gitano en garantía (1) . 

Entiéndase bien que si se hubiese probado que el guano exis- 
tente en Inglaterra-se habia depositado por el Gobierno peruano 
como garantía de la obligación contraída, no hubiera habido obs- 
táculo alguno para ejercitar sobre dicha propiedad de la Repúbli- 
ca del Perú todas las acciones que de la garantía podían derivar- 
se, siendo así que el mismo Gobierno había puesto sus bienes bajo 
la jurisdicción extranjera como garantía de sus obligaciones con 
los particulares. 

Por esto mismo se decidió en diferentes circunstancias y en otro 



(1) Véastt una eentencia de la corte de Scacchiere del 2T Mayo de 1869, 
Shith y We<iijEi,iN, recordada por Westlákb, Revista cit., tomo VI, pági- 
na 617. Tampoco fueron admitídae otras demandas presentadas por loa te- 
nedores de títulos del eoupréstíto del Perú pidiendo que se les adjudicase 
el guano depositada en Inglaterra y que decían haberlo sido en garantía 
del empréstito, porque se probíi que, según la interpretación estricta de 
los tituloe, el guano no estaba depositado como ttarantfa. Véase la causa 
Twycross 7 Dreyfus, T de Marzo de 1877, transcrita por Westljikb en la 
Reme dit Dtoit int., tomo X, pág. 543. 



CAPITULO V 



De loa modoa de adquirir y perder la poaealdn le^I- 
tlma de Isa eosaa por pnrte de nn Estado. 



ST-l. Objeto del presente irEipitulo — STA. No puede itribuíree ti Balado U pro- 
piedad, sino ia posesión del territorio. -816. Diversoa modos de adquirir la 
posea lóu.—ttn. Ocupnciéo de !iia regioaes ioeiplondas. — 8Vf*. CoadicioDM 
para U ocupación.— Ifltt, Psiaea habitidos por anlvajee.— 880. OpÍDión de 
Vattel.-8NI. Cúmo puedea acoparse dichuB regiones. ~SS9. Opioión de 
HemBr.-»«3, Ocupacián de parle del territorio. -884. PiincipioB soatenldos 
en América -SSft. ReffU.-SS«. Kl no uao y la prescripción entre loa Bala- 
dos.— ttST. Ncrma para la preacripción.—MttS. De la accenión.— SSfl. Das- 

801. D"ctrina de los piihliciatae.— 8»*. Aplicación de loa principios y re- 
g1a.-89a, EiUnsióu de 1apo9eBÍÓii.-884. Reg1a.-8«A. Modus derivados 
para la adquisición de la poaesióa.— 898. Los Tratad 1 1 B.—lt9T. Principios 
geaeraUa. — 898. La sucesión y el testafnento. — 8M. Le coDqaista.— 
•OO. CoaseeueociHS de la posesión durante la guerra y regla.— ftOI. Pérdida 
de la poseaión. 

SV'l* Habiendo admitido que el Estado tiene la posesión del 
teriitorio y de todas las cosas que en él se hallan y cnya poeesión 
pueda defender en concurrencia con otros Estados, debemos consi- 
•Jeiar ahora cuándo y cómo debe mirarse como adquirido el jus 
possidendi, y en qué casos debe considerarse perdido; ó en otros 
términos, debemos indagar cuál es el fundamento de la posesión 
legitima de las cosas que deben atribuirse á un Estado con esclu- 
sión de todos los otros. 

Para resolver estas cuestiones, no podemos aplicar loa princi- 
pios que rigen en derecho civil respecto de la adquisición ó per- 
cuda de la propiedad entre particulares, porque el Estado no es en 
realidad propietario de las cosas cuya posesión exclusiva tiene en 
concurrencia con los demás Estados. La propiedad es un derecho 
individual queíe ejercita sobre las cosas que se poseen legítima- 
mente, completando tal posesión con la actividad física é intelec- 



uai, admitiendo que el objeto de este derecho es el territorio, que 
«9 inTioUble y que debe per respetado por los demás Estadoe. Con 
tan falea noción jurídica del derecho de propiedad, se perpetúa en 
nuestro tiempo ud error inveterado, á saber: el de suponer que el 
Estado puede ser un patrimonio, y que puede corresponder al prin- 
cipe el derecho de propiedad sobre el territorio. 

Y he dicho /aísa noción jurídica del derecho de propiedad, porque 
este derecho lleva consigo la facultad en virtud de la cual está so- 
metido un objeto de un modo absoluto y permanente al arbitrio 
de ana persona. De donde resulta que el propietario tiene un po- 
der ilimitado sobre el objeto que le pertenece, y puede realizar 
respecto de éste todos los actos compatibles con las leyes de la na- 
turaleza, con exclusión de toda otra persona, sin más restricciones 
i|ue las que resultan, ó de un titulo fundado en un acto, ó de una 
disposición especial de la ley. Tales caracteres esenciales no se 
hallan en el derecho que tiene el Soberano sobre el territorio, 
siendo así que éste y las cosas que en él existen pertenecen á los 
particulares, sin que el Soberano pueda disponer de ellas á su an- 
tojo. 



(1) matmre déla philosopUe moróle au XVIII gi^cle,lGiii:\énYlU.. 
Considerando al Estado como propietario querría jiietifioaree la teoría 
de aquellos que miran la propiedad eomo una mera creación de la ley ci- 
%'il. MoMTEsqinsF, dice: cComo los hombreH han renunciado á su indepen- 
deoda natural para vivir bajo leyes políticas, asiraisuio han renunciado á 
la comunidad natural de tos bienes para vivir sometidos á leyes civiles. 
Las prlmerae les dieron la libertad; las segundas la propiedad.! Esprit des 
loia, lib. XXVr, cap. XV. «Una propiedad particular, dice Mlríbk*u, es un 
bien adquirido en virtnd de las leyes. La ley es el único fundamento de la 
propiedad» (Bist. parlam., cap. V, 326.) La propiedad es un derecho per- 
sonal y sería mucho mejor para evitar todo equívoco, que los publicistas 
□o empleasen la denominación de propiedad internacional del Estado, que 
conduce á suponer que el territorio puede ser considerado como propiedad 
det mismo Estado. — Vkbrk, nota á Uahte:ns, tib. II, § 35. 



Alas islas }■ á ciertas partes de un continente que no esté ocupado 
por cena pleto. 

SVV. ¿Pero qué deberá deciree cuando se trate de ciertas re- 
giones ocupadas por tribus salvajes ó por pueblos completamente 
bárbaros, ó por un pueblo que tuviese territorio fértil y de tal ex- 
tenetón que sea imposible á sus habitantes cultivarlo todo? ¿Po- 
dría en estos casos otro pueblo que tuviese un territorio insuficien- 
te para satisfacor las necesidades propias ocupar una parte de di- 
chas tierras? 

En nuestra opinión, puede, en tesis general, decirse que, es- 
tando la tierra destinada á Fati&facer las necesid^ides de todos, es 
su cultivo un derecho y un deber natural del hombre, no siendo 
licito, por tanto, inutilizar las fuerzas naturales que son la verda- 
dera fuente de la riqueza. De aqui que, si ciertas regiones se hallan 
ocupadas por tribus salvajes, que viven en el ocio y la incuria, sin 
íacar provecho alguno de la tierra, es licito á los pueblos civiliza- 
dos ocupar una parte de dichas tierras, dejando á los salvajes la 
parte necesaria para su subsistencia y bienestar relativo. Una pro- 
porción equitativa entre la población y el espacio es una suprema 
necesidad, teniendo en cuenta la ley natural del aumento de la 
población. 

SSO. He aqui cómo se expresa Vattel respecto á tan delicada 
cuestión: <Cada nación está obligada por la ley natural á cultivar 
el país que le ha cabido en suerte... Hay pueblos que por huir del 
trabajo no quieren vivir más que de la caza y del pastoreo. Esto 

(1) Z>iff., tít. I, lib. XU. 

Dere<^o iat. público.— ToKfi II. 17 



bloB de estas vastas regiones no las habitaban, sino que las re- 
corrían» (.1). 

SS1< Mas para que la teoria indicada no dé lugar á la arbi- 
trariedad, es necesario que el derecho de ocupar las tierras baldías 
para colonizarlas se ejerza con gran circunspección. Si de la regla 
de la justa proporción necesaria entre la población y el espacio, 
quisiera deducirse que se puede obligar á un pueblo que posea un 
territorio excesivo para sus necesidades, á ceder una parte de él, 
sobre todo cuando no haya potiibilidad de que pueda cultivar todo 
su suelo, se llegarla hasta legitimar, aunque bajo otra íorma, el 
despojo y la conquista. Del mismo modo que no puede imponerse 
nuestra civilización á aquellos que viven á su manera, tampoco 
puede exterminarse á los salvajes para ocupar el territorio habi- 
tado por ellos, y del que no saben sacar provecho alguno por la 
industria y el trabajo. Pueden, sin embargo, adoptarse todos los 
medios para obtener de ellos la cesión de una parte del territorio 
con el fin de colonizarlo, ó para obligarlos á replegarse en una 
porción del mismo, suficiente A satisfacer las necesidades de su 
subsistencia y de su bienestar relativo (2). 

(1) ViTTBL, lib. I, cap. Vil, § 81. Confr. § 207 y el lib. II, § 86.— 
tSiempre qne se trate de saber, dice PimheiroFerrbiba, bí un territorio 
«leterniinado pertenece d no á nn pueblo, no se trata de averiguar si éste 
pueblo tiene ó no el capricho de excluir de bu uso a loe demás, aua sin 
pensar en aprovecharse de él dicho Estado, sino ai lo utiliza, si lo posee 
ó puede poseerlo, y si piensa ó no en aplicar á él loa medios cecesarioa 
para hacerlo productivo. Si nada de esto sucede, la cuestión es clara. Serla 
una necedad respetar una pretensión tan absurda.» Nota al párrafo 303 de 
Vattel, pág. 200. 

(2) Los puritauos ingleses que se establecieron en Nueva- Inglaterra 
compraron á loa salvajes el terreno que quisieron ocupar. Observa, sin 



estás en gran parte bajo el dominio de Gobiernos estables, debe 
ileduciree de esto que no pueden 6er objeto de colonización, y que 
no podrá fundarse ningún establecimiento en parte alguna de di. 
clioB territorios sino con el consentimiento de los Gobiernos terri- 
toriales y de conformidad con los principios generales del Dere- 
cho internacional. 

embargo, con razón Crkasy, ¡(¡ae el sistema de la compra era fraudulento 
|jor parte de los recién llegados, los cuales compraban á sabiendas las 
misuias regiouea á toa jefes ó á otros que ningún derecbo tenían á enaje- 
narlas, é interpretaban después los límites del territorio adquirido con 
arreglo ú lo que les sufría bu rapacidad ó su conveniencias. - Fiíit plat- 
ftrrtn, § 218. 

[IJ Droit intematiowd, § 70. 



falta de limiteE ciertos, el derecho de una nación para excluir á 
otra» de loa territorioB ó ielae vecinas, sólo se extiende al distrito 
que cultiva ó á aquel cuya ocupación puede probar, á menos que 
no se haya convenido por ambas partes en ocupar ciertoe distritos. 
¡Elue, etc., y declararlas neutrales» (1). 

554. Esta teoría fué ya confirmada respecto al continentt- 
americano á fines de 1821 , cuando Rusia aspiraba á colonizar cier- 
tos territorios de la América del Norte, haciendo valer, para legi 
timar la ocupación, las mismas reglas que habían regido la colo- 
nización en tiempo de su descubrimiento. 

En tal circunstancia tuvo rozón A dams, secretario deEstadi>' 
en Washington, para decir que, hallándose constituidos en la Amé- 
rica del Norte Estados libres é independientes, tenían ¿stos la po- 
teeión exclusiva de todo el territorio americano, con la sola reser- 
va de respetar los derechos j'a adquiridos, y por tanto, que los eu- 
ropeos no podían ocupar ninguna parte del mencionado continen- 
te, sino respetando los principios generales del derecho de gente.f. 
Esta teoría fué después mejor formulada por el presidente Moni-oc- 
en su mensaje de 2 de Diciembre de 1823, 

«He juzgado oportuno aprovechar esta ocasión favorable para 
hacer que se reconozca como un principio al que se hallan ligado,'-^ 
los derechos y los intereses de los Estados Unidos, á saber: que el 
continente americano, como consecuencia de la libertad é indo- 
pendencia adquirida por sus Estados, no puedo ser considerado en 
el porvenir como susceptible de ser coioni/ndo por ninguna po- 
tencia europea» (2). 

555. Proponemos, por tanto, las siguientes. reglas: 

a) Todo Estado tiene derecho á explorar ó mandar que se ex- 
ploren los países desiertos, y puede tomar posesión de los territo- 



(1) Mabtebs, Droü des gena, libro II, cap. I, § 38. 

(2) DíKA, Elémenis, nota 86 á \Vh bato n,— Con f., A propósito de la larga 
iliac-ueión entre Rusia y loe Estados Unidos en I82I relativa ¿ la posesión 
itel Oregón y entre Inglaterra y los Estados' Unidos, á Wheatok, Éléments, 
cap. IV, § 5.0— Twia, On the Oregon gufSÍion.— Calvo, Broü tní., § l'il 
y eig-, y PsiLLikORE respecto de la Lnisíana, § 3S8. 



también el protectorado de los indígenas. 

SSG. PasemoB ahora á examinar si también hay derecho en 
■ciertos caeos pai'a tomar entre toe Estados civilizados posesión te- 
^itinaa de una parte del territorio de la que el Estado á que per- 
tenece no hace uso ó no se utiliza. Como regia general, convendría 
establecer qwe no debe confundiree el no uso de una cosa con el 
-abandono de la posesión de la misma. Todo Estado continúa pose- 



(I) Ninguna nación— dice Vattel— pue<le Bpropiarse legítima mente 
lina extensión de país deeproporciontidai, reduciendo bbí á loe demáB pim- 
tiloB á carecer lie morada y de subsiatencin. Libro II, cap. VII, § 38. 



cíón de las aguas ó la estructura de los terrenos. Todo lo que se 
agregue de un modo permanente al territorio y se halle dentro de 
los límites territoriales del Estado, cae en la pOBeeióii legitima del 
miBitio, prescindiendo de todo acto exterior de ocupación. Esta es 
la legítima consecuencia del principio general que establece que 
todo Estado, considerado como una universitas, tiene la legítima 
posesión de todo el territorio frente á los demás Estados, ó sea que 
posee todo lo contenido dentro de sus fronteras (2). Es evidente 
que, ocupando el Estado las partes agregadas á su territorio, y 
disponiendo de ellas con arreglo á sus propias leyes, ejercita un 
derecho legítimo. 

8S9* Pasemos ahora á e:iaminar de qué modo habrá de veri- 
ñcarse la ocupación para que sea por si misma suficiente para atri- 
buir á un Estado éljuspossidendi en concurrencia con los densas. 
Respecto de este punto han sido vivísimas las disputas entre aque- 
llos Estados que han aspirado al exclusivo derecho de pogesión en 
ciertas regiones más ó menos extensas de América y de otras par- 
tes del mundo. 

(1) FiELD, en BQ proyecto de Código, propone la siguieDte regís: cEI 
derecho de poseaión se considera abandonado, cuando no se manifiesta 
la intfnción de ejercerlo antes de transcurrir los primeros veinticinco 
aftoa después del descubrimiento; g 76. i 

(2) A propósito de las islas y de las modiScacionea que el terreno pue- 
de sufrir por efecto del aluvión, véase Grotius, De jure belti, libro II, ca- 
pitulo VIII, S 8." al 16. Confr. en la traducción hecha por Pbadibb Fodb- 
BÉ, la nota at § 10.— pHn.LiMOBE, § 240. - Cbbasi, S 347,— BLuaTscHM, 
§ 2»4. -Casinova, -Dft-ecfto intei-nacioual, lección IX.— Calvo, § 2H, — 
Hbffter, § 6!>. 



te, como aquélla posee el territorio como una universitas, los efec- 
tos de la poseBÍóii no pueden limitarse á la parte efectivamente 
ocupada en la que se encuentra el ejército ó la escuadra, ó donde 
se han levantado los establecimientos, sino también á toda la par- 
te del territorio que puede ser defendida, y que, según los princi- 
pios racionales y la naturaleza de las cosas, forme parte de una 
soberanía indivisible. 

Kespecto de este punto no pueden establecerse reglas fijas; pe- 
ro conviene atenerse á los criterios que determinan ó indican la 
condición geográfica del pala y sus limites naturales. La toma de 
posesión no puede extenderse á los puntos sobre los cuales existan 
derechos ya adquiridos, como tampoco más allá de ciertos limites, 
que, por la naturaleza de las cosas, deben atribuirse á otra so- 
beranía. 

Supóngase, por ejemplo, que se descubre una isla; es evidente 
que al tomar posesión efectiva de una parte de ella, se toma de to- 
da, asi como de los rloe principales y de sus afluentes, de las costas 
y de cuanto alli se halla, considerándose la isla como una tmiverst- 
tas respecto á los efectos de la posesión por parte de la soberanía. 

Si en vez de una isla se tratase de un continente, deberían li- 
mitarse las pretensiones á lo que la sana razón indica y considerar- 
se inmoderada la aspiración de un Estado que, habiendo ocupado 
efectivamente parte de un continente, quisiera extender la toma 
de posesión á una región más vasta de la que él puede utilizar. La 
tierra está destinada á satisfacer las necesidades de los hombres, y 
cada pueblo tiene derecho á ocupar las regiones desiertas para sa- 
cai' de ellas toda la utilidad posible y ejercer de hecho la soberanía; 
pero no con el único objeto de impedir que loa demás pueblos las 
ntilicen . 
S94. Proponemos, iK>r tanto, las siguientes reglas: 

(1) Confe. Vattel, lib. U, cap. VII. § 97. 



(I) Si gvi» retinuíun id> alio Uneri scit, nec quicquam conti-admf multo 
Umpore,hii,niei cataa alia mani/ftle appareat, «ion videtur id alio /ecitse 
animo, quam quod rem itlam in auatvm rerrtm «mbíwo esse «oí/pí.— GtioTics, 
De Jure helti, libro H, cap: IV, 



■999. Bajo quí aspecto »s bailan los bieoea ta relaciñn can el Dsrecho interoacio- 
nal.— SOS. PlaaUHDiieato de la cueatión.— MU. D>>etrÍDa da loa juriaconaul- 
lOB antiguos. -••&. ConaecueDcias de sus tenmB.-««S. Templanza de U 
rigrurosa ináiimn déla territorialidad déla ley rsal.— VttV. Opinido de Bou- 
hier.— ••S. BtcBlatuto perBOnnl y el estatuto real.— •••, Inñiieiicia de la 
doctrioa de los estatutos. — flIO. Lucha eiitra ins dos escuelaa.— MI. Conse- 
cuenciaade la doctrina dolos estalutoa.—M*. Territorialidad de Ip le; realeo el 
sistema de la legislación fran cesa.— SIS. Ue i|ué modo Justifica PorUlis este aís- 
lema.— MI. Foelix -BIS. Loa jurisconeulloír anglo-smer¡canoa.-M«. Sis- 
lema adoptado en loa psíaes regidos por el Vommo» LniB.~9tlí. Li esGueIn 
alemana. —•IS. Las leves moderiias.— flIS. Critica del principio de la lerri- 
lorialidad de Ins leyes reales.— •••. Concepto de la aoberania territorial en 
uueatros días.- #91. Transibrmncióa de las relacionea privadas entre naciona- 
les y entranjeros, y sus consecuencias. — •••- Nuestra opiniún a cérea de la loy 
qne debe regular los derechos sobre los bienes.— M3. Reglxs generalea.— 
'#94. Aclaraciones & la regla primera. — MA. Observaciones sobre la Cemilat 
^■nlíi<m.--*!tS. Bl derecho público y el derecho privado.- Wll. Reglas ge- 
nerales para la aplicaciún ds las leyes reales.— VAS. La ley personal debe ser 
la del Estado i que pertenece el ciudadunn — MV. lo con venientes de procla- 
mar como le; personal la ley nacional. — S30. Canfírmase esta opinión con la 
autoridad de los publicistas.— V3I. Ojjortunidad de loa tratados.- 939. Ira- 
^rtaneia de la preparaciAn de una camunidnd de dereclin.— 933. No debe esta- 
bleoerse diferencia alguna entre los bieuas muebles y loa inmuebles. 

909* Lofl bienes pertenecientes á los particnlaros se rigen 
por el derecho privado en todo aquello que se refiere al goce y a! 
ejercicio de los derechos civiles sobre dichos bienes; están en re- 
lación con el derecho público territorial en todo lo tocante á las 
¡imitaciones que pueden imponerse al pleno goce y completo ejer- 
cicio de los derechos de propiedad por interés ó por utilidad pú- 
lilica; están, ñnalmente, en relación con el Derecho internacional, 
siempre que el goce ó el ejercicio de Iob derechos sobre dichos 

! 



del cual quiere nacerse aepenaer ei goce y ei ejercicio ae ios aere- 
chos mismos. 

En eete caeo, la cuestión que surge es una verdadera cuestión 
de Derecho internacional, porque todo se reduce á determinar la 

^ linea de demarcación que señala el límite de cada soberanía com<f 

poder legislativo y |K>der público, sin que valga aducir que la re- 

P*. solución jurídica que da origen á conflicto es una relación de de- 

recho privado, y que, como tal, cae bajo el derecho civil de cada 
Kstado, puesto que el decidir en cada caso cuál sea la iey que debe 

L regular la relación jurídica, si debe ser la de la patria ó la del do- 

micilio, la del lugar en que estfin situados los bienes ó la del país 
ea que se celebró el contrato, no es materia de derecho privado, 
sino de Derecho internacional (1), y la solución de la misma de- 
pende de cómo se determine la competencia l^islativa de cad» 
soberanía en concurrencia con otras, 

903. Toda la cuestión se reduce Á lo siguiente: la soberanía 
territorial, que tiene un derecho eminente sobre todo el territorio, 
¿puede, pbr la condición territorial de las cosas, someter éstas A 
las leyes propias y regular el goce v el ejercicio de los derecho.* 
sobre los mismos de modo que excluya Ja acción concurrente de 
la soberanía del Estado A que pertenezca la persona, ó la del lugar 
en que se realizó el contrato relativo á dichos bienes? ¿Cuál será 
la justa esfera de acción de las diversas soberanías, de las cuales 
una tenga autoridad sobre las cosas por su condición de hallarse 
en el territorio, la otra sobre la persona, puesto que pertenece al 
Estado como ciudadano ó como miembro de la familia, la otra 
sobre el acto que díó lugar á la adquisición de los derechos sobre 
la cosa, siendo, por tanto, necesario apreciar si las solemnidade::- 
observadas en la redacción del acta han podido ó no ser suficiente? 
para crear un titulo válido? (2). 

(1) Esta opinión, Bosteniíls ya en nuestro Tratado de Derecho ialei-na- 
dorial privndo, primera edición, Preliminares, § 5.", y por log eecritore» 
allí citados, ha siiJo eosteiiida por Ljiurknt en su importante y reciente 
obra Droit civil internatioiial, tomo I, § l.<*. 

[2] Tnbttsfere modií, dice Hübcio, homintg eummig tubjidunlitr potes- 
tatibug, vel ratione persona r, vel ralione rerum, reí detiique ratione acluum^ 
De collíñone legum, Sect. IV. 



PRECEDENTES HISTÓRICOS 

904. Conviene saber cómo se ha resuelto la cnestión por lo» 
j 11 rJEcon Bultos y los legisladores. 

Loe jurisconsultos antiguos y los esciitoreB de los tiempos me- 
dios, partiendo del justo principio de la absoluta libertad legisla- 
tiva de toda Boberania en su propio territorio, y de autonomía é 
independencia de cada Estildo, exageraron tanto su alcance, que 
cayeron en el funesto error de considerar la autoridad de cada ley 
limitada al territorio del Estado. Pusieron como regla indiscuti- 
ble de Derecho público é internacional aquella que, según el prin- 
cipio del Derecho romano, regulaba la jurisdicción de diversas ma- 
gistraturas territoriales. En aquel vasto imperio, que fué un agre- 
gado de municipios con administración, magistratura y leyes pro- 
pias, cada circunscripción territorial fué el limite de la jurisdic- 
ción respectiva, tanto que el poder del magistrado no se extendí» 
fuera de los limites del territorio en que ejercía su jurisdic- 
ción propia. De aquí que los jurisconsultos romanos estableciesen 
las siguientes reglas: Prae/ectus urbis c«m tenninos aríís exiei-itpo- 
iestafem «on habet (2). Extra lerritoHumjuB diceníi impune non pare- 
tur (S), Praeses provinñae in suaeprovinciae homines tanium imperitim 
kabei, el hoc dum i» provincia esl, nutn sí excesseiit privatus esí (4). 

(1) Estijs principios han eido propuestos oomo reglas de derecho res- 
pecto A los inmuebles por Fielu en su Progrtlo di Códice, % 570: «La ley 
del liifíHr en que los inmuebles están situados, rige y deterinina exctnaiva- 
mente tos derechos de las partes, los modos de Iraslación de dominio ó de 
disponer de cualquier modo por acto entre vivos ó por testnmento y las 
formalidades de que debe ¡r acompañado.! En la jurispnidencis de los Es- 
tados UtiidoB se hallan aplicados en diversos litigios relativos á los in- 
muebles. En la LuÍBiana, por ejemplo, se determina, según la ley territo* 
rial, la validez de la donación lieclin cuando se eFectúii en aquel Estado, y 
se considera como regla del régimen matrimonial la comunidad respecto 
de los inmuebles, según se halla establecida en aquella ley, para todas las 
adquiaicioues hechas en dicho Estado, aunque se trate de bienes pertene- 
cientes A extranjeros que hubiesen contraído matrimonio en otra parte. — 
JoMfti. ái4 Droil intemational priv., tomo II, págs. 11 y.l31. 

(2) L. 3.a Dig., De nff.praef. urbis, 1, 12. 
(8) L. 20 Dig , De juriadictioTie, 3, I. 

(*) L. 8.» Dig., De off. prarf., 1,18. 



Be, ocurría que el estado de aquélla variaba al pasar de un país á 
otro, y en aquellos tiempos en que loe estatntoa eran tantos como 
las ciudadea que tenían legielacióa propia, aparecía la contradic- 
ción máe patente: pues una misma persona podía ser al mismo 
tiempo aquí menor, atli mayor de edad; en un país suijuris, y oíte- 
nijttris en otro; aquí emancipado, y allí sujeto á la patria potes- 
tad, según se bailase en un país ó en otro regido por leyes di- 
versae. 

De aquí se derivó la necesidad de templar las rigurosas máxi- 
mas del derecho estricto, y se dijo que, aunque ninguna ley debía 
tener valor extraterritorial, sin embargo, el interés particular de 
los pueblos liuiítrofes, la cortesía, la mutua benevolencia y la con- 
sideración de que las leyes propias obtendrían ía misma ventaja 
en casos análogos, aconsejaba reconocer la autoridad de ciertas le- 
yes siempre que el interés y la autoridad común lo exigiese, y se 
justificó esta derogación del riguroso derecho, diciendo que la 
aconsejaban la necesidad y la comiías geníium. 

90V. Hé aquí como se expresaba á este propósito el pr^iden- 
te Bouhier: (Ante todo, es necesario recordar que aun cuando la 
regla estricta sea la de la restricción de las costumbres en sus 
propios limites, se ha admitido, sin embargo, su extensión por 
causa de utilidad pública, y á veces hasta por una especie de ne- 
cesidad. Así, pues, cuando los pueblos vecinos han tolerado es- 
ta extensión, no quiere decir esto que se hayan sometido á un esta- 
tuto extranjero, sino que han encontrado un interés particular en 
que, en casos análogos, tengan sus leyes las mismas ventajas en 
los pueblos inmediatos. Puede, pues, decirse, que esta' extensión 
es una especie de derecho de gentes, en virtud del cual se poueo 
tácitamente de acuerdo los diferentes pueblos para sufrir esta ex- 
tensión de ley á ley siempre que la equidad y la utilidad común 
lo requieran, á no ser que la del país en donde esto se exija con- 
tenga una disposición expresamente prohibitiva» (1). 



(1) Bovaia?t, La coutumes du duché de B&urgogite avec ks obaervatiotta 
du PiesidaU Bouhier, cap. XXm, §§ 62 y 63, pág. 467. 



laba de un modo claro y concieo esta regla: invuMlia statvtis loci 
reguntm- aW sitae (S) y en otro lugar anadia: qwid ñ ilaque conientio 
de aliquojure in re sen ex ipsa re descendente vel ex coBÍiocía vel ac- 
iione personan sed in rem scripta? Aa spectaHtnr loci statutum uH do- 
minua habet dotnicilium an síaíuíum rei siiaef Bespondeo: Sialam reí 
«toe (4). 
M»> Este principio inflexible que nos han transmitido los 



(1) Hebtu, De Collüione legum, g 4.0, art. 8.", pág. 128. 

(2) Ob. cit. Princ. gen., 18. 23, pág. 6. 

(3) De ttatut., % B.o, cap. I, núm. 3.o 

(4) ídem, id., íd. 



turaleza y á los efectos de la posesión, ¿ la adquisición del usu- 
fructo legal y de las servidumbres, á la extensión, á las obligacio- 
nes y á los derechos de la persona investida del usufructo ó de la 
servidumbre — que la ley francesa rige exclusivamente, abstrac- 
ción hecha de la capacidad general del individuo, todo lo concer- 
niente á la sucesión ab inlestalo de los inmuebles, á la partición de 
la misma, ¿ la capacidad para disponer de un inmueble ó de reci- 
birlo por donación entre vivos ó por testamento, á la cantidad de 
la porción disponible, á las prohibiciones de dar ó de disponer á 
titulo gratuito respecto á determinadas personas; que la misrna ley 
debe regir lo concerniente al régimen dotal , á la enajenación de 
inmuebles, á las prohibiciones de adquirirlos y enajenarlos respec- 
to á ciertas personas, á las obligaciones que nacen de la venta de 
un inmueble y de las causas de nulidad y de rescisión, al derecho 
de hipoteca legal sobre inmuebles, al de hipoteca convencional y 
judicial, etc., etc. (2). 

De manera que los inmuebles pertenecientes á los particulares 
y que se hallan situados en el territorio francés, no pueden ser ob- 
jeto de derecho bajo ningún aspecto, sino con arreglo & lo que dis- 
pone la ley francesa; y por consiguiente, el extranjero está sujeto 
á dicha ley en todo lo concerniente á la adquisición de sus dere- 
chos sobre los bienes, y al goce, ejercicio y extensión de estos mis- 
mos derechos. 
9ia. Mas, ¿cómo se concilia con los principios justos del De- 

(1) Droit civil intemational, tomo 11, § 136 y siguientes. 

(2) Véase Fielix, Droit inUr. priv.,.% 60; DeMOLOtise, De l'tffet et de 

l'applicafion des lois, § 76 al 90.— ZicAEttjts, Droit civil /r(MgtiU, por ¿übby 
y Rau, § 31, 



blico de un pueblo, ee necesario que se rijan excluRÍ va mente por 
las leyes de este pueblo. En una palabra, la realidad de las leyes 
concernientes á los inmuebles, es una emanación de la soberanía; 
los particulares que los poseen no pueden oponer al legislador su 
cualidad de extranjeros, ni pedir que eus bienes se rijan por sus 
leyes personales, porque resultarla que una parte del territorio es- 
taría sometida á una ley extranjera, y que la soberanía no sería ín- 
tegra, siendo así que su esencia es la de ser indivisible. A fin de 
cumplir este requiaito, es necesario que todo el territorio, esto es, 
todos los inmuebles, sean regidos por un solo soberano, por el so- 
berano territorial» (1). 

914. Foelix justifica también la máxima que él establece, es- 
to es, que la ley real es la que rige los bienes que se hallan en toda 
la extensión del territorio, excluyendo la aplicación de la ley del 
lugar en que se realizó el acto ó se autorizó el documento, porque 
considera esto como necesario psra defender las prerrogativas de 
la soberanía, y mantiene la aplicación del estatuto personal como 
una excepción á la regla del dominio absoluto que tiene cada so- 
beranía para sujetar á sus propias leyes todo acto jurídico. Apoya 
su opinión con la autoridad de los escritores de la Edad Media (ü), 
los cuales, según hemos indicado, fundaron su doctrina en el con- 
cepto de la soberanía feudal, ó en el de la soberanía política en- 
tendida de este mismo modo (3). 



(1) Seeonde expoié ries motif» du titre preliminnirf, ntiina. 14 y 15. 

(2) En el nútii. 56 del tomo I, del Traite da Droit int. privé, (rita veinti- 
nueve eecritoree que sostienen eu opinión. 

(3) He flqui cómo resume Mancini, en pocHS palabras, la transforma- 
ción ocnrrida en el concepto de la soberanía; iCuando los benefitiios y loe 
oficios se hicieron hereditarios bnjo el débil poder de los monart;»» Cario- 
vingioa, y nació con esto y creció rApidamente el sistema feudal, pasó á la 
tierra la preponderancia que hasta entonces había pertenecido al huujbre, 
y en vea de poseer éste la tierra, vino á ser el accesorio de ella. De este 
modo inmoviliíii el íeudalisnio el derecho incorporándolo al snelo, ocupa- 
ron los derechos reales el pneslo de los períonalea subordinándolos, y des- 
apareció el siatema de los derechos pfrmnalee según la nacionalidad para 



La condición de la propiedad inmueble está en relación con la 
naturaleza del euelo, con laB instítucioneB políticas, con el carác- 
ter de la población, y con la vida hietóiicn de la nación respec- 
tiva (1). 

91S. Seta doctrina es en realidad el reflejo del aístema le- 
gislativo vigente todavía en Inglaterra, en la América Septentrio- 
nal y en todos los paises regidos por el Common Law, que tiene 
eetlo característico del feudalismo y lo conserva todaivla cuidado- 
sa y tenazmente. No hallamos, por otra parte, aplicación más ri- 
gurosa del principio de la territorialidad de las leyes que regulan 
los derechos del hombre sobre las cosas, que la que existe en los 
paises regidos por el Common Law. Allí puede decirse con razón 
que el hombre es un accesorio de la tierra y que ésta es soberana; 
la individualidad humana, con todos los derechos que lo corres- 
ponden, desaparece ante el interés supremo y absoluto de que la 
organización de la propiedad conserve el carácter feudal que tiene, 
de donde proviene que considerándose al hombre en el ejercicio 
de loe derechos como un medio respecto de la tierra sol>erana, tas 
relaciones de cualquier clase de éste con las cobaa que le pertene- 
cen están sujetas rigurosa y exclusivamente al ContTtwn Law,' de 
modo que la misma capacidad de adquirir, enajenar ó transmitir 
se hace depender de la ley territorial, la cual ae aplica á los con- 
tratos hayanse hecho donde q\iiera, siempre que de ellos se deri- 
ven derechos sobre las cosas existentes en el territorio, y aun con 
las mismas formas y solemnidades necesarias para adquirir los 
derechos sobre las cosas, y por tanto que iiingün acto de cesión ó 
traslación de dominio se considera titulo válido (give per/ecte title) 
si no se han observado las formas prescritas por el Comtiion Law 



dar luj[«r fll derecho territorial único y común á todos loa bahitantee del 
territorio, propios ó extraños al feudo. >Mímciki, Belatione aW Ialit\tto cit., 
Coniideraítoni generalí. 

(1) Prívate intemationnl Law, % 278 y sig.— Wbsti.akii y loa secuaces 
de In misma escuela, se felicitan de qjie Foelix se haya convertido en el 
sostenedor de la teoría verdadera, y lamentan qne Dbmakqbít haya anota' 
(lo á FoBLii con ideas retrágrada». Ob. cit., § 72. 



BÍoaes hacia el emiDente jurisconsulto, digno representante de la 
escuela histórica moderna. 



(1) Véase Stort, Conflict of Latci,, § 430, 431, 435, 448, etc., cap. X,— 
BuBOB, Co»i. on colon, andfor. Latas, parte 2.*, cap. XII; Wksti.akk, Prívate 
internatitmai Lau>, 

(3) (En virtnd del ríguroeo derecho de soberanía, dice, podría impo- 
nerse ñ loe Jueces de un país el deber de aplicar rigurosa me ote ta ley na- 
cional, sin tener para nada en cuenta las disposiciones contrarias de la ley 



embargo, admitirse por 
ida que se estienden las relado- 
o convencerse que hay que re- 
tir el contrario, eato ej 



extranjera. Esta disposición no debería, 
gana legislación positiva, porque á mi 
nes entre los diversos pueblos, es necea 
nnncisr A este principio exclusivo y admi 

comnnidad de derecbo entre los diferentes pueblos > Sistema del derecho 
mano actual, t. VI, de la versión castellana. 
(3) Loe. cit. 

Derecho int. público.— Touo II. 



como un accesorio de la tierra, y que loe derechos del hombre ho- 
bre suB coeas pueden depender del hecho accidental de hallarse 
éetas en uno ó en otro Kstado? 

1>19> ¿Podría decirse qtie semejante sistema estaba de acuer- 
do con los principios del derecho internacional moderno? Loe 
rechoB de la soberanía territorial sobre las cosas existentes en el 
territorio, ¿estarían bien fundados en los supremos principios del 
4erecho de gentes, si se entendiesen y se ejercieBen atribuyendo el 
carácter de la territorialidad exclusiva á todas las leyes relativas 
Á los bienes existentes en el territorio? 

Ciertamente que no. El sistema de la territorialidad de las le- 
yes relativas á las cosas se fundaba en la organización feudal de 
la propiedad y en el concepto del aislamiento de los Estados. En 
nuestro tiempo se apoya el derecho internacional sobre bases esen- 
cialmente distintas. 

La organización de la propiedad en el sistema feudal fué la 
base de la constitución en el feudalismo. Cada jefe de las bandas 
conquistadoras se instaló en los dominios más ó menos extensos 



I 



poderosos y prepotentes, no teniendo los propietarios alodiales 
medio alguno de defender sus derechoB, se vieron obligados á so- 
meterse á la protección del señor, y á considerar la tierra como si 
la hubiesen obtenido por concesión de éste. Asi se formó aquella 
vasta jerarquía, llamada feudaliEino, que absorbió no sólo á las 
personas de la raza conquistadora, sino también á los mismos in- 
dígenas, propietarios de una parte del suelo. Todos se convirtie- 
ron en vasallos y subvasatlos, quedando la propiedad como una 
mera concesión hecha á todos. 

En este siatema, los derechos del propietario fueron considera- 
dos como un accesorio de !a tierra y del feudo en donde la tierra 
se hallaba. Cada cual podía poseer la tierra que se le babia conce- 
dido con arreglo á la constitución del feudo y & la investidura que 
del señor habla obtenido; mas no tenia la facultad de disponer de 
ella y de transmitirla á su antojo, y sólo gozaba aquellos derechos 
y privilegios anejos á la tierra y que pasaban de padres á hijos, 
que sólo adquirían la posesión de ella según la ley inmutable de 
la constitución del feudo. De este modo conservaba cada feudo su 
carácter originario, y una vez privado el poseedor del derecho de 
disponer libremente de la cosa, faltó el elemento esencial que ca- 
racteriza la propiedad, convirtiéndose ésta en un mero usa- 
fruclo(l). 

Guando se sintió la necesidad de organizar un Grobierno para 
introducir en lo posible el orden en aquel caos, tuvieron en un 
principio los Estados que aparecieron el carácter de grandes feu- 
dos. Cada soberano puso todo su cuidado en la conservación de las 
instituciones relativas & la propiedad, considerando ésta como la 
base del principio político y de la constitución del Estado (2). 



(1) Véase nuestro Derecho internacional privado, § 194. 

(2) En aqnelIOB Estados en que la soberanía ha conservado el carácter 
feudal que tuvo en los primeros tiempos, ia legislRcíón lo mantiene aan 
en nuestros días. Así, dice Líurknt, refiriéndose álniflaterra: «El régimen 
feudal fué transplnntado alli sistemáticamente por la couquista norman- 



falBO principio del egoísmo y del aislamiento de los EstadoE. 

99M* Ha comenzado, en efecto, y continúa realizándose pro- 
gresivamente una gran transformación en este sentido, la cual e» . 
la coneecQencia del progreso de la civilización que ha aumentado 
las necesidades, multiplicando laB indispensables relaciones entie 
los diversos pueblos de la tierra y hecho nacer la solidaridad de 
intereses entre los mismos. La actividad del individuo no puede 
hallarse ya circunscrita á los limites territoriales del Estado de 
que se es ciudadano, sino que tiende á dilatarse hasta los más ex- 
tensos confínes. Todos sentimos que sin romper los lazos que nos 
unen á la patria, podemos gestionar nuestros asuntos en todos loe 
países del mundo; y facilitando las vías férreas la circulación, 
siempre en aumento, de extranjeros por todos los países á fin de 
atender á negocios de tan diversa índole, estréchanse las rela- 
ciones de tal modo que renulta de hecho el comercio internacional, 
asi como de la multiplicación de las relaciones entre las persona» 
que se establecen en una misma ciudad nace el consorcio civil. 

Consecuencia necesaria de lo dicho es que los Estados, más 
bien que á vivir aislados, se ven obligados, por el natural desarro- 
llo de las cosas, á conciliar loa intereses propios con los del con- 
sorcio internacional, reclamando á su vez los individuos la tutela 
de BUS derechos mediante leyes que tengan en cuenta la nueva 
forma que la actividad individual ha tomado. 

Sigúese además de aquí que las reglas de derecho que podían 
eer válidas cuando los Estados vivían aislados, no tienen ya valor 



i^iBiacioneB moaincaa el ejercicio ae ios aeréenos corresponaien- 
teB á loe individuos sobre los bienes, sometiéndolo al interés de la 
familia. De aquí que muchas limitaciones, como por ejemplo, las 
qae se reSeren al pródigo ó al incapacitado estén basadas en el 
principio de eoneervat el patrimonio de la familia; otras disposi- 
ciones dependen del mayor ó menor grado de tutela en que se ha- 
llan ciertos individuos de aquella, cuando se trata de disponer de 
los bienes que les pertenecen (1), 

Ahora bien; ai muchas dÍBfK)8Íc¡ones dependen del diverso mo 
do de concebir la conservación y el régimen económico del patri- 
monio familiar, y otras de las relaciones personales de los miem- 
bros de la familia, ¿cuá! deberá ser la ley que, según la naturale- 
za de las coaas, deba regir estos relaciones sino la del Estado á que 
la familia pertenece? Esta es, en efecto, la ley que rige el organis- 
mo de la familia, la vida civil de la misma y las relaciones entre 
los individuos que la forman. Si todo continúa subsistente en to- 
da BU integridad, aun cuando uno de los individuos de la familia 
pase á un pais extranjero y adquiera allí bienes, sigúese de aquí 
que los derechos de esta persona sobre sus bienes, la facultad de 
enajenarlos, cederlos, transmitirlos, donarlos, etc., deben ser re- 



(1) Véase -aueatto Derecho internacional privado, §§46,82, 195 y 3' 



Veamos ahora cómo debe armonizarse esta regla con la tutela 
de la autonomía de la iodependeDcia y de la soberanía del Estado. 

En cada legislación, además de las leyes que determinan y ga- 
rantizan loe derechos de los individuos uU singuli y las relaciones 
de los mismos con la familia, las cuales constituyen en su conjun- 
to el derecho privado, hay una segnnda categoría de leyes dispues- 
tas para poner á, salvo los intereses generales de la asociación po- 
lítica uti universilas. 

Estas leyes proveen á la conservación del principio político y 
á coordinar los intereses de los particulares con los del Estado, 
constituyendo el derecho público del mismo. Atentar contra el 
derecho público equivale á atentar á los intereses, á la vida y á la 
conservación del Estado, y no solo deben sufrir los ciudadanos 
aquellas justas limitaciones en ei ejercicio de bus derechos priva- 
dos, cuando no se perjudique el derecho público del Estado, sino 
que también los extranjeros — It» cuales se convierten en subditos 
temporales desde el momento que penetran en e! territorio del 
Estado y ejercen en él ciertos derechos — deben respetar las leyes 
establecidas en interés general, como son las que limitan los de- 
rechos particulares en beneficio de la agricultura, de la industria, 
etcétera, del país, 6 que imponen ciertas obligaciones para prote- 
ger el derecho del Estado ó el orden público (1), 

En la armonía de estos dos principios es donde hallamos el 
jueto criterio para decidir en qué debe tener autoridad absoluta 
la ley territorial, y en qué no debe tenerla. El interés social exi- 
ge que la autoridad de la ley territorial sea absoluta en todo aque- 
llo que proclama y sanciona el derecho público del Estado, El in- 

(1) Véase nuestro Der. int.priv. S 28 y sig. Confr, Misoim, Sapporto 
a t'Istituto di díritfo intemazionale alia sesione di Oinevra ISTá, § S.°k1 fin. 
LiüREtíT, Droíf difií iníemaíionaí, tomo I, cap. VI. — Carlk, La dottñna 
gíuridioa dtl fallimento. lS72,e:\ cnal expone con admirable precÍBÍón y 
brevedad los principioa relativos á este punto en sa cap. I. Las conclusio- 
nes propuestas por Manciki al Instituto, pabiicsdtu en el .anuario de 1877, 
pág. 123 y sig.; las Observadones de Westlaei, ánuariode 1878, pág. 37, j 
las de Abntz y Wbstlakb en el de 1880, pág. 190 y Bigaientes. 



ley civil. Esta es ia razón por qué no debe creerse qne cada sobe- 
ranía pueda á su antojo conceder ó negar al extranjero la adquisi- 
ción ó transmisión de su propiedad, como si el derecho de adqui- 
rir ó de transmitir pudiese quitarse ó concederse ad libitum por la 
autoridad soberana, sólo por estar garantido por la ley civil. Estos 
derechos son á la vez derechos naturales del hombre, y la persona 
que está en posesión de ellos puede pedir el reconocimiento y la 
defensa de éstos en nombre de la ley de las leyes, de la iey natu- 
ral, que impone á todos los Estados el deber de respetar los dere- 
chos de la personalidad humana. 

Esto prueba también el funesto error sancionado por ciertas 
legislaciones que negaron absolutamente á loB extranjeros la ad- 
quisición de la propiedad inmueble ó la facultad de transmitirla, 
y dispusieron á la vez que dicha sucesión volviese al físco por el 
derecho de albiuagio (1); ó por último, que subordinaron á la con- 



(1) La ley de 12 de Mayo de 1878 ba niodiScado en Inglaterra en 
tido liberal las disposiciunes anteriores que n^aban al extranjero el dere- 
cho de adquirir la propiedad de los inmuebles en la Gran Bretaña. Hasta 
1864 no se concedió en Bumanía el derecho de poder adquirir dicha pro- 
piedad Á los estranjeroB del rito cristiano allí domiciliados, subordinando 
además este derecho á ia condición de la reciprocidad {Annuaire d¿ Ug ' 
tation compares, 1880, pág. 760.) Hasta dicho afio de 1864 no se concedió-i 
Suecia á los extranjeros el derecho de comerciar. Antes de esta época n 
ceaitaban una autorización especial, y cuando la habían obtenido aólo po- 
dían vender en la ciudad designada al por mayor y al contado, lo cua) 
equivalía á una prohibición completa. (Annuaire cit., de 1860, pág. 662.) 

Ed Suiza hay también algunas localidades en que el extraniero no pue- 
de adquirir propiedad inmueble sin autori;^ación del Gobierno cantonal, 
y algunos hasta exigen la intervención del Gran Consejo. Líorknt, Droit 
civil international, t. II, § 33. 

Acerca del derecho de Hucesión, basta decir que se negaba al extranje- 
ro el de disponer ó adquirir por testamento ó por sucesión ah inteetato, y 
después fué concedida por los Estados más adelantados, pero con la coa- 
dición de la reciprocidad. Francia sólo renunció al derecho de albinage sin 
reciprocidad en 1819 y aun haciendo ciertas reservas, y Bélgica no ha re- 
nunciado á este derecho hasta 1866 (ley de 27 de Abril.) La ley de 20 de- 
Mayo de 1S37 concedía á los extranjeros el derecho de transmitir ó adqui- 
rir rttortis causa; pero á condición de reciprocidad. Basta esto para com- 
prender por qué en los demás pafses s¿ está muy distante de la igualdad 
jurídica entre el ciudadano y el extranjero en lo que se refiere al goce de 
los derechos civiles sancionados en et Código italiano. 



servar el organismo político, claaiñcar los poderes públicos y qttod 
ad statum reipuhlicae spectat, constituyen el derecho público del Es- 
tado; y las que tienen por objeto proteger las relaciones de los 
ciudadanos entre si y sus interesee particulares, quod ad singulo- 
ritm utilitatem perlind-, constituyen el derecho privado; pero, en la 
práctica, creemos muy exacta la observación de Westlake, pro- 
puesta á propósito de esta limitación, por el Instituto internacio- 
nal: <¿En qué sistema de clasificación deberán buscarse los llmi* 
tes del derecho público para que goce de una autoridad superior á 
la que tienen las reglas de Derecho internacional privado? ¿Qué 
leyes constituyen este orden público que no se permitirá que na- 
die perturbe?» (1), 

Es cierto que en el estado actual de laa diversas legislaciones 
sería difícil, ai es que no imposible, hallar una fórmula general 
para determinar estos limites. De cualquier modo, debe notarse 
que, aun cuando se sancionase hoy la regla por los legisladores, 
correspondería á la magistratura la tarea de aplicarla, y sería ya 
un primer paso admitir la aplicación de la ley que regula los de- 
rechos del propietario cuando no haya ofensa alguna para el dere- 
cho público del pueblo de que se trate. En los casos de duda, po- 
drá suceder que aún subsista la tendencia tradicional de excluir, 
hasta donde sea posible, la aplicación de la ley extranjera y dé 
preferencia la magistratura á la ley territorial, declarándola fun- 
dada en el orden público y en el derecho político del Estado; pero 
teniendo en cuenta que aquélla debe motivar su decisión, queja 
discusión científica iría esclareciendo poco á poco los verdadenie 
principios relativos á la materia, y que el progreso de las ideas irí^ 
modificando constantemente los conceptos de la soberanía absoluX 

(1) Obeervacionea insertas «d el Antmaire del Inttitut, 18T8, pág. 33. • 



8ióu voluntaria y no obligatoria de la soberanía, por la cual podría 
ésta imponerle las limítacioneB que eatimase conveniente á naa in- 
tereses, y entre ellas la de no perjudicar á los particulares de su8 
propios ciudadanos. Toda posición privilegiada debemos conside- 
rarla contraria al derecho de gentes. 

Como principio general, deberla sostenerse que, en cualquier 
caso que se verificase un concurso entre ciudadanos y extranjeros 
y se tratase de decidir acerca de los derechos de los mismos y de 
las raíones de preferencia, privilegio, pienda, secuestro, derecbos 
de hipoteca, de reivindicación, retención y otros análogos sobre 
los bienes muebles ó innauebles existentes en el territorio, debe- 
rían decidirse con arreglo á la ley, que, según los principios del 
derecho civil internacional, deba regir el derecho adquirido, sin 
mermar las atribuciones de los extranjeros por favorecer á los na- 
cionales (1). 

9SS> Debemos finalmente notar, respecto de la segunda re- 
gla que hemos designado como ley que debe regir los derechos 
privados del individuo, la del Estado de que es ciudadano, á fin 
de evitar una equivocación. IjOb más ardientes defensores de los 
derechos de nacionalidad desearían que se designase como ley per- 
sonal la nacionalidad de cada individuo, lo cuel sostienen como 
tin homenaje tributado al principio de nacionalidad. Esta fórmula, 
aceptada por todos los publicistas italianos contemporáneos que 
proclaman el principio de nacionalidfld como fundamento del de- 
recho público internacional, y que defienden la preeminencia del 
estatuto personal en todas las materias de derecho privado, ha sido 



(1) Estoe principios hallarán su aplicación en el caso de quiebra y de 
concnreo de ecreedorea de diversos países en la distríbución del activo. La 
teoría que va adquiriendo mayor crédito, es U de hacer depender los dere: 
chos de todos los acreedores de la ley por la cual se adquirieron. Véase 
nuestro opüsculo Del fallimento secando ü diritto inlemazionale, 1873. Conf. 
las Actas del segundo Congreso jurídico internacional reunido en Tnrfn en 
1880, los principios adoptados coino base de un tratado respecto á los efec- 
tos internacionales de la qníebra, y Garle, llfallimenlo tiei rapporíi inter- 
naiiottali, Memoria presenladn á dicho Congreso y to3 autores en ella ci- 



de calutOBamente el principio de nacioriHlidnd en el derecho in- 
ternacional privado, siendo, á bu modo de ver, la nacionalidad el 
principio de la personalidad (1). 

Mucho nos duele tener que separaiuoB de la escuela italiana, y 
deseariamoB hallar un medio para no hacerlo; pero noe impele á 
ello, tanto el deseo de tributar un homenaje á ese niísnio princi- 
pio de nacionalidad — cuya importancia política en la constitución 
de loe Estados estimamos en alto grado — cuanto la consideración 
de que los hechos jurídicos deben tomarse como son, no como de- 
berían ser, y que conviene regularlos con fórmulas exactas y pre- 
cisas que puedan alejar toda equivocación. 

En nuestro sentir, es necesario establecer una linea de demar- 
cación entre las leyes que pueden tener una autoridad extraterri- 
torial y las que deben regir exclusivamente en cada territorio. 
Puede admitirse la necesidad de dar cierta estabilidad & la perso- 
nalidad civil de cada individuo y A las relaciones que unen entre 
si á los miembros de la misma familia; que el Estado y la capaci- 
•lad jurídica no deben, por consiguiente, variar según los diversos 
lugares en que la persona pueda residir; pero no puede admitirse 
que la ley que debe regular de un modo cierto y permanente el es- 
tado de la persona y sus relaciones con la familia, deba ser la de 
la nación de cada uno, é no ser que se establezca que en el campo 
del derecho positivo la nación corresponde al Estado de que cada 
cual es ciudadano. Debemos, sin embargo, observar que esto con- 
tundiria la nacionalidad con lo perteneciente al Estado (colV apperte- 
nmza alio Stato, ó slaatsangéhSrigkeit). 

No queriendo destruir la bella teoría de la nacionalidad, que, 
repito, ha teñid*, y debe tener, una gran importancia en la for- 
mación de los Estados, y deseando determinar la ley personal del 
individuo sin dar lugar á equivocaciones, convendrá hacer depen- 
der la unidad y la identidad permanente de la persona civil, ó de 

(1) Obra citada, tomo I, cap. VI, 
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de darla de maaera que pueda deterniinaree con precisíóa y exac- 
titud, 66 adoptan vocablos que no tengan jurídicamente una sig- 
nificación técnica y precisa, y no se llega á eliminar las controver- 
eias que puedan suBcitarse, ¿querrá decir el eminente publicista 
que esta es una cuestión de palabras? (1). 

Para hacer esto más breve, vamos á investigar si con lo que 
dice Laurent puede hallarse la regla cierta y segura para determi- 
nar el derecho privado del extranjero. cLa personalidad, dice, 
tiende á desempeñar el gran papel en la ciencia del derecho in- 
ternacional privado. Es necesario, pues, ver cómo se determina y 
de qué depende. Guando hablamos en la actualidad de un estatu- 
to personal, es decir, unido á la persona, entendemos que el esta- 
tuto varia según 1» nacionalidad y la raza. En efecto, dependien- 
do de la nacionalidad el estatuto personal, es necesario, para sa- 
ber cuál sea éete, averiguar antee cuál sea la nación á que perte- 
nece! (2). 

Esta teoría, que está conforme con la de Mauctni (3), se ha con- 
vertido en Italia en precepto legislativo, en el art. 8." de nuestro 
Código civil, que dice: «Las sucesiones legitimas y testamenta- 
rias, ya sea en cuanto al orden de suceder, á la cuantía de los de- 

(1) Droit civil intemational, tomo I, § 433. — BBOCHBR,en bd importante 
obra Droit internalionat privé, observa con razón que no puede aplicsrae 
el principio de nacionftlidad al derecho positivo, sin caer en una completa 
anarquía. Intr. hiit., niim. 14. Sosteniendo Laureht su hipótesis contra 
BnocBER, dice, tomo I, pág. 64t, g 433: 'Si sólo se tratase de una caestión 
de palabras, no valdría In pena de detenerse en ella: bay un medio muj 
Bencillo de terroinarta, ni de emplear ts expresión leyeg personales, dándole 
un sentido más lato qae el qae tienen se^úa la tradición.» 

Con todo el profundo respeto que nos merece un jarisconeaUo tan in- 
signe como Ládreht, debemos observar que para terminar la controversia, 
entendemos que no basta distinguir qué leyes son personales y qné otras 
son territoriales, aino que es necesario precisar con esifctitud cuál es )a 
ley por laque deben determinarse los derechos personales de cada niió. 
Quizá nos etigafleraos al contradecir á un tan ilustre maestro, pero sos te 
nemos que se trata de una cuestión vital en el campo del derecho por sua 
consecuencias para el derecho constitucional. Véase t. I, § 276-376. 

(2) Obra citada, tomo I, § 356, pág. 356. 

(3) Véase la citada Memoria al Inst., en la Revue de Droit intematio 
nal, 1875, pág. 329. 



influencia de ésta en el derecho interDacional; y la habrían deB- 
truido, porque ellos mismos llegaban con su regla á admitir que 
la nación es el Estado, ó sea cierta aglomeración de gentes some- 
tidas á una misma soberanía, lo cual no era ciertamente su pen- 
samiento. 

i5n efecto, puesto que & los Polacos sujetos al Austria debe 
aplicárseles la ley austríaca y no su legislación nacional, y á loe 
Loreneses la ley prusiana y no la francesa, y á loa Franceses, Ale- 
manes ó Italianos que forman la Suiza, deben aplicárseles las le- 
yes de este país, si se dijese que debía hacerse esto, porque aquéll» 
es su ley nacional, puesto que pertenecen á dicha nación , deberín. 
deducirse de aquí que la nacionalidad no depende de la raza, sino- 
de pertenecer de hecho á uno ú otro Estado. ¿Y no se llega de este 
modo á negar la bella teoría de las nacionalidades, que tiene ver- 
dadera importancia y continúa siendo todavía un principio políti- 
co y constitucional de los Eatadog? 

Dice el docto l^aurent, que las cosas de este mundo no van 
siempre como deben, sino como los hombres quieren. Ahora bien; 
si el derecho positivo debe regular los hechos jurídicos tales como 
son, no como deberían ser, ¿por qué no llamar las cosas con su 



(I) Makcini ha prestado un gran servicio á la pairía eoBteniendo an la 
Cáteilra de Tiirln, después de la derrota de Novara, que tentamos derecho 
á ser independien tea, porqne el tniemo Dios habfa beclio de nosotros una 
naciÓD. Se hizo benemérito de la 'rienda y de la cívilizai^iún Romenzando 
aal uiiR propaganda de ideas, que hallaron eco en el corazón de todos Ios- 
italianos que aspiraban á la independencia. Su disertación Sobre la nacio- 
nalidad, realizó una verdadera revolnción política y una evolución cientiü- 
ca en toda Europa. Combatiendo ciertas aplicaciones de un jasto princi- 
pio, no entendemos amenguar en lo más mloimo la iuiportnncia de aquél 
ni la altn estimación en que tenemos & nuestro ilustre maestro, que desde- 
la misma Cátedra en que yo explico, enseñó con tanta doctrina los dere- 
chos de la nacionalidad. 



Ahora bien; debiendo coordinar el Inetítato las reglas propueB- 



que la mujer adquiere por el matrimonio la nacionalidad del ma- 
rido; y debemos observar Bobre esto, que si los caracteres naciona- 
les eon un hecho natural que dependen de la raza, del origen, de 
la lengua, de la cultura, etc., no pueden perderse éstos ipsojure 
ipaoquefado por e! heche-del matrimonio, á no atribuirse á la pa- 
labra nacionalidad un signiñcado diverso. Queriendo llamar las 
cosas por BUS nombres, podríamos nosotros preguntar si la mujer 
italiana que ee casa con un ruso pierde loa caracteres nacionales y 
se convierte, por el matrimonio, en slava 4 croata. En nuestro 
sentir, las conserva, y sólo adquiere la ciudadüfíia rusa por una 
libre elección; pero será siempre una mujer italíaija por su nacio- 
nalidad, y ciudadana ruea. por elección del Estado ^.qiie el mati ■■ 
do pertenece. Su ley nacional será siempre la ley italiana; pero la 
que debe legir las relaciones con su marido y las de sil familia 
será la ley rusa. Por esto creemos evidente que, sentado eKprinci- 
pio de querer designar la ley personal de cada individuoNpon el 
concepto de la nacionalidad, se desnaturaliza este último concepto 
y se le confunde con el de ciudadanía. \ 

Aun resalta más la verdad de nuestras observaciones, eriyl" 
siguiente regla, que forma parte de todo el sistema: «No debe pie- 
sumirse roto el laao con el país de origen por el solo hecho de K 
permanencia ó de la naturalización en país extranjero. Sin em'_ 
bargo, si una persona se ha naturalizado en otro pats residiendo '^ 
en él durante cinco años consecutivos sin reservarse expresamente 



(1) Las conclueionea del Instituto de Derecho internacional, á que ten- 
go el honor de pertenecer, se comunicaron mediante una circular, y se 
hallan en el Annuaire de l'lnit. de 1878, pág. 34, con sabias observaciones 
hechas por Wbstlaiíb. 



A 



obligatorias, podrá esperarse aquella uniformidad del derecho tan 
encomiada por Savigny, y los Tribunales de los Estados contratan- 
tes no podrán por menos de tomar en consideración las reglas adop- 
tadas, y decidirán, según ellas, las cuestionee acerca de la autori- 



(1) Véaae Solvah, De l'utilité des eonventione iniernationalee en matiere 
de droit Í7ttemationnl privé. 



biernoH que sigan las huellas del legislador italiano y formulen las 
normas generales que hao de regular los derechos de los extranje- 
ros; pero estamos muy lejos de esperar que los Estados modifiquen 
su legislación respectiva mientras conserven tenazmente el pre- 
cepto tradicional de la privilegiada y arbitraria preponderancia 
otorgada á la ley territorial, especialmente para todas -aquellas re- 
laciones que se derivan de la propiedad inmueble. 

Aplicando la regla por nosotros expuesta, esto es, que el dere- 
cho privado de cada cual sobre los bienes que le pertenecen, debe 
ser regulado por la ley del Estado de que es ciudadano, sigúese 
que deberá decidirse, según dicha regla, cómo haya de ejercitar 
loa derechos sobre sus bienes y sobre los que forman parte del pa- 
trimonio de la familia, siempre que dicha ley no esté en oposición 
con el derecho público y con el derecho social territorial. Aplica - 
rase después la ley del Estado extranjero para decidir si el padre 
de familia debe tener ó no el usufructo legal de los bienes del hijo; 
8¡ para la administración de los bienes del menor debe instituirse 
la tutela y la cúratela, y cómo deben ejercerse éstas en cuanto 
concierne á la administración de los bienes y respecto de los actos 
para que el tutor y el curador estén capacitados sobre los bienes 
mismos. 

Con arreglo á la misma ley, deberá decidirse cuándo los here- 
deros legítimos ó testamentarios pueden provocar una declaración 
de ausencia, y cuándo podrán obtener la posesión provisional ó de- 
finitiva de los bienes del ausente. De igual forma se determinarán 
los derechos que ee derivan de las relaciones de paternidad ó de 
filiación, ya se trate de hijos legítimos ó legitimados, ya de hijos 
naturales ó adoptivos. También deberá depender de la misma ley 
el derecho de la legitima y de la reserva legal, el de limitar las li- 
beralidades llevadas á cabo por actos inter vivos, el de pedir la re- 

(I) Acema de la iinportancia de loa tratados, véase la citada Memoria 
de M&NCiNi, y á Laurbnt, obra citada, tomo I, cap. VII, donde se hallan 
las noticias acerca de las negociaciones diplomáticáa entabladas por el Go- 
bierno italiano para llegar á la conclusión de nn tratado, negociaciones 
iniciadas por la inepiración de MAifciNt y confiadas al mismo. 



Eco que 1108 incumbía era exponer en este lugar loe principios fun- 
(lamentaleB y las reglas generales que de estos principios se deri- 
van. El estudiar y exponer cómo dichas reglas deben regir los de- 
, recbos del bombre Bobre su patrimonio, corresponde & una ciencia 

1^ particular que se denomina Derecho internacional privado (1). 

98S. Respecto de la regla ctuirta, debemos observar que 
no contiene un precepto, sino un desiderátum que los Magistrados 
j podrán tener en cuenta sólo en los caeos en que, faltando en la 

i propia legislación la regla de derecho, se vean obligados á apelar 

á deducirla á los principios generales del mismo. Cuando esto 
suceda, deberán acudir loe Tribunales, no á los principios genera- 
les del Derecho civil, sino á los del Derecho internacional, por las 
' razones antes indicadas. 

•33. En lo que se refiere á la última de las reglas propuestas, 
debemos notar que, segón la teoría antigua, tenia su razón de ser 
la diferencia entre la propiedad mueble y la inmueble. Como 
todo el sistema se deriva de la precedente tradición feudal, y iodo 
el mecanismo del feudalismo se fundaba en los derechos de la 
propiedad inmueble, era natural que se diese una gran preponde- 
rancia á esta última en lo de mantenerla absolutamente sujeta á 
la ley territorial; pero como en el sistema por nosotros defendido 

es territorial, añadimos): lEI derecho de cada Estado á regular la vida pri- 
vada d« eua súbdilos, puede ejercitarse en el extranjero, siendo su uso in- 
ofensivo, ó sea mientras no ee oponga á los principios de derecho público 
de Eiquel Estado. 

Et ciudsdano, en sas relacjonea jurrdicas internacionales, puede in- 
vocar con razón en cualquier pala la aplicación de la ley particular del 
pueblo que regula su estado y el de su familia, aun respecto de los bienes 
allí situados, con tal que la aplicación de la Itiy en el Estado de que ésta 
no emana, no ataque los intereses políticos y económicos del mismo, ni 
contradiga los principios que el legislador b a consagrado como leyes de 
orden público, moral y religioso 

El estatuto personal acorapafiaal ciudadano por doquiera, pero la parte 
de este estatuto que ataque al orden público de la nación en que entra el 
extranjero no pasa de la frontera.» 

Explicados los principios, se halla resumida la nueva ley en los térmi- 
nos aíguientes: 

<Lb8 leyes civiles de cualquier Estado deben aplicarse en todas partes 
á las personas y á las cosas que les partanezcan, siempre que no se opon- 
ían al derecho público del Estado en que ae apliquen.» 

(1) Véase nuestra obra Der. inl. privado, en ta cual hácense aplicacio- 
nes de esta teoría y un especial desarrollo de la misma. 



regular el ejercicio de un derecho respecto de una cosa mueble. 
Be roce con un interés general, y que esté, por tanto, intere*;ada la - 
EOberanfa teriitorial en que no Be apJique la ley del propietario de 
la cosa, á fin de que no se perjudique el derecho Bocial. Así, por 
ejemplo, la ley que determina la condición jurídica de lae cosas, 
es una ley real, at^f como aquella que, en interés de la agricultura, 
declara inmuebles ciertas cosas muebles puestas por el propietario 
del predio para el servicio ó el cultivo del mismo, como son las 
mencionadas en el art. 413 de nuestro Código civil, y las anejas á 
un predio ó á un edificio para permanecer alli de un modo estable, 
de conformidad con lo que dispone el art. 414 de dicho Código. £.0 
mismo puede decirse de la ley que asimila ciertos muebles á los 
inmuebles respecto ni derecho que tiene el propietario para gra- 
varlos con hipoteca: tal sucede con el usufructo de los bienes in- 
muebles y de las rentas sobre el Estado, que, con arreglo al ar- 
ticulo 1.967, pueden ser hipotecados. En estos casos los bienes ■ 
muebles correspondientes al extranjero no pueden sustraerse á las 
disposiciones de la ley territorial, siendo la razón siempre la mis- 
ma, á Baber: que la soberanía territorial debe ejercer siempre una 
acción preponderante sobre las cosas y sobre los hechos jurídicos 
de cualquier clase, siempre que se halle interesado el derecho so- 
cial. La que dispone que la posesión es un título, y que regula 
las acciones posesorias respecto á los muebles; la que determina 
cómo puede transmitirse el dominio de éstos y los actos de ejecu- 
ción deque son susceptibles, es una ley real, que excluye la apli- 
cación de la ley del propietario. 

El argumento aducido por los jurisconsultos antiguos y moder- 
nos de que las cosas muebles deben considerarse como inherentes 
á la persona del i»ropietario, moHHa osstbus tnkaereni, sin. duda. 



(I) Véaae nuestro Der. tni. privado, p&ite general, § 199, y ademes 
tiueetra obra SitUe dispogizioni generali del Códice civile italiano, Nópo 
lee, 1877. 



propietario para disponer de bu cosa. No desconocemos que los 
caeos y motivos en que el detecho social puede hallarse interesado 
cuando se trate de cosas muebles, son menos frecuentes que res- 
pecto de las inmuebles; pero serla un error admitir para unas re- 
glas principios de detecho internacional distintos de los admi- 
tidos para las otras. Ya se trate de personas, ya de cosas muebles 
ó inmuebles, sería un error extender el imperio absoluto de la, so- 
beranía territorial á las relaciones jurídicas que no interesan á la 
sociedad, como lo seria también excluir el predominio absoluto 
de la soberanía territorial sobre las relaciones jutídicas de cual- 
quier clase, siempre que llegue el caso en que el derecho social se 
halle en oposición al individual. 



que no podia realizarae en taa grande escala en las colonias, bíqo 
condenando á aquellos infelices á trabajar como animales, habían 
sofocado en la conciencia de los mismos pueblos civilizados todo 
principio de moral y de justicia. 

OSV. No debemos omitir, sin embargo, que la causa de la 
esclavitud en sus relaciones con el Detecho internacional, fué 
juzgada en 1814 en el Congreso de París, y en el de Viena en 1815. 
En Inglaterra se hablan ya hecho algunas teatatiyad para de- 
clarar legalm en te prohibida la trata de negros. En 1792 presen- 
tóse por Wilberforce un proyecto de ley en este sentido, proyecto 
que fué renovado en 1794 y 179tí y aprobado por la Cámara de los 
Comunes; pero no pudo convertirse en ley por haber sido recha- 
zado las tres veces por la Cámara de los Pares. En 1806 votó la 
Cámara Alta el bilí para la abolición de la trata, siendo aprobado 
por la Cámara de los Comunes y convertidoen ley en 1807 (2), 

Cuando después acordaron las Potencias coaligadas sistemati- 
zar las varias cuestiones pendientes después de la Revolución fran- 
cesa, tomó la misma Inglaterrn la iniciativa para que se declarase 
contraria al derecho de gentes la trata de negros, asociándose 
Francia á esta declaración. La cuestión fué detenidamente exami- 
nada en el Congreso de Viena por las ocho potencias que fiíma- 



(1) Respecto de Ina reglfis propaestae se bnllan de acuerdo todos loa pn- 
bliciatas. — Hgffteb, § 68.— Fhillijíorb, iníer. iow, tomo I, eap. XVHI, 

§296.~BlUNTSCH(.I, § 3«0.~ D(IDLBY-FlB[.D, g 639. — WOOLSÍT, § 138.— 

Cbeast, Firsplatf, ofint. Lain, § 262.— Coc^hin, Sur Vabolüion dé Vétela- 
onge.—hL Gdkbonhiere, Droit publigue de l'Europe, tomo II, pég. 137. — 
GiuiNBAn, en laa Acias del Instituto de Francia; tomo XC, — Respecto de 
la eaclavítnd en el Braaü, Vallos, Hist. de Vetdavage. 

(2) Véaae la importante obra de Gaücqt, he Droit ntaritime intcmatio- 
nal, etc., donde «o encuentran muchos detalles respecto de la trnta de ne- 
gros, toiuo I, pág. lOQ á 4U; tomo II, pág. 238 A 232, y 3S0 á 384. 

Habíanse ya concluido varios tratadoa para la abolición de I9, trata: 
entre Portugal é Inglaterra en 1810; con Siiecia en 1813, y con Dinamarca 
«n 1814. 



El Derecho internacional no reconoce Bolamente los derechos 
de la personalidad en todos los hombres sin distinción entre las 
diversas razaB de la familia humana, sino que considera como una 
obligacién solidaria de todos los Estados civilizados hacer todo lo 
posible para llegar á la completa abolición de la esclavitud, por 
lo que todos los esfuerzos de la diplomacia y la cooperación de los 
ñlántropoe, que tienden á hacer abolir el comercio de los esclavofl 
en aquellos paiges en que todavía se tolera, son protegidos por el 
Derecho internacional (1). 

Corresponde, pues, á los Estados civilizados poner su propia 
legislación en armonía con el derecho internacional, y no sólo 
prohibir en su territorio la esclavitud y todas las consecuencias 
que pudieran derivarse del comercio de esclavos practicado en otro 
punto (2), sino también castigar á loa buques qne se presten áha- 



(1) La cuestión de I» eaclavitud en las colonias espaQolas se tía resuel- 
to en sentido favorable á la libertad para Puerto Rico, gracias á '.os es- 
fuersoa hechos por loa liberales de aquella nacióD, que han organizado una 
Sociedad abolicionista. Conaideramos como beneméritos de ta civilización 
A aquellos que pertenecen á la Sociedad aboliciotiista repafíola, & cu;aa ex- 
penses se han publicado varios volúmenes bajo el título ile Cot\ferencia& 
antieaclavigtag. El más benemérito de todos es sin duda el infatigable di- 
putado por aquellas colonias, D. Eafeel María de Labra, que ha sostenido 
con mucho entusiasmo la emancipación de los esclavos, y que además de 
los discursos pronunciados y reunidos en un tomo titulado Una campaña 
parlamentaria, publicó en servicio de la causa abolicionista en 18T4 un li- 
bro titulado La abolición de la esdavilnd en el orden ecotuímico. 

La abolición de la esclavitud encontró menos obftáculos para Puerto 
Rico qne para la isla de Cuba. Los primeros paaos dados para aboliría en 
dicha isla, fueron la ley de 4 de Junio de 1870. llegando á ser la abolición 
un becl)o por la ley de 22 de Marzo de 1873. En Cuba se encontraron más 
serias diñeultades; pero la ley de 1-S de Febrero de 1880 ha hecho desapa- 
recer también la esclavitud de aquella isla. 

(2) Lh esclavitud ha sido abolida en nuestros dias hasta en Buaía, y ya 
no se conserva en Europa sino entre tos Turcos. También en América ba 
penetrado el derecho humanitario de Europa, habiéndose pronunciado con- 
tra la esclavitud los Estados Unidos Angloamericanos, y, obligado á los 
recalcitrantes A conceder la libertad á loa hombres de color. En California 
y en la Luisiana se ha consagrado la abolición en las nuevas leves cons- 
titucionales votadas el 7 de Mayo y en Dicieuibrs de 1879. En el Brasil 
se echaron las bases legales de )a libertad de los esclavos con la ley de 187), 
y hoy se tiende á la completa abolición de ta esclavitud, prohibiendo con 
eeverlsimas penas el comercio de los esclavos. Una proposición de ley en 



fía de hacer eficaz eete compromiso, en Acta de 21 de Diciembre 
de*1885, hizo expresa adhesión al GonveDÍo(para ta eupresión de la 
trata de esclaTos), celebrado entre Egipto y la Gran Bretaña en 4 
de AgoBto de 1879 y por Decreto de 13 de Mayo de 1886, hizo ex- 
tensivo á todo el territorio de la colonia de Aesab y 8ua dependen- 
cias, la prohibición del tráfico negrero, calificando como reo de 
secuestro {graasazione} & cualquiera que directa 6 indirectamente 
interviniera en el mismo. 

(I) Véase el Acta de la conferencia de Berlín de 26 de Febrero de 1881 
suscripta por Austria Hungría, Bélgica, Dinamarca, Francia, Alemania, 
Inglaterra, Italia, Países Bajos y Lazembargo, Portugal, Rasia, España, 
Estados Unidos de América, Bnecia j Norata y Turquía. 



todos los £etadoe civilizados. Hasta que esto se verifique, si la 
prudencia política permite subordinar al de la justicia el recono- 
cimiento del principio de reciprocidad declarado yiot leyes ó esti- 
pulado mediante tratados, es para nosotros evidente que los Esta-^ 
dos que quieran respetar verdaderamente los supremos principios 
del derecho, deberán colocar á los extranjeros en ias mismas con- 
diciones que á los nacionales, concediendo A todos las mismas ga- 
rantías y la misma protección independientemente de la recipro- 
cidad y de los tratados. 



(I) Véase el § 692 en este tomo. 



Este punto ba sidu ampliamente debatido, y aún continúa acalo- 
rada la discusión; pero, á nosotros no nos interesn dilucidar si el 
derecho del autor es im verdadero derecho de propiedad ordinaria, 
ó un derecho de propiedad especial, sui generis, creado por la ley; 
basta el hecho de que en todas las legislaciones se reconozca la pro- 
piedad literaria y artística, y <¡ue bajo esta denominación se com- 
prendan los derechos correspondientes á loe autores de obras de 
arte y sean protegidos por la ley. 

Hemos demostrado anteriormente que los derechos particula- 
res que disfruta cada bombee en la sociedad civil, deben ser reco- 
nocidos en la sociedad internacional, siempre que no se hallen en 
oposición con el derecho territorial. Decimos en otro lugar que el 
equiparar los extranjeros á loa nacionales en el goce de los dere- 
chos privados es conforme á la equidad y á la justicia. De tales 
premisas se sigue que la protección que, según el Derecho inter- 
nacional, se debe á las obras extranjeras, deberla extenderse á to- 



(I) A IgDnoB sostienen, en efecto, que la propiedad más sagrada j la 
m¿a pura tle todas es la que tiene su origen en el trabajo. Dicen otros que 
las ideas Bon patrimonio común de la humanidad y producto del genio, no 
del trabajo, y que no pueden, por tanto, ser confiscadas en provecho de 
uno Bolo. Esta controversia tiene, sin embargo, cierta importancia en sna 
relaciones con las leyes particulares de cada Estado, para decidir si los 
atentados á tales derechos deben neimilarse á los cometidos contra la pro- 
piedad de derecho común, ; debe ó no ser ilimitado en su duración, si laa 
reproducciones ó falsificaciones son punibles como delitos por la ley pe- 
nal, etc., etc.; pero esto no interesa al derecho internacional. Todos con- 
vienen en que allí hay un derecho que la ley civil debe regular y proteger, 
y esto basú. 

Véanse tas actas de ¡os Congresos m¿s recientes; de Bruselas, 1868; 
Congré» de ta propríelé litlfraire; Foücber, Annales de laproprieté litterai- 
re, 1858. Congréi de la proprirté litferaite; id. de la proprieté itidiistíieUe; 
id. de la proprielé artietique tenu á Parie, pendant l'Éxpotition Universelle 
en 1878. 



sea de acuerdo en Bometer á una ley uniforme la propiedad lite- 
raria, industrial ó artística, y que esta ley adoptase en principio 
las reglas proclamadaB en los Congresos relativos á esta materia. 

(1) Bata máxima fué adoptada en el Congreso celebracüo en París da- 
rante la Exposición internacional. Hállase indirectamente sancionada por 
«I decreto de 28 de Marzo de 18G2 publicado en Francia, CU70 art. 1.° díe- 
pone lo siguiente: <La falsificación hecha en territorio francés de obras 
publicadas en el extranjero y mencionadas en el art. 43S del Código pe- 
ual, constituye nn delito.» 

En este decreto están incluidas todas las obras del ingenio: las cientf- 
ñcas, las titeraiias y tas artísticas, y no habiendo hecho el legislador dis- 
ttncién alguna de que el aotor fuese francés ó extranjero, dicha disposi- 
ción asimila éste á aquél para la protección debida por la ley. (Véanse las 
observaciones hechas á este decreto por el profesor Renault, De la pro - 
prieté litteraire aa ptñnt de vue inlernational.) 



i 



aerarse extinguiao en loa aemae toao aerecuo ae propieaaa (i). 
Proponemos, para eeto, lae eiguientes reglas: 

a) La tutela de- loe derechos de autor no podrá durar más tiem- 
po que el establecido por la ley del paie en que la obra original 
se hubiese publicado; 

6) En todo caso, no podrá tener en otro Estado una dura- 
ción mayor que la concedida á los autores nacionales de obras; 

c) Puede, sin embargo, convenirse, mediante un pacto expreso, 
que observando las formalidades prescritas por la ley territorial, 
podrá gozar el amor en el otro Estado del derecho de propiedad 
con arreglo á la ley local, como si la obra se hubiese publicado 
originariamente en aquel país. 

9SS. En lo que se reñere á la venta de laa obras reproduci- 
das, si se hubiese arreglado por un tratado, convendría atenerse á 
cuanto en el mismo se hubiere dispuesto. Faltando una disposi- 
ción especial, deberá considerarse como ilícita y punible la venta 
de las obras reproducidas ó lalsificadaB después de la conclusión 
del tratado; pero no puede decirse lo mismo respecto á las publi- 
cadas anteriormente, cuya venta no podrá prohibirse (2) en consi- 
deración á que, no pudiendo tenerse como ¡lícito el haberse re- 
producido cuando no estaba prohibido hacerlo, no puede, por con- 



(1) Respecto á la duración del derecho de propiedad, son muy diver- 
sas las disposiciones de los diferentes Estados. En Francia, s^ún la ley 
del 14 de Julio de 1866, la duración de los derechos del aut«r se fija por 
toda la vida del misino, y cincuenta años después de su muerte, á sus he- 
rederos. La ley de Dinamarca de 1867, á la vida del autJ^r y treinta afios 
después de su muerte, y lo mismo la ley austríaca de lS4e. En los Esta 
dos Unidos, la ley de S de Junio de 1S70 limita el derecho del autor á 
veintiocho afios, con facultad de prolongarla otros catorce. La ley de Mé- 
jico de 1871 resérvalos derechos de propiedad al autor y á sus cansa* 
habitantes á perpetuidad. 

Véase Ahari, Dei dirilti degliautori di opere dell'ingegno y Zfet áiritii 
degli artitti m Italia e alVtttero, del miamo autor. 

Conf. Rkhíult, De la propicié litleraire et aríistiqtie au poiart de reue 
inUmational. 

(2) En el tratado para la garantía de la propiedad líteraría entre Italia, 
Baviera y Wurtemberg, se dispone en el art. 10; iLa venta y la exposi- 
ción, dentro del territorio de las Partes contratantes, de obras y objetos 
reproducidos sin autorización, especificados en los art«. 1.", i.°, 6fi y 6.'>, 
son punibles, ya procedan de dicbos Estados ó de cualquier otro pafa ex- 
tranjero. > 



de la reciprocidad. Eb indudablemente m&e ajuatado á los princi- 
pios de la moral y de la jueticia internacional el sistema eanclo- 
nado por aquellan leyes que admiten á los extranjeros al goce de 
la misma tutela legal de que disfrutan Iop nacionales sin ninguna 
condición de reciprocidad, como sucede según nuestra ley de 30 
de Abril de 1868, la inglesa de 1." de Enero de 1876, la de la Re- 
pública Argentina de 14 de AgoBto del mismo año, la del Uruguay 
de 1." de Marzo de 1877, la de líolanda de 25 de Mayo de 1880, y 
la de aquellos otros Estados que siguen la marcha más liberal y 
máe justa. 

BKS> De conformidad con estos principios, proponemos las 
siguientes reglas: 

a) Todo aquel que produzca una cosa determinada, y comercie 



en ella, tiene derecho á apropi 
ca de comercio para sí y sus 
un símbolo ó un signo distinti 
otro; y cuando tal signo arbiti 



piarse para su uso exclusivo una mar- 
, un nombre, un emblema, 
tivo, que no haya sido tomado por 
o elegido por él para indicar la 
cosa, sus cualidades ó su destino, no sea un nombre común ó pro- 
pio ya en uso, deberá ser reconocido como de uso exclusivo del 
productor ó del comerciante que lo tome, y protegido por la ley 
contra cualquiera que quisiese tomar el mismo signo, marca ó 
símbolo; 

b) El uso exclusivo de las propias marcas de fábrica ó de co- 
mercio pertenece por derecho de gentes á cada fabricante ó comer- 
ciante; de donde se sigue que las marcas deben ser reconocidas 
como titulo constitutivo de la propiedad y de la especialidad de 
los productos; 

c) Corresponde al Gobierno de cada Estado establecer, median- 
te leyes, los signos que puede cada cual adoptar para indívíduali- 
zar loe producios de su propia fábrica y de su propio comercio, y 



diante tratados eancionadoB por las leyes interioies de cad» 
Estado. 

Cuando se hubiese hecho esto, convendrá remitirse á la ley 
particular de cada pueblo para determinar cuáles son las condi- 
ciones bajo las cuales podrán las marcas ó signos de comercio ser 
protegidos por la ley, y la protección internacional de dichos sig- 
nos deberá ser igual para todos, sin distinción entre nacionales y 
extranjeros, con tal que el induetriai ó comerciaute haya obser- 
Tado las formalidades prescritas por la ley del lugar en que 
quiera hacer valer bus derechos, para que se reconozcan en la 
marca ó signo que se haya apropiado , los caracteres juridicos de 
una marca ó signo de comercio protegido por la ley. 

Todos desean que se reconozca, medíante un convenio inter- 
nacional, la protección de las marcas de fábrica ó de comercio, y 
es de esperar que no tardará mucho en estipularse (1); pero mien- 
tras esto DO se verifique, continuará rigiéndose esta materia por 
las leyes vigentes y por los tratados (2), y conviene conocer 
esas leyes y las dificultades que han surgido en la práctica al 
aplicar unas y otros, á fin de tener en cuenta las máximas 
de Derecho internacional sancionadas por la Jurisprudencia. 

La mayor parte de los Estados han reformado su legislación 
poniéndola en armonía con los principios liberales que prevalecen 
en nuestros días. 

(I) Varias veces se han manifestado estos deseos en loa Congresos in- 
terDacionsles reunidos para sentar las bases de nn convento internacionst 
para la protección de la propiedad indnatríal. Véase el Congreso reunido 
en Viena en 18TS, y el máe importante aún celebrado en París en 1878. Las 
resolncíoneB de dicho Congreso ban sido transcritas por Clunet, Journal 
du Droil int. privé, 18TS, pág. 412. A consecuencia del deseo manifestado 
en aqnel Congreao á propuesta de Ci-ttnet, Rsndú y Romawelli, aceptad» 
por los congregados, se formuló un proyecto de convenio internacional 
por un comité ejecutivo nombrado por el Congreso, cuyo proyecto fué dis- 
entido por los delegados de los diversos Gobiernos reunidos en París del 
3 al SO de Noviembre de 18S0, redactándose un proyecto definitivo de 
convenio internacional. Este documento diplomática, que deberá presen- 
tarse ¿ los diversos Gobiernos para su adhesión, ha sido transcrito por 
Ci.DHGT en HU citado periódico, 1860, pág. 630. 

Hoy, al publicar esta segunda edición, podemos añadir que existe un 
convenio internacional éntrelos principales Estados, estipulado y suscrí* 
to en París el 20 de Slarzo de 1883, y que reproducimos el final de este 
capítulo. 

(3) Las cláuBulas relativas á las marcas de fábrica se hallan slgunas 
■veces en los tratados de comercio, y otras han sido objeto de declaracio- 
nes especiales entre loa Gob¡emi>s, cnyo sislema es preferible siempre 
para no subordinar una materia tan importante á la existencia de nn tra- 
tado de ci 



del pala en donde fué adquirid» la propiedad de la marca, etc., 
proteja las marcaa alemanae, y segunda, que tal protección conste 
oñcialmente, merced á un aviso publicado en el Boletín Oficial del 
Imperio Germánico. 

ASO. En Inglaterra esta materia se regla por muy diversas 
leyes, unas relativaf! á los privilegios de invención y otras á las 
marcas de fábrica. Regulaba todo lo referente á los privilegios de 
invención, el acta de 1.° de Julio de 1852; las marcas de fábrica 
la ley de 10 de Agosto de 1842, siendo reconocida la protección de 
dichas marcas por el acta de 13 de Agosto de 1S75. Una nueva ley 
promulgada en 25 de Agosto de 1883, vigente desde 1." de Enero 
de 1884, reunió en una las diversas leyes relativas á los privilegios 
de invención y marcas de fábrica y reguló toda esta materia, con 
un conjunto de disposiciones que constituye un verdadero Código, 
para la protección de la propiedad industrial. Muchas y muy im- 
portantes modifícaciones se ban introducido posteriormente en esta 
ley, de las cuales la más interesante en cuanto concierne á los pri- 
vilegios de invención son: primero, la organización general de un 
nuevo Centro de la propiedad industrial; segundo, la disminución 
de los gastos necesarios para obtener el privilegio y la manera de 
pagar las tasas; tercero, el procedimiento para pedirlo y el derecho 
de oposición para impedir la concesión del privilegio; cuarto, la 
independencia del privilegio concedido en Inglaterra con respecto 
á los obtenidos en otros países; quinto, la adopción del principio 
de las licencias obligatorias; y sexto, la publicidad de los privi- 
legios. 

En primer lugar se ocupa la ley de loe privllegi<» de invención; 
después de los diseños, y por último, de las marcas de fábrica. En- 
tre los principios consagrados por la nueva ley respecto á las mar- 
cas, merece notarse el BÍguiente: que toda marca de fábrica que 
haya sido legalmente registrada en el país del domicilio del co- 
merciante puede obtener el ser también registrada en Ingla- 
terra (1). 

pnes de es* protección, porque en el Boletín Oficial del Imperio se publicó 
en SO de Abril de 1676 el aviso en que constaba qne las murcBS alema- 
nRB gozaban de protección legal en Italia. 

(1) Véaae el texto de las leyea 46 y 47 Victoria (cap. LVII), tradncido 
en el Annuaire ie legülation itranghre, 18S4, pág. 87. 



dustriae. 

La nueva ley fué promulgada el 28 de Marzo de 1883, y redac- 
tada de acuerdo con la legislación francesa de 1857, 6 más bien 
con la belga de 1879, la cual gozaba de mayor consideración, 
porque habiendo tenido en cuenta las muchas discusiones habidas 
sobre esta materia, adoptó los principios más generalmente admi- 
tidos. 

El art. 9." de la nueva ley mencionada, considera á los extran- 
jeros establecidos en el Gran Ducado, do la misma condición que 
los ciudaflanos, en cuanto se refiere á la propiedad de las marcas 
de fábrica, salvo, sin embargo, la expresa obligación en que esta- 
ban los mismos de observar las formalidades de depósito y regis- 
tro de las marcas, que estaban prescritas para los ciudadanos. 
Para garantía de las marcas pertenecientes á los extranjeros que 
no estén establecidos eu el Gran Ducado y de los luxemburgueses 
reeídentes en el extranjero, estableció la ley la reciprocidad á 
tenor de los Convenios internacionales (1). 

SSS* En Holanda, la ley fobre las marcas de fábrica y de co- 
mercio fué adoptada en 25 de Mayo de 1880, y está inspirada en 
ideas bastante liberales, pues borra, como la ley inglesa y la ita- 
liana, toda distinción entre los extranjeros y los nacionales, admi- 
. tiendo á los primeros á disfrutar de los beneficios legales sin con- 
diciones de reciprocidad. La acción para la represión de las usur- 
paciones y de las falsificaciones de marca es pública. 

S*0. En Portugal, la materia de las marcas de fábrica y de 
comercio se rige por la ley de 4 de Junio de 1883, conforme casi 
en RU totalidad con los principios adoptados en la Conferencia in- 
ternacional celebrada en París en Noviembre de 1880. Admite, en 
principio, que la marea es potestativa y no obligatoria, y contiene 
algunas disposiciones especiales, inspiradas en el propósito de pro- 
teger el comercio de vinos de Portugal (2). 

99 1 . En Servia, la ley para la protección de loe diseños, mo- 
delos industriales y marcas de fábrica, fué promulgada el 30 de 
Mayo (11 de Jnnio) de 1884. 

(1) Véase parn más detalles el texto de la ley en el Annwiire de legis- 
lation étrattgere, 1884, pág. 663. 

(2) Véase el testo de esta ley en el Armitaire de tegislaiion étrangere, 
1884, pág. 479. 



go, no apaciguo la aguacion que la incertiaiimDre y lae auaas ae 
que hemos hablado levantaron , por lo que fué necesario eatisfacer 
la aspiración general de regular la materia que tratamos mediante 
una uueva ley, que fué efectivamente aprobada por la Cámara y 
publicada el 3 de Marzo de 1881 (2). 

Eeta ley nentó las bases para establecer la protección de las 
marcas de fábrica entre los Estados Unidos y los Bastados extran- 
jeros. Opinó la Cámara que el Congreso no podia considerarse in- 
vestido de' poder bastante para regular mediante leyes los derechoR 
pertenecientes á los ciudadanos de cada Estado ó de todos los de 
la Unión, con respecto al uso de las marcas, y sostuvo que tal mi- 
sión correspondía al Poder legislativo de cada uno de los Estadoe 
de la Unión. Admitió, sin embargo, que asi como en las relacio- 
nes internacionales el uso de las marcas podia ser regulado por 
medio de tratados, así también podía atribuirse al Congreso la fa- 
cultad de establecer, mediante una ley federal, las bases funda- 
mentales de los convenios internacionales relativas á las marcas 
de fábrica y de comercio. 

Por esto la ley de 1881 tiene el carácter de una ley puramente 
internacional, y considerada bajo este punto de vista, el Poder le- 
gislativo del Congreso que la compiló, se puede justificar la com- 
petencia del mismo dentro de los limites de la constitución fede- 
ral, evitando asi las objeciones que en contra de esta competencia 
ee hizo por el Tribunal de Circuito, que en la sentencia que hemos 
citado anteriormente, negó dicha competencia al Congreso (3). 

99^ En Suecía y Noruega, hasta el año 1884, no hubo ley 
especial alguna relativa á marcas de fábrica ó de comercio, y los 
derechos pertenecientes á los extranjeros se regulaban por trata- 
dos especiales y por las disposiciones contenidas en el Código pe- 
nal sueco, el cual castiga con indemnización y prisión á loe que 
usen ilegitimamente marcas de fábrica. Una Comisión de los tres 



(1) Clunbt, De l'etat actitel de relation intemational avee Ut Etats- 
Uni» en tnatiere de marques de commeree. 

(2) Act of marck ISSl relating lo the regisíratitm of Irade marfce. 
Véase el texto lie esta ley en el Annuaire de la legislation étrattgére, 

1882, pág. 780. 

(8) Véase I& sentencia del Tribunal de Circuito de loa Estados unidos, 
transcrita por Coddbrt en el apéndice de sn citado artlcnlo. 



correspondía derecho alguno de ínáemnizacíóii coatta tercero 
por usurpación ó imitación fraudulenta de bu marca (1). 

•*•. La cuestión más grave que puede presentarse en la apli- 
cación de la máxima antea indicada, ea la relativa á una marca 
extranjera depositada en un pala, después de haber sido usurpada 
por un fabricante ó comerciante del mismo. Háse dudado si la po- 
sesión de la marca por un tercero antes que el verdadero propieta- 
rio de la misma hubiese exigido el depósito y llenado todas las 
formalidades para asegurar el derecho de su exclusivo uso, podría 
hacerse valer para considerar dicha marca como del dominio pú- 
blico, y quitar al legítimo propietario el derecho de reivindicar su 
uso exclusivo. 

Esta cuestióu ha sido muy discutida ante los Tribunales fran- 
ceses, belgas é italianos bajo diverso punto de vista. En Francia y 
en Bélgica la protección de las marcas extranjeras está subordina- 
da á la condición do reciprocidad, y antes de la ley francesa de 
187J se exigía en uno y otro país que la reciprocidad se hubiese 
estipulado en un convenio aá hon. 

Discutióse, pues, ante aquellos Tribunales si los extranjeros 
que no hablan depositado sus propias marcas, dada la falta del 
convenio que estipulase la protección recíproca de la ley, podían 
hacer el depósito después de becbo el tratado, para reivindicar el 
uso exclusivo de sus marcas contra los que las hablan usurpado, 
aprovechándose de la falta de protección legal. En Francia se de- 
cidió que los extranjeros no podían reivindicar el uso exclusivo 
de sus marcas, usurpadas antes que existiese el tratado ó la ley 
que les hubiere concedido el derecho de impedir su usurpación, y, 
por tanto, que sólo podían disfrutar el beneficio de la protección 
respecto de las marcas depositadas después de la conclusión de 
los tratados, ó después de la promulgación de la ley que sancio- 
nase la reciprocidad , lo cual es suficiente, según la citada ley 
de 1873 (2). 



(1) App. Tarfn, 26 Febrero ISTI.-Lboríkd, Jwisprudence, §§ 12 y 
347, y Annal. de Juritpnid., IX , 32B. 

(2) Paria, 16 Diciembre 1863, y Cas. Abril 1874; Spenoer c. Peigrey; 



ciones de Pj,tíii.lb, Atmttaire de 1864, pág. 218, y tas de Cílusl8, Annales, 
número 238. 
(2) Cas. belga, 21 Junio 1866, Gilbert; Patíti-Lb, 1866, 437. 
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derecho, sino que hóIo suspende la facultad de la acción, y que 
para decidir si hay ó no acción contra aquellos que han usurpado 
las marcas antes de hecho el depósito, debían aplicarse las regl^ 
generales relativas á la posesión abusiva y á la usurpación, y tener 
en cuenta la buena ó mala fe de los que hubiesen hecho uso ilegi- 
timo de las marcas de otro. 

Elstn? decisiones son de grandísima importancia bajo el punto 
de vista de la doctrina, porque se fundan en este principio general 
y justo: que la ley que garantiza at productor y negociante el de- 
recho exclusivo ¿ usar su propia marca para distinguir sus produc- 
tos ó loe objetos especiales de su comercio, no crea el derecho, 
sino que declara un derecho preexistente. Por esta razón debe pro- 
tegerse el derecho legalmente adquirido, y el uso de las marcas 
de otro es siempre punible, cuando se prueba que dicho uso ha 
sido abusivo y fraudulento. 

Si estos principios prevaleciesen en la jurisprudencia de todoB 
los países para decidir acerca de las consecuencias que pueden de- 
rivarse de la negligencia en hacer el depósito de las marcas pro- 
pias en paises extranjeros, deberla averiguarse ante todo, si la ne- 
gligencia, el silencio ó la tolerancia pueden equivaler á una espe- 
cie de abandono del derecho, apreciando asi la buena ó mala fe 
de aquellos que hubiesen empleado las marcas de otro. 

0SO. Ha surgido, sin embargo, otra cuestión acerca délas 
personas á quienes puede corresponder el derecho de disfrutar de 
1(« beneficios de la ley, y si este derecho puede ser atribuido ¿ las 
sociedades lo mismo que á los individuos. 

En principio, debe admitirse que, si la profesiwi de fabricante 
ó de comerciante puede ejercerse lo mismo por una persona física 
que por una persona moral, y el derecho de individualizar los pro- 
pios productos es un derecho personal que corresponde á todo el 



(1) Turfn, 9 Agosto 1879, Johann Fariña c. Ulrich y otioB (Oiomale dei 
Tribunali de Mitin, ISTS, 1B66), 13 de Agosto 1879, Pelaez C- Freund 
(Monií. dri Tribunali de Milán, 1879, I.lOl). 

(3) Cas. de Tarín, 3 Marzo ISSO, Pelaes (Monii. dei Tribittuüi, 1880, 
224), y Cas. 8 Mano 1880, Fariña (íbid., pág. 371^ Tarín 3 Marao 1880. 
Grenier (Bettini, 1880, 690); Tríbnnal de Parma, 36 Mayo 1880, Pelaez 
{Monit, 1880, pág. SOO); Tríbnnal de Milán, 2 Agosto 1679, Caviezel (íbid., 
pág. T6T); Tribunal de Cósala, 31 Jalio 1861, Girón hermanos (¡íonit, 1881, 
pág. 1.146). 



del fabricante ó comerciante de que ee trate, y con la intención 
de engañar á los compradores acerca del origen de los productos; 
y cuando esto se haya probado, deberán loe Tribunales de todos los 
países civilizadoR ver en tales actos un atentado á los derechos del 
hombre y á la buena fe de los ciudadanos, y declararlo punible 
en virtud de loa principios generales que reprimen el fraude, y uo 
apoyarse en argumentos sutiles para no aplicar las leyes repre- 
sivas. 

9SS> Los principios expuestos deben aplicarse con más razón 
al nombre comercial, pues la usurpación del nombre de una per- 
sona ó de una sociedad debe considerarse como un atentado puni- 
ble por el derecho de gentes. El nombre representa, en efecto, á 
la persona misma; es el conjunto de todos los elementos del indi- 
viduo; es, entre todas, la propiedad más cierta, la más indiscuti- 
ble, la más legitima y la más imprescriptible. Por esto, indepen- 
dientemente de todo tratado internacional, deberla cada soberanía 
aplicar sus propias leyes penales contra todo el que hubiese usur- 
pado un nombre comercial, sin distinción entre nacionales y ex- 
tranjeros. 

Sin embargo, en la práctica no está generalmente reconocido 
como un derecho perteneciente á los extranjeros el de proceder en 
juicio por la usurpación del nombre comercial. 

9Sa. En Francia, e! delito de usurpación de nombre se rige 
por la ley de 28 de Julio de 1824; y asi como el goce de los dere- 
chos civiles se concede á los extranjeros sólo con que sean autori- 
zados por el Gobierno para establecer allí su domicilio ó pertenez- 
can á un Estado con el que Francia tenga un tratado sobre la base- 
de reciprocidad, la acción por usurpación del nombre comercial 
solamente se ha reconocido á los extranjeros que se hallen en las 
condiciones indicadas por los artículos 11 y 13 del Código civil (1), 
La ley de 1857 no modificó, respecto de los principios, la máxima 



(1) De ]a exposición de motivos de la ley de 18 de Julio de 1824, se- 
gún resulta de íh relación hecha á la Cámara, aparece qae fué provocada 
por los fabricantes franceses para proteger la industria nacional. De aquí 
que la jurisprudencia haya interpretado siempre en este sentido la aplica- 
ción de aquella ley. y el de Casación, al decidir en Tribunal pleno, sos- 
tuvo en BU sentencia de 12 de Julio de 1818, que habiendo tenido por 
objeto dicha ley proteger la ÍDdnatria nacional, establecía un derecho ó 
una facultsd puramente civil, de cnyo diañute estaba excluido el ex- 
tranjero. 



El Tribunal de Bruselas, por el contrario, consideró las dispo- 
siciones del Código penal aplicables á las usurpaciones del nom- 
bre, dispuestas esencialmente para proteger la industria nacional, 
y concluyó que el extranjero que no túnese en Bélgica el goce de 
los derechos civiles, ni residencia ó establecimiento alguno co- 
mercial, no podía ser admitido á proceder en juicio contra el que 
habla usurpado bu nombre, si no existía algún convenio interna- 
cional que le diese este derecho; que en todo caso, los principios 
que podían regir la acción por usurpación de nombre, no deberían 
aplicarse á la usurpación del de una razón social, sobre todo cuan- 
do dicha razón no comprendiese e! nombre de alguno de los miem- 

(1) TribuDal correccioaai de Bruselaa, 17 Agosto I8T1 {Pasicria., 1876, 

267, y Ci-üNeT, Joiim. cit., 1876, pág. 302). 



rarsfi como una marca de comercio, sino cuando esté depositado 
como tal. Fuera de este caso, debe considerarse como una propie- 
dad, como la personalidad misma indicada por el nombre ó por 
la firma, y pov tanto no ee susceptible de apropiación particular. 

Considerado como tal, no puede caer el nombre en el dominio 
público, sino en el caso en que baya sido abandonado por la per- 
sona ¿ quien pertenecía; pero este abandono no puede admitirse 
por presunción. 

En la hipótesis de que el producto indicado bajo un nomDre 
dado cayese en el dominio público, sería siempre una usurpación 
de nombre el que otro lo adoptase sio autorización espresa de la 
persona; y aun cuando esto stj hiciese de buena fe, y pudiese por 
tal motivo eludirse la acción penal, habría siempre derecho á im- 
pedir en lo sucesivo el uso del nombre (1). 

Debe exceptuarse, sin embargo, el caso en que, por el hecho 
mismo del propietario primitivo de un nombre, ó á lo menos por 
su consentimiento tácito, haya venido á ser aquél la única desig- 
nación conocida y posible del objeto á que se aplicó, como ha su- 
cedido, por ejemplo, con la lámpara QtUnquef, y sucederá proba- 
blemente con la máquina Singer. 

Aplicando siempre el mismo principio, que el derecho al uso 
exclusivo del propio nombre es un derecho personal, debe dedu- 
cirse que cada cual tiene derecho á lisar su propio nombre en et 
ejercicio de su comercio, aun cuando aquél pueda perjudicar á 
otra persona que tenga el mismo nombre, con tal que el homónimo 
no se adopte con fraude para inducir á error al público (2). 

(1) Confr. la eenteociii del Tríbonsl de Paría, 12 Enero 1874, Co. Lie- 
big eztract of meat c. Coleman, Le Droit, 20 Marzo 1S74. 

(2) Este principio fné apUcado por el Tribunal de Apelación de Noeva 
York en el litigio Glendon Iron c. Uhler. Tratábase de un tal Glendon, 
que ponía sobre el hierro por él fabricado su propio nombre. Habiendo 
cesado después en eate comercio, otro fabricante de hierro y del misino 
nombre, ponía sobre el que fabricaba el nombre Qlendon. Decidióse que 
era legitimo en este caso el uso del nombre. 

También en Francia surgió la misma cuestión, decidiéndose que el que 
había sefialado primeramente sus productos con su propio nombre, podía 
obligar al homónimo á agregar á su nombre algunas indicaciones que pu- 
diesen distinguir sus productos. El Tribanal de París decidió, sin embar- 
go, que loa Tribunales podían impedir á un comerciante usar el nombre 



Clon ae ios objetos ae que ee trata, y a cualquier usurpación de los 
derechoB coirespondientea al que obtieoe el privilegio observando 
las disposicionee de la ley territorial. De aquí que el poseedor de 
UQ privilegio que no tuvieee acción en país estranjero, en donde 
por la falta de la tutela de la ley pudiera circular impunemente 
su invetición faleificada, podría pedir que se aplicasen las sancio- 
neij penales á aquellos que introdujesen los objetos falsificados y 
pretendiesen expenderlos en el Estado en qne él obtuvo el pri- 
vilegio. 

S9I* Podría surgir, sin embargo, una dificultad respecto de 
este punto en la hipótesis de que dichos objetos falsiñcados no se 
hubiesen introducido en el territorio para usarlos ni venderlos, 
sino que se hallasen allí accidentalmente y sólo per transito. ¿Po- 
dría en este caso pedir el privilegiado que dichos objetos fueran 
secuestrados? 

Es un principio aceptado por la jurisprudencia internacional, 
que las mercancías que se hallan en un estado per transito, se con- 
sideran por una fícción legal como si viajasen por fuera de las 
fronteras del Estado por donde atraviesan. Este principio se aplica 
sin vacilación ni duda en cuanto se refiere á tos derechos de 
aduanas impuestos por las leyes sobre las mercancías que se in- 
troducen ó pasan por el territorio; pero no hay la misma unani- 
midad de opiniones para aplicar este mismo principio á las mer- 
caucias que bajo cualquier aspecto puedan caer bajo la sanción 
penal de la ley territorial. Cuestióuase, en efecto, si las mercan- 
cías que atraviesan el Estado peí- transito pueden considerarse in- 
troducida^ en el territorio de modo que pueda aplicárseles las le- 
yes territoriales como á cualquier otro objeto que se halle dentro 
de los confines del país. Dejando aparte la cuestión general, en- 
tendemos que, en lo que se refiere especialmente á los objetos so- 
bre los que exista privilegio y hayan sido falsificados en el exte- 
rior, no se los debe considerar como introducidos en el territorio, 
ni sujetarlos á las s^cioues penales territoriales, en el caso en 
que no se hubiesen introducido con objeto de expenderlos ni se 
hubiera hecho tentativa alguna para ello. 

propiedad industrial reunido en París durante la Exposición de 1878, se 
formuló un proyecto ajustado ¿ las reHolucionee del Congreso, y publicado 
por CufKBT en el Jo»m. cit, 1378, pág. 413. 



reproducirse en la nación en qne se concedió primero el privi- 
legio (I). 

No podría decirse lo mismo si en el otro pala acaeciese la pér- 
dida del privilegio por cualquier omisión ó hecho determinados 
por la leyi pues en tal caso, existiendo la independencia de los 
Gobiernos para aplicar las leyee propias en tat materia, deberá 
concluirse que la pérdida verificada en el pais extranjero no pro- 
ducirá sus efectos en aquel qne se hubiese concedido el privilegio; 
de modo que, obtenido éste por un período ñjo, continuará subsis- 
tente en loe demás Estados, hasta que acaezca en cada cual de 
ellos la pérdida del derecho con arreglo á sus propias leyes (2). 

994. El derecho correspondiente á la soberanía territorial 
para apropiarse la invención privilegiada por razón de utilidad 
pública, debe reconocerse sin contradicción alguna; pero no debe, 
sin embargo, admitirse que el Estado pueda expropiar ese dere- 
cho sin indemnizar antes al inventor log perjuicios correspondien- 
tes. Debe, pues, considerarse contrario á los buenos principios del 
derecho internacional el admitir que la soberanía, después de ha- 
ber garantizado al extranjero el privilegio de invención, pueda ne- 
gar al mismo toda acción contra aquel que haya falsificado ó imi- 
tado su invento en beneficio del Grobierno, y justificar tal viola- 
ción del derecho privado con la razón de las supremas necesidades 
de la cosa pública. No debe negarse que esto puede justificar la 
expropiación, pero siempre mediante la justa indemnización, con 
arreglo á las prescripciones legales (3). 

países de nn modo aDÍforme por dieposición de la le;, como sucede en 
Inglaterra y en Bélgica, y ea el Imperio Alemán con arreglo á la ley 
de 1877, mientras qne en Francia, Austria, Italia, España y Portugal, 
depende hasta cierto máximan de la elección del interesado, y en Suecia 
y Rusia de la decisión de la autoridad que otorga el privilegio. 

(1) Abí lo diaporje el art. 26 del Acta de 1862 sobre Ioh privilegios de 
invención, y el art. 29 de la ley de 1844 respecto de Francia, 

(3) El Tribunal de Casación francés ha Honuionado la doctrina contra- 
ria, y en su sentencia de 14 de Enero de 1864, Rebor c. Duboucheron (8i- 
REY, 1864, 1, 200), decidió que la pérdida de un privilegio obtenido en el 
extranjero prodacfa la del obtenido en Francia. 

(3) El art. 16 de la ley inglesa de 1852 ya citada, dispone que laa pre- 
rrogativas de la Corona comprendan el derecho de revocar el privilegio, y 
qne, por tanto, pnede el Gobierno hacer uso de la invención ó imitarla 
para sus necesidades, y ann autorizar á un tercero para falsiflcarla. Loa 
Xríbnnales ingleses han decidido, por consiguiente, que el inventor privile- 



mo (le loa Estados TJniíioa en el litigio Cammeyer e. Newton (16 Albany 
Lain Journal, p&ií. 116, iniertaporCuíNET eneUoiícn. cit., 1877, pág. 258). 

El Tribunal de París, eo el litigio Boser Geselot c. Cliallet, decidió 
en su senteneia de 11 de Enero de 1876, «que loa privilegios expedidoa 
por el Estado francés en favor de un extranjero no son un obstáculo 
para que el Estado, en interés superior de su defensa, introduzca di- 
rectamente ó por medio de empresario ios objetos privilegiados para 
el armamento de sus tropas >, y concluye <que la acción de daños y 
perjuicios intentada por Boser no puede ser admitida por loa Tribunales 
franceaes». La lay alemana de 25 de Mayo de 1871 reserva al Estado el 
derecho de utilizar la invención en beneScio del Ejército ó de la Marina, 
ó en interés del bien público; pero reconoce que el inventor tiene en este 
caso derecho á reclamar del Imperio, ó del Estado que hubiese utilizado 
Ift invención, una indemnización que, á falta de acuerdo, deberá fijarse por 
los Tribunales. 

Admitido el aietema de loa privilegios de invención, es claro que la 
única solución arreglada á la equidad y á la justicia ea la admitida por la 
jurisprudencia americana, y sancionada por la ley alemana. 

(1) El Tribunal de Casación francés ha decidido que la cesión de un 
privilegio de invención no puede considerarse nula por máa que esté aó- 
jelo á pérdida por retraso en poner en práctica la invención, si dicha pér- 
dida no se había pronunniado todavía por la autoridad extranjera. Senten^ 
cift de 1." Junio 1876. San y Dietz c. Teaaie (Cldnkt, Joum. cit., 1876, pá- 
gina 356). Véase ademáa la sentencia del Tribunal de París, 11 Mayo 1874 
<ldein id., página 179). 

Bespecto de las formalidades necesarias para la eficacia de la cesión 
de un privilegio francés hecha en paía extranjero, véase Clunet, Joum. 
cit., 1879, pág. 478. 

Confr. la sentencia del Tribunal Supremo de los Estados Unidos en el 
litigio Hendry c. Soglea {Albany Journal, tomo XIX, pág. 179. 



el privilegio de inTención, no será esta una razón para considerar 
la ceeión como nula. El privilegio garantiza el derecho del descu- 
brimiento ó invención, y este es un derecho incorporal que puede 
BÍempre ser reconocido por la tioberanla territorial. Debe, por con- 
siguiente, admitirse que la ley reconoce el derecho del inventor 
para hacer uso de su invento con las condiciones establecídns por 
las leyes locales j por la Admiuietración pública; pero que tal re- 
conocimiento no disminuye en modo alguno los derechos de la so- 
beranía sobre el objeto material, que pueda ser resultado de la 
aplicación del descubrimiento. Puede, sin embargo, darse el cas-v 
de que la autoridad pública haya concedido el privilegio y la au- 
toridad administrativa, á quien corresponde el derecho de inspec- 
cionar el objeto material que se desea poner & la venta, prohiba 
ésta y el uso de aquél, porque el resultado de la aplicación no sa- 
tisfaga ciertas condiciones exigidas por las leyes (1). 

Loe principios hasta ahora expuestos son la esacta reproduc- 
ción de lo publicado eu la segunda edición de la presente obra, y 
que hemos creído oportuno reproducir sin hacer modificación al- 
guna importante. 

En la actualidad la protección de la propiedad industrial se 
rige por la convención concluida entre Bélgica, Brasil, España, 
Francia, Guatemala, Italia, Países Bajos, Portugal, el Salvador, 
Servia y Suiza, cuyos Estados, animados del común deseo de ase- 
gurar mediante un acuerdo la completa y eficaz protección de la 
industria y el comercio de sus ciudadanos respectivos y de contri- 
buir á garantizar los derechos de los inventores y la lealtad de las- 
transacciones comerciales, convinieron en concluir con dicha in- 
tención una convención, suscrita en París el 20 de Marzo de 1883, 
en la que se constituyeron en una Unión para la protección de la 
propiedad industrial, dejando expedito á todos los Estados que no 
habían tomado parte en dicho tratado el camino para formar parte 
de la Unión, haciendo su adhesión en forma. 

(U Véanae aceren de los privilegios de invención; Cílto, Dro int., to- 
mo II, pág. 1.386.— Picaro t Olin, Traite des priviUgee d'iiwenlion.— 
RssODABD, id. id.— Legband, Memoria sobre los privilegios de invenáóti. — 
VsROB, Memoria de la$ Sesioneg de la Academia de Ciencias marale», to- 
mo LXIII.—Tillieke, Tratado de loa privilegios de invendán. — Podillet, 
Ídem id. — Rdbens de Con okh, £>ic. de I)roit eom. — Schholl, Tratado prácti- ■ 
co de loe privilegios de invención, y por úllimo, la Memoria de M. Davis á 
propósito de la discusión de la tey francesa de 1814. 



que contri bajian, >egún se ha indicndo. 

lx)B ejemplares y documetitos aupletorios qne ae reclamaBen, bi6n por 
las dichas Administraciones, bien por Sociedades ó partícolares, ae paga- 
rán aparte. 

Lh oficina íiitumacioDal deberá estar en caalqnier tiempo á la disposi - 
ción de los miembroa de la Unián para aninin ¡airarles acerca de los asun- 
tos relativos al servicio internacional de )a propiedad indostríal loa ante ■ 
ceden tes especiales de qne pudieran tener necesidad. 

t^ Administración del pafs en donde deba efectuarse la próxima Con- 
ferencia preparará con el anxilto de )a oficina internacional los trabajos de 
esta Conferencia. 

£1 Director de la oficina internacional asistirá á las seaiones de las 
ConfereDcisa ; tomará parte en las discuaiones ain voto deliberativo. 
HarA sobre aa gestión □□ informe anual, que ae (Comunicará á todos los 
individuoe de ta Unión. 

K\ idioma oficial de la oficina internacional será la lengua francesa. 

7.0 El presente Protocolo fiual, que se ratificará al mismo tiempo que 
el Convenio celebrado con fecha de hoj, se considerará como parte inte- 
grante de este Convenio y tendrá la misma fuerza, valor y dnracíón. 

En fe de lo cual, los Plenipotenciarios infrascritos han extendido el 
presente Protocolo. 

Hecho en Paris el 30 de Slayo de 1883. 



Ínter nnc tonal • 



MIS, Las lejeB relativai & Isa nave» y é los dstechoB sobre lus mismas iatereaan 
al derecho de gentes.— AVI. Objeto de rate capítulo j rererenciaB.— ttSS. Los 
derechos privados sobre la nave deben regirse por la ley bajo cuyo imperio pue- 
den considerarse adquiridos, ~~V99. Utilidad de un derecha uniforme para de- 
terminar la nacionalidad de la nave: Reglas.— l.OOO. Cueationea rslativasá la 
propiedad ds la nave.— I.OOI. Juriaprudeacia iatemacional.— t.OOa. Obser- 
vaciones criticas sobre la jurisprudencia francesa acerca de los derechos reales 
sobre los barcos extranjeros.— 1.003. Nuestra opinión.— 1.004. Orden de loa 
acreedores.- I.OO A. Responsabilidad del propietario.- I.OO0. Reglas para 
determinar la ley aplicable.- LOOI. Autoridad de las leres territoriales.- 
I.OOS. Atribuciones de las autoridades locales.— l.OOO. Consecuencias ju- 
rídicas del pilotaje obligatorio.- I.OI O. Aplicación de la itx t-ii tila*. 

99G. Tanto por su naturaleza cuaotopor bu destino, colócan- 
ae laa naves entie las cosas á que ge aplican reglas enteramente 
especiales de Derecho internacional. 

Con la palabra nave denotamos en general cualquier construc- 
ción á propósito para la navegación; pero aqni sólo vamos á ocu- 
parnos de las destinadas á las necesidades del comercio y que for- 
man parte de la marina mercante. Cada legislación procura regla- 
mentar los contratos relativos á los buques, á la navegación y á 
cuanto concierne á la policía administrativa y judicial de loe 
puertos: pero no basta esto para satisfacer las necesidadeB del co- 
mercio marítimo y de la navegación. La nave, en cuanto ee un 
medio y un instrumento necesario para ej'ercer el comercio, se 
halla naturalmente bajo el dominio de leyes diversas, y es, por 
consiguiente, indispensable determinar cuáles son los derechos de 
cada soberanía en concurrencia con las demás, para sujetar á sus 
propias leyes loa barcos extranjeros que se hallen en aguas terri- 
toriales ó en sus puertos. ¿Hasta qué punto pueden lae leyes de 
cada paia aplicarse para decidir acerca de los derechos de los in- 



A81 como respecto ae las persoDae se reconoce en cieñas leyee 
la virtud propia y natural de extender bu autoridad fuera de los 
límites del territorio y poder acompañar por doquiera á la perso- 
na, de modo que la soberanía natural rija con dichas leyes los ac- 
tos del ciudadano aun en países extranjeros, viéndose en las mis- 
mas una especie de estatuto personal que acompaña al individuo 
por todas partea; y como la aplicación de otras leyes á todos los 
que se hallan en el territorio y realizan en él algunos actos, se fun- 
da en ser éstas necesarias para la seguridad y la prosperidad de la 
vida social, ó del hecho de la sumisión voluntaría de la persona á 
las mismas, asi deben reputarse las naves en la misma condición 
jurídica cuando se tas considere en sus relaciones con las leyes ex- 
tranjeras, puesto que, asi como aquéllas llevan por doquiera el 
reflejo del Estado y las acompaña la soberanía de origen en los ma- 
res extranjeros, asi también es necesario conceder que ésta debe re- 
gular cou sus leyes los derechos correspondientes á los particulares 
respecto del buque nacional, sin que pueda considerarse ofendida 
por esto la independencia de la sobeíanfa territorial extranjera. 

Conviene además consignar que la ley nacional del buque 
constituye, respecto de éste, dentro de los límites que establecere- 
mos, una especie de estatuto personal. Dicha ley confiere, eo efec- 
to, á la nave su estado jurídico como tal, y determina las condi- 
ciones para la construcción ó la destrucción de la misma, y certi- 
fica su identidad, registrándola, mediante actas públicas, con un 



(1) Véase este tomo, § 774. 

(2) Id, Id. id., § 807 á 809. 

(3) Id. fd. fd., §g 762 v 838. 



por dÍBpbíiiciÓD de la ley que le dio el carácter nacional (2), 
ó por aplicación de las reglas del Derecho internacioDal vi- 
gente (3); 

«) Salvo el derecho que tiene toda nave de cambiar su carácter 
nacional, ninguna eoberanfa podrá conceder el acta de nacionali- 



Art. 40. Para obtener el acta de nacioDalidad deberán pertenecer los 
bnqaee á los ciudadanos del Estado á á los extranjeros que teagan aquí 
au domicilio ó su residencia por lo menos dorante cinco aOos. También po- 
drán los extranjeros no domiciliados ni residentes ea e\ Estado participar 
de ta propiedad de los buques nBCionales hasta una tercera parte. Para los 
eferlos de este articulo se consideran nacionales la Sociedad colectiva ó 
en comandita, ai alguno de los socios solidarios que da nombre á la razón 
social es nn ciudadano del Estado. Las Sociedades de la misma natoraleza 
compuestas de extranjeros, pero establecidas y con su principal residen 
cia en el Estado, son asimiladas i los extranjeros domiciliados en el mis- 
mo. Las Sociedades anónimas se consideran nacionales si an principal re 
sidencia se halla en el Estado y en él celebran bus Asambleas generales. 
Las sncuraales de las Sociedades extranjeraa autorizadas por el Gobierno 
para negociar en el Estado están agimiladaa á loa extranjeros domiciliados 
ó residentes en el mismo, con tal que tengan un representante provisto de 
poderes generales. 

árt. 41. Los extranjeros no domiciliados ni residentes durante cinco 
afios que adquieran por cualquier título ia propiedad de un buque ita- 
liano en una parte que exceda del tercio, deben traspaBar en el término 
de un año, el excedente á persona que tenga las cualidades exigidas por 
las leyes.! 

(Esta disposición se aplica también ai italiano propietario qne hu- 
biese perdido la ciudadanía italiana, 7 á la mujer que se caaó con un ex- 
tranjenn, y si dichas personas no hiciesen la cesión de la parte que no lea 
está permitido poseer, deberá la autoridad marítima proveer de oSciu i la 

(1) Las disposiciones relativas á la construcción de los buques, por 
lo que se refiere á la capacidad exigida á loa constructores navales, y 
loa inspecciones que deben preceder para aceptar el buque como en 
buen estado para la navegación, deben conaideraree como de interés na- 
cional. 

(2) Según nuestra ley, el buque puede ser cancelado en la matrí- 1 
cula si por cualquier circunstancia pasase á aer propiedad de uq eX' 
tranjero. 

(3) La nave capturada en tiempo de guerra que sea adjudicada al qae , 
la capturó, pierde su nacionalidad de origen. ' 



anotndo además en el acta de nacionalidad (2). 

Cuando no ee hubiesen ol»<erTa<io estas formalidades y S' 
tionase acerca de loe derechos del nuevo comprador en c 
cia con otros interesadoB en el buque, serla contrario A loa princi 
píos dtl Derecho internacional que deben regir el ejercicio de loi- 
derechos de la soberanía extranjera, querer sujetar dicho buque ;i 
la ley del lugar en que se halle, y decidir con arreglo é. ella acerc.i 
de loB derechos de propiedad sobre el mismo. La soberanía territo- 
rial no puede aplicar sus leyes propias á los buques extranJeroH 
que se hallen en un puerto del Estado, para determinar por ella^ 
loe derechos legítimamente adquiridos por particulares, antes bien 
deben reconocerse aquellas ley^ que regulan la nave, aun cuando 
ésta se halle en un puerto extranjero, y que deben cousidentrtc 
respecto de ella como las leyes personales respecto de la perEoua. 
I.001. No estuvieron, pues, acertados loe Tribunales de lu 
Luisiana al juzgar acerca de los derechos adquiridos por uno que 
había comprado en Boston un buque perteneciente por su nacio- 
nalidad al Massachussets, — y que habla sido vendido con arre 
glo á las leyes de aquel Estado, — y al aplicar las leyes propiar^ 
para decidir si la venta podía 6 no considerarse perfecta, y rí les 
derechos del nuevo propietario debían ser reconocidos en coneu- 

(1) LtonCakh, Eludf de Droit international privé maritime, ea e\ Jown. 
He DroU intem. priv , 1877, pág, 479. 

(2) Véase el naevo Código de Comercio, art. 475. Nuestro legialtidor ba 
provisto eficaimente á la tutela de los intereses de tercero, dieiponieiido 
que la venta no pueda producir efecto algano respecto i éste, si do se Im 
transcrito á los registros de la oficina marítima en que U nave se haltabn 
inscrita y á loa del consulado en el esturlor, que transmitirá copia aatáuti- 
ca de ello á dicha oficina; pero ni en uno ni en otro caso podrá recibir ni 
transcribir la escritora de enajenación sin haber presentado previamenlF 
el acta de nacionalidad, y anotado en ella la venta con la indicación de gi 
el vendedor ha recibido todo ó parte del precio. Artícalo citado. 



cía? LoB acreedores extraojeroE que hubieEen adquirido derechos- 
^obre un buque con arreglo á lu ley del departamento marítimo á 
cuya matricula perteneciese la nave, no'eetarían seguros confian- 
do en las garantías legales establecidas por la ley del Estado de 
donde el buque proceda, sino que deberían acomodarse alas Ieye^ 
de todos loe palBee marítimos, si cada soberanía pudiese aplicar 
después BUS prescripciones legales para decidir acerca de los de- 
rechos adquiridos sobre el buque durante su permanencia en e] 
puerto donde existe su matricula (1). 

Era natural que todos los demás Tribunales franceses siguie- 
sen este mismo camino. El Tribunal de Comercio del Havre y pI 
Tribunal de Rouen (2), llamados á decidir acerca de loe derechos 
de propiedad adquiridos en Inglaterra por ingleses sobre un bu- 
que inglés, el Cohlrup, fallaron que debía aplicarse la ley franceBa 
para apreciar la eficacia de lávenla, solo porque dicho buque se bri- 
llaba en los puertos franceses mientras se discutía respecto del 
derecho del propietario en concurrencia con los que correspondían 
á un acreedor francés que habla verificado su secuestro, codcIu- 

(1) Cae. 19 Marzo 1ST3, Cmven y Cons. contm ana sentencia del Tri 
bunal <te Caen de 12 de Julio de 1870, reproducida en el Jourtiái dw Droil 
ititemational privé, I874,pág.3l. 

(2) Trib.de Comercio del Havre, 14 Agosto 1877, Rouen 31 de Julio 
<le 1876; Sirit, 1877, 3, 129, y la importante nota puesta por Liun Ciek. 



for otra parte, como nioguna BOberania aeDe permitir que lot^ 
buque* extranjeros puedan iuvucar la lex tei siiae y acomodarse ú 
ésta para derogar bu ley nacional, empeorando la. condición de 
aquellos que, bajo la garantía de dicha ley, hubieren adquirido 
derechos sobre ellos, dedúcese que, si según el estatuto nacional 
del buque no fuese permitido constituirlo en prenda ó hipoteca, 
no deberla tampoco permitirse á una nave extranjera iKKÍer re- 
ferirse á la /ex rettitae para constituir válidamente aquellas ga- 
rantías. 

En esto encontramos exacta la teoría sancionada por el Tribu- 
nal de Rennes á propósito de una hipoteca (morigage) constituida 
eu Inglaterra t>or un francés en favor de otro antes de haberse pro- 
mulgado en Francia la ley sobre las hipotecas marítimas (2). El 
Tribunal anuló con razón la hipoteca, porque aquella no podía 
constituirse de un modo contrario ¿ lo que disponía la ley fran- 
cesa (3). 

1 «OOL En lo que í-e refiere al orden de ios créditos adquiri- 
dos sobre el buque, admitida la regla de que debe ser única la ley 
A que haya de considerarse sujeto aquél en cuanto ( 



(1) En el litigio seguido ante los Tribunales franceses respecto del ba - 
que ÍDglée faltaba la anotación en el acta de nacionalidad; pero según 
la ley inglesa de 1854, las conatitucionee de prenda (mtirigage) deben ¡ns- 
cribirse bajo pena de nulidad en el registro de la aduana del puerto i i:a- 
ya matricula corresponda el buque. Por esto, el acta de nacionalidad lleva 
la anotación de qne ésta no constituye titulo para comprobar laa hipote- 
cas sobre las naves. 

(2) Promulgada el 22 de Diciembre de 18T4. 

(3) Rennes, 14 Abril 1878, Ei. Galiss, Journ. áe J>roit mtern. priv.. 
18T5,j)ágina 437. 



Clonado secuestro. 

1.00S. La ley territorial es la qne debe determinar si el ca- 
pitán eetá ó no obligado á entregar el mando del buque á un pilotn 
local para lae consecuencias jurídicas que puedan derivarse de hi 
violación de la ley que imponga el pilotaje obligatorio, y para h\ 
reeponeabilidad del capitán respecto de los interesados. 

Debemos notar, sin embargo, acerca del pilotaje obligatorio, 
que, cuando con arreglo ¿ la ley de un Estado se imponga á los ua- 
veganteb extranjeros la obligación de servirse de piloto local, y no 
se haya provisto al miEmo tiempo á regular la responsabilidad del 
piloto por las faltas cometidas por él en el ejercicio de sue funcio- 
nes, y al resarcimiento de los daños por él ocasionados, podría 
surgir la cuestión de si el Estado debía estar obligado á responder 
por sf mismo, y se debería en tal caso decidir con arreglo á los 
principios del derecho internacional todo lo concerniente á la res- 
ponsabilidad del Estado para la indemnización de los daños oca- 
sionadoB por el piloto que hubiese sido impuesto. 

Según los principios generales, deberla admitirse, en efecto, 
que, cuando la ley imponga al propietario del buque un piloto, no 
podrá considerarse éste como un empleado del propietario, sino 
como un agente impuesto por dicha ley, y, por consiguiente, no 
deberá obligarse al mencionado propietario á responder, respecto 
de tercero, de los daños que pudieran sobrevenir por descuido ó 
impericia de dicho piloto. De aquí que, si la ley que impone la 
obligación del pilotaje no dií^pusiera lo conveniente para que las 
partes perjudicadas puedan ser indemnizadas de los daños que por 
culpa de aquél sobreviniesen , y á librar de esta responeabilidad a! 
propietario del buque, habría llegado el caso de pedir al Estado 
mismo la indemnización correspondiente, de conformidad con los 
principios anteriormente expuestos acerca de la responsabilidad 
del Estado por culpa de sus agentes. 

En este caso no sería una razón decisiva la de aducir que si la 
ley territorial sobre el pilotaje obligatorio no libra al propietario 
del buque de toda responsabilidad, no puede considerársele como 
exento de ella; porque esta ley no puede modificar los principios 



establecer bieo para decidir luego la responsabilidad correepoa- 
diente al uno ó al otro por los daños que pueda ocasionar un abor- 
daje por parte del buque de que ee trata. 

Todo depende de la disposición de la ley ó del reglamento, y 
conviene examinarlos ateiilamente. Si la ley ó el reglamento no 
sólo imponen al capitán el piloto, sino que disponen al mismo 
tiempo que aquél debe ceder á éste la dirección y el mando del 
buque, es evidente que debe considerarse necesariamente exentos 
de responsabilidad al capitán y al armador, y que ésta debe pesar 
sobre el que impone el piloto, pues éste sustituye á la persona le- 
galmente responsable, y él sólo debe serlo respecto de los terceros. 
Si en tal caso la soberanía no hubiese puesto á salvo de un modo 
conveniente los intereses de tercero, debe ser el Estado mismo el 
responsable. 

Si el piloto fuese impuesto sólo como un consejero experto, 
pero sin sustituir al capitán en el mando y dirección del buque, 
no quedará exento de responsabilidad, ni recaerá toda ésta sobre 
el piloto ó quien se lo hubiese impuesto. Dicho piloto será res- 
ponsable para con el capitán de todas aquellas indicaciones falsas 
acerca del rumbo, y de los errores que se refieran al perfecto cono- 

(1) No todas lae leyes eximen al propietario de la nave por los daños 
ocasionados por el pilotaje obligatorio. Véase Field; Intem. Cod., § 388, 
y la ley de comercio general alemana, parte VIII, § 710, que, según re- 
fiere FiKLD, dispone que el tener un piloto á bordo no esime de responee 
bilí dad. 

Et propietario se exime algunas veces, según el Acta aobre la Marina 
mercante inglesa, 1854, art. 388 (17 y 18 Victoria, c. 104). 

La ley italiana ha resuelto perfectamente esta cuestión. Nuestro Códi- 
go de Marina dispone en au arl. 198 que loe pilotos deben prestar caución 
por la sama que el reglamento determine, y el articulo siguiente diapone 
que <el Caerpo de loa pilotea será reaponsable basta donde alcance la caU' 
ción por los dañoa ocaaioaadoa por la impericia y negligencia del piloto, 
salvo los derechos ulteriores contra este últimoi. 
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generales.— GOO. Todoa loa deberes inlemacionstes de los Esta- 
dos se resumen en el honnle tiverf, — GOI. Obligación de impe- 
dir Ib propsicación de las enfermedadee contagiosaa.— S02. Los 
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CAPÍTULO IV 

De ■•> Ucaes cay* face exclaaiv* cn-respwade al Eala4*, 
per» <lc I*» <|iie (ambleo b* 4e ifozar sin afcasa del derecka 
InlcrNaclaaaL 

impuestos; ADUANís; SERVIDUUHRES activas; COBKBOS; cosas «UE CtBBCHN 

866. Determinación del asunto de este capitulo. — 867. Impuestos 
sobre loB extranjeros, — 868. Opinión de Martens,— 869, Keglas.— 
8(i0. Aduanas. — 861. Reglaa. — 863, Servidumbres activas.— 
863. Eeg!a8,-864. Correos, -866, Reglas,- 808, Cosas que ca- 
recen de duefio.— 867. Reglas.- 868. Islas.- 869, Posesiones en 
el exterior, — 870. Régimen de las colonias.- 871, Reglas.- 
872. Bienes del Estado esistentea en el extranjero. -873. Máxi- 
mas sancionadas por los Tribunales ingleses 240 

CAPÍTULO V 

De lea modos de adiialrlr y perder la pasealáa legfíllma de las 
«•■aa por parie de na Estado. 

874. Objeto del presente capitulo.— 876. No paede atribairse al 
Estado la propiedad, sino la posesión del territorio.- 876. Diver^ 



D« la propiedad ll(erarl> y arlistlea. 

939. Protección interoacioDal del derecho de los autores. —940. 
FríncipioB genera lee. — 941. Reglu. — 942. Extensión de la pro- 
tección debida,— 943. Reglaa.— 944. Si debe extenderse Ib pro- 
tección más bien que reatrinsirae.— 946. Regla.— 04S. EEecto re- 
troactivo del derecho convencional. — 947. Reglaa. — 948. Las 
contravenciones deben evaluarse con arreglo á las leyes locales. 
— 949. Condlcionea exigidas para adqairír el dereclio. — 950. Re- 
gla. — 051. Duración de la protección.— 963. Venta de las obras 

falsificadaB.-953. Traducción y extracto. — 954. Regla 823 

CAPÍTULO IX 
De I* |ir*pl«da4 latealrial. 

056. Objeto de la propiedad industrial.— 060. Propiedad de las 
inarcas de fábrica.— 957. Derechos de la soberanía territorial. — 
058. Ko es conforme á derecho el sistema de reciprocidad. —959. 
Reglas de derecho internacional relativas á la propiedad de las 
marcas.- 060. Cómo deben aplicarse dichas reglas.— 961. Ley 
belga. ~9fl2. Braail.— 963. Dinamarca. — 964. Ley francesa.— 965. 
Alemania.— 966. Ley inglesa.— 967. Ley italiana.— 968. Leyes 
de Luxemburgo.— 069. Ley holande.ia. — 970. Ley portugaeaa. — 
071. Ley de Servia. —072. Ley espaflola.- 078. Leyes de los Es- 
tados Unidos. -074. Ley de Suecia y Nornega. 976. Ley Sniía. 
-976. Jurisprudencia y principios acerca del carácter jurídico 
de la marca. — 077, Marcas que caen bajo el dominio público. — 
978. Formalidades y cueationea relativas.— 079. Usurpación de 
una marca no depositada. Jurisprudencia francesa, liolga é ita- 
liana.- 980. Personas que pueden gozar de la protección legal.— 
081. Habitantes de las colonias.- 982. Protección del nombre 
comercial.— 083. Legislación francesa. — tB4. Juriapradencia bel* 
ga.— 986. Jurisprudencia itHl¡ana.—'J8fl. Nuestra opinión — 087. 
Nombre intercalado en el emblema.— 988. I'rivilegioB de inven- 
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